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En las semanas recientes se ha vuelto común leer en columnas de opinión, 
así como escuchar en foros políticos y académicos, referencias directas 
—e indirectas— a los años de formación del nazismo en Alemania para 
describir las reformas constitucionales en materia de estructuras judiciales 
y de interpretación impulsadas por MORENA y el grupo político dominante 
actual, inclusive, desde las voces de algunos ministros. El efecto psicológico 
que busca generar esta argumentación en las audiencias es el miedo, ya que 
una parte relevante del discurso de protección de los derechos humanos 
contemporáneo esta fundado en las respuestas globales a las atrocidades 
cometidas por los nazis, durante la Segunda Guerra Mundial. Quienes 
utilizan esas referencias, de forma irresponsable buscan aterrorizar a las 
audiencias para generar una opinión favorable a su actuación.

Es necesario no caer en confusiones ni alentar discursos de pánico. Estamos ante un 
reacomodo de fuerzas políticas en el país donde, después de haberse librado la batalla 
en materia electoral con un grupo claramente vencedor, el conflicto se dirime ahora 
en la arena del Poder Judicial de la Federación y en el campo del constitucionalismo. 
El grupo político que ha resultado perdedor en la arena electoral, los llamados neo-
liberales, han encontrado receptividad en un sector de la Suprema Corte, para desde 
ahí intentar hacer resistencia a los proyectos políticos de las nuevas mayorías. En teo-
ría política se considera que los tribunales pueden actuar en forma de reaseguro para 
proteger las políticas públicas del grupo que abandona el poder; sin embargo, para 
que esto sea exitoso, deben hacerlo de forma estratégica y cuidadosa, ya que su posi-
ción frente al nuevo grupo en el poder es débil.

Lo que acontece desde hace unos meses es un juego mediante el cual, ante el activis-
mo de un sector de la Suprema Corte por proteger las políticas de las antiguas ma-
yorías, la mayoría actual sube la apuesta. Si el Poder Judicial cambia de criterio para 
permitir la suspensión con efectos generales, las nuevas mayorías modifican la Ley de 
Amparo para impedir que puedan realizarlo; si se pronuncia por revisar las reformas 
constitucionales, las nuevas mayorías modifican la Constitución para establecer ex-
plícitamente en la misma que no puede realizarse, y si propone utilizar ampliamente 
sus facultades de interpretación constitucional, las nuevas mayorías proponen restrin-
gir explícitamente los alcances interpretativos de la labor constitucional. La justifica-
ción hacia la adopción de estos criterios desde la Suprema Corte, mismos que nunca 
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realizó anteriormente para la protección de los derechos humanos, es el riesgo de 
dictadura o fascismo. Dicha situación es falsa. El móvil de MORENA no es limitar 
el ejercicio de los derechos humanos ni la autonomía judicial, como si lo fue en el 
fascismo, sino evitar que, a través de un enclave institucional, se obstruyan las polí-
ticas más relevantes de la nueva administración.

Las mayorías de MORENA y sus aliados les son suficientes para tener la certeza de 
que resultarán ganadores ante cualquier intento de la Suprema Corte por expan-
dir su capacidad de control político. En este proceso, el desgaste que sufre el Poder 
Judicial de la Federación es muy veloz, ya que el contexto les es sumamente adver-
so. Se enfrenta a una impopularidad creciente y limita sus opciones para conservar 
legitimidad en el sistema político. El costo de esta actuación es muy alto para la 
organización en su totalidad y tiene como víctima principal al servicio profesional 
de carrera del Poder Judicial de la Federación, provocando que el desprestigio se 
extienda a toda la profesión jurídica.

Continuar alentando el discurso del miedo desde la Suprema Corte sólo enturbia el 
ambiente, con mayores costos para el Poder Judicial de la Federación. Como lo he 
sostenido desde el inicio de la gestión de Norma Piña, lo mejor que podría hacer la 
Suprema Corte es desmarcarse de las expectativas de las antiguas mayorías de un 
control estricto de las políticas públicas del grupo en el poder y tratar de encontrar 
el espacio adecuado desde donde pueda ejercer sus facultades constitucionales; es 
necesario que la Suprema Corte desista de los intentos de crear un ambiente de es-
tado de excepción para justificar un control agresivo de las políticas de los gobiernos 
de MORENA. De igual forma, es necesario que dicho discurso no sea replicado en 
otros foros académicos y profesionales; debemos actuar de forma responsable te-
niendo claridad en el contexto actual.

Dicho de otra manera, esto no es Berlín.

Véase: Eduardo González, “El día que no había jueces en Berlín. Comentario al 
Paro de Labores en el Poder Judicial de la Federación”, Hechos y Derechos, vol. 15. 
núm. 83, septiembre-diciembre de 2024. https://revistas.juridicas.unam.mx/in-
dex.php/hechos-y-derechos/article/view/19563/19696

https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-derechos/article/view/19563/19696
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El 12 de diciembre se conmemora el aniversario número noventa del 
nacimiento de Miguel de la Madrid Hurtado, el abogado que ejerció la 
Presidencia de México en el periodo 1982-1988, y en cuya administración 
se efectuaron importantes transformaciones en el sistema jurídico y la 
administración pública, ello en parte, como consecuencia del uso de nuevas 
tecnologías aplicadas principalmente a la comunicación, y por modernizar 
la legislación en los rubros económicos. Temas que aborda este artículo.

Las primeras acciones legislativas

Miguel de la Madrid Hurtado nació en Colima, Colima, el 12 de diciembre de 1934, 
y falleció en la Ciudad de México el 1o. de abril de 2012. Estudió la carrera de De-
recho en la Universidad Nacional Autónoma de México, donde se tituló en 1957 
presentando la tesis El pensamiento económico en la Constitución Mexicana de 1857. Realizó 
estudios de posgrado en la Universidad de Harvard. Antes de ocupar la presidencia 
se desempeñó como secretario de programación y presupuesto del gobierno federal.

En virtud de que el gobierno anterior (1976-1982) se caracterizó por las prácticas de 
despilfarro y corrupción en diferentes áreas de la administración pública, el presiden-
te De la Madrid ofreció combatir esas anomalías, en consonancia con ello, el 31 de 
diciembre de 1982 se promulgó la Ley Federal de Responsabilidades de los Servido-
res Públicos. Además, en 1983, se creó la Secretaría de la Contraloría General de la 
Federación hoy Secretaría de la Función Pública.

Miguel de la Madrid ofreció la modernización general del país y tuvo como objetivo 
básico reformar los aspectos económicos de la normatividad jurídica para hacerlos 
acordes a las nuevas tendencias internacionales, con ese propósito promovió cambios 
en la norma suprema, y el 3 de febrero de 1983 el Diario Oficial de la Federación publicó 
el Decreto de reformas de los artículos 25, 26 y 28 de la Constitución federal, cons-
tituyéndose en un subcapítulo económico de nuestra ley suprema. A iniciativa del 
presidente De la Madrid, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de los estados 
aprobaron que en el artículo 25 se dividieran las actividades productivas en estraté-
gicas y prioritarias, y que en el artículo 28 se especificaron las actividades reservadas 
para ser ejercidas exclusivamente por el Estado (áreas estratégicas), éstas fueron: co-
rreos, telégrafos, radiotelegrafía, acuñación de moneda, emisión de billetes por un 

Miguel de la Madrid y la nueva 
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medio de un solo banco, petróleo y demás hidrocarburos, petroquímica básica, mi-
nerales radioactivos, generación de energía nuclear, electricidad, ferrocarriles y la 
comunicación vía satélite.

Administración pública y economía

En este sexenio se promulgaron varias leyes reguladoras de la administración públi-
ca que hasta la fecha están vigentes aunque hayan tenido reformas posteriores, ese 
es el caso la Ley de Planeación (5 de enero de 1983), la Ley Federal de Entidades 
Paraestatales (14 de mayo de 1986), la Ley de Recompensas de la Armada de Méxi-
co (14 de enero de 1985), la Ley del Servicio Postal Mexicano (24 de diciembre de 
1986), la Ley del Diario Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales (24 
de diciembre de 1986). 

Una de las medidas más relevantes del gobierno de De la Madrid en el universo 
económico fue el ingreso de México al Acuerdo General de Aranceles y Comercio 
(GATT), en 1986. En lo referente a la legislación interna se emitieron la Ley de 
la Casa de Moneda (20 de enero de 1986), la Ley Federal del Mar (8 de enero de 
1986), la Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la Actividad Artesa-
nal (26 de enero de 1988). En 1986 se promulgaron las leyes orgánicas de diferentes 
instituciones bancarias como la del Banco Nacional de Comercio Exterior, Banco 
Nacional de Obras y Servicios públicos y la del Banco Nacional del Ejército, Fuerza 
Aérea y Armada, así como la Ley orgánica de Nacional Financiera.

Derechos sociales

En 1983 se publicaron dos decretos de reformas al artículo 4º de la Constitución 
federal, el primero de ellos fue para incorporar el derecho a la salud (3 de febre-
ro), el cual fue instrumentado a través de la Ley General de Salud (7 de febrero de 
1984). En tanto, el 7 de febrero de 1983 el Diario Oficial de la Federación difundió 
la incorporación del derecho a la vivienda dentro de las garantías individuales que 
actualmente denominamos derechos humanos. 

Normatividad sobre telecomunicaciones, 
medios de comunicación y cultura

Uno de los sucesos más importantes dentro de las acciones de modernización del 
país fue el lanzamiento de los satélites Morelos I y II, ambos fueron construidos por 
la Hughes Aircraft. Aunque la propiedad de ellos era del Estado mexicano la em-
presa Televisa absorbió los gastos de operación ya que el gobierno mexicano afron-
taba una crisis económica. La empresa televisiva construyó 32 estaciones terrenas 
para la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a cambio de servicios de tele-
comunicaciones y la prioridad en la transmisión de señales.

En el ámbito de los medios de comunicación del Estado el presidente decretó, en 
1983, la creación del Instituto Mexicano de la Radio (IMER), el Instituto Mexi-
cano de Cinematografía (IMCINE) y del Instituto Mexicano de Televisión (IME-
VISION). Dado que en esa época los medios de difusión privados tenían un gran 
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auge se en este sexenio se crearon disposiciones jurídicas para regular la industria 
del entretenimiento como se plantea a continuación.

El 13 de mayo de 1985 se expidió el Acuerdo relativo a la creación de una Sección 
en el Registro Público Cinematográfico, encargada del registro de las obras conte-
nidas en videogramas, o cualquier objeto de contenido y utilización similar. Orde-
namiento jurídico que en sus puntos medulares estableció que dentro del Registro 
—a cargo de la Secretaría de Gobernación— debían inscribirse todo tipo de obras 
audiovisuales contenidas en videogramas, videocintas, videojuegos u otros medios 
tecnológicos similares y que requirieran de difusión o reproducción para fines co-
merciales, científicos o didácticos. También debían inscribirse las personas físicas o 
morales dedicadas a la explotación comercial de obras audiovisuales registradas, así 
como las empresas dedicadas a la reproducción de dichas obras. El artículo tercero 
del Acuerdo se especificaban los efectos de las inscripciones, éstos eran: asegurar los 
derechos de los titulares de la inscripción, frente a terceros; asegurar los derechos 
de los usuarios; vigilar que se cumpliera con la legislación aplicable, evitar la re-
producción indebida de las obras y garantizar a los usuarios y autores que las obras 
reproducidas contuvieran las normas de calidad debidas.

El video se utilizó desde finales de la década de los cincuenta, pero su comercializa-
ción masiva, al menos en el caso de México, se dio tres décadas después, quizá por 
ello el presidente De la Madrid decidió regularla. Aunque no dejo de subrayar que 
la necesidad de regulación del videograma fue consecuencia de que las empresas 
estadounidenses vieron en este producto cultural una doble vía de ingresos: el de 
la comercialización de los derechos de autor de los filmes y de la venta de aparatos 
reproductores y grabadores y de los soportes de los filmes, es decir, los videogra-
mas. Existen versiones referentes a que la regulación de esta figura obedeció a las 
presiones ejercidas al gobierno de Miguel de la Madrid por Televisa (Videovisa y 
Videocentro) y por la Motion Pictures, quienes se convirtieron en la década de los 
ochenta, en las principales empresas explotadoras de esta modalidad cinematográ-
fica; ambos consorcios exigieron garantías para sus intereses, especialmente contra 
la “piratería”, al gobierno mexicano y en respuesta el presidente Miguel de la Ma-
drid emitió el Acuerdo de 1985. 

En el campo de la cultura se promulgó Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno 
Nacionales (publicada el 8 de febrero de 1984), la cual es de orden público y en su 
artículo 1o. determina que son símbolos patrios de México el Escudo, la Bandera. 
Los objetivos de este ordenamiento son: regular sus características y difusión, así 
como el uso del Escudo y de la Bandera, los honores a esta última y la ejecución 
del Himno.

Casi al finalizar el sexenio se promulgó la Ley General de Bibliotecas (21 de enero 
de 1988), a través de la cual se creó la Red Nacional de Bibliotecas Públicas y se 
asignó funciones al gobierno federal, a los gobiernos estatales y al de los municipios 
en esta materia. Dicha ley fue abrogada en 2021.
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Conclusión

El gobierno encabezado por Miguel de la Madrid se caracterizó en el ámbito ju-
rídico por una amplia creación de ordenamientos jurídicos que en la mayoría de 
los casos respondieron a la necesidad de adecuar el sistema de derecho a las nue-
vas tendencias económicas que comenzaban a imperar en el mundo, así como a la 
urgencia de regular el uso de nuevas tecnologías de la comunicación, buscando un 
equilibrio de la participación del sector privado y el público en las áreas producti-
vas. Fue positivo que se incorporaran en la Constitución nuevos derechos humanos 
y que se procurara fortalecer a los organismos públicos del Estado dedicados a las 
actividades de comunicación como el Instituto Mexicano de la Radio y el Instituto 
Mexicano de Cinematografía. Lamentablemente en el siguiente gobierno se priva-
tizó la televisión pública.

Es interesante observar que en el sexenio 1982-1988 se emitieran normas de protec-
ción a algunos elementos que caracterizaron el discurso del nacionalismo revolucio-
nario como lo referente a los símbolos patrios y las industrias artesanales, pero a la 
par se sentaran las bases de la apertura comercial que es propia del neoliberalismo.
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En relación con la que se denomina la primera muerte de Marisela Escobedo, 
es necesario abundar sobre los antecedentes de la relación que sostenía su 
hija con Sergio Barraza. Del documental se puede obtener que Ruby sufría 
violencia por parte de su pareja, Sergio, con quien procreó una hija, y que 
vivió en un apartamento que su madre Marisela Escobedo les prestó. Es 
necesario precisar que a Sergio Barraza Bocanegra se le conocía como el 
Pewe o el comandante Bambino, de 20 años cuando conoció a Rubí, quien 
sólo era una adolescente. Aun y cuando se opuso a la relación, Marisela 
Escobedo permitió que la relación continuara por temor a que Rubí se 
enojara.

Primero, es necesario hacer énfasis que, al ser Sergio mayor de edad y Rubí menor de 
edad, y que estuvo embarazada siendo todavía adolescente, estamos en presencia del 
delito de estupro,1 mismo que se encuentra en el artículo 170 del Código Penal del 
Estado de Michoacán. Si bien es cierto que el delito de estupro menciona que es la 
cópula por medio del engaño de una mayor de doce pero menor de dieciocho años, 
al ser Rubí una menor de dieciocho años todavía se considera como una adolescen-
te, y por lo tanto, aún no tiene la madurez —o incluso los conocimientos— de las 
consecuencias físicas de sostener relaciones sexuales con una persona; más aún, si la 
persona con la que sostuvo la cópula era mayor de edad, siendo evidente la diferen-
cia en la madurez de ambos, y por ende, la existencia de un sujeto pasivo y un activo. 

Asimismo, Marisela Escobedo no denunció el hecho, siendo imposible que quedara 
como antecedente la comisión de este delito (al ser un delito que se persigue por que-
rella), entendiendo por este concepto que “constituye una declaración de voluntad 
por la persona afectada directamente por un delito expresa formalmente, ante el ór-
gano estatal encargado de la persecución criminal” (Lorenzo, 2003); es decir, que sólo 
la madre, al ser representante de la menor de edad Rubí, podía estar facultada para 
denunciar tal hecho, puesto que Rubí aun no tenía la capacidad de ejercicio. Esto 

1   “Artículo 170. Estupro.
A quien tenga cópula con persona mayor de doce y menor de dieciocho años de edad, obteniendo su consentimiento 
por medio del engaño, se le sancionará de acuerdo a las siguientes disposiciones:
I. Si el activo del delito no excede en siete años a la edad del pasivo, se le impondrán de seis meses a cuatro años de 
prisión; y, 
II. Si el activo del delito excede en siete o más años la edad del pasivo, la pena se duplicará en una mitad.
Este delito se perseguirá por querella”.

Las tres muertes de Marisela 
Escobedo, análisis desde la 
legislación de Michoacán

A l o n d r a  R e y e s
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constituye una falta de información sobre la violencia sexual. Un dato importante 
es que el hecho se cometió en Chihuahua, un estado que se conoce por la sentencia 
del Caso González y otras vs. México, mejor conocida como “Campo algodonero”; 
donde se refiere, en el párrafo 1142 y 115m3 al fenómeno de homicidios de mujeres. 
Por ello, el contexto social es importante para el desarrollo del presente análisis.

Una vez que se ha identificado el delito de estupro, que se relaciona con la violencia 
sexual4 a las que las mujeres son sujetas, pero que, al ser un tipo de violencia que se 
confunde a menudo en las relaciones de pareja, es invisibilizada o justificada por las 
mismas víctimas o el entorno familiar.

El documental refleja que la Rubí fue víctima de distintos tipos de violencia, al estar 
unida en una relación de concubinato; por lo tanto, es importante hacer mención 
que, la violencia física, no es independiente de otros tipos de violencia, puesto que 
los daños generados por esta violencia, aparte de ser fisiológicos, acarrean daños 
psicológicos o trastornos que resultan en la desvalorización de las víctimas, e in-
cluso en la pérdida en la toma de decisiones de las mujeres, siendo relacionadas las 
consecuencias con el hecho de que Rubí no le mencionó, en un primer momento, a 
su madre Marisela Escobedo que sufría de maltrato. 

En esta parte, se puede desprender la comisión de otro delito, como lo es la violen-
cia familiar; pero antes, es necesario abordar diversas teorías de lo que es la violen-
cia familiar.

Esta violencia se vuelve una forma de vida, en la que se hace uso de la fuerza para 
imponerse y dominar a los demás, dándose dentro de un ciclo que comprende 
cuatro etapas: la primera, acumulación de la tensión, donde la irritabilidad va en 
aumento, intensificándose en discusiones; la segunda, es la fase de explosión en la 
que se realiza la violencia, la cual puede ser de distintas formas que demuestren la 
superioridad del sujeto activo; la tercera fase, que es la luna de miel o manipula-
ción afectiva, el sujeto activo trata de hacerse perdonar y siente que son los demás 
miembros de la familia quienes tienen el poder, y la cuarta y última fase, empieza 
con la irritabilidad del poder que los sujetos pasivos pretender ejercer por creer ha-
ber ganado, repitiéndose así el ciclo nuevamente (Hernández, 2005).

Por otra parte, la violencia familiar nace del ejercicio desigual de las relaciones de 
poder que surgen en un núcleo familiar, ejecutándose cíclica o sistemáticamente 
por un miembro de la familia, viva o no en el mismo domicilio, contra otro, a tra-

2   La Comisión y los representantes alegaron que, desde 1993, existe un aumento significativo en el número de desa-
pariciones y homicidios de mujeres y niñas en Ciudad Juárez. Según la Comisión “Ciudad Juárez se ha convertido 
en el foco de atención de la comunidad nacional como internacional debido a la situación particularmente crítica 
de la violencia contra las mujeres imperante desde 1993 y la deficiente respuesta del Estado ante estos crímenes”.

3   El Estado mexicano reconoció “la problemática que enfrenta por la situación de violencia contra las mujeres en 
Ciudad Juárez, particularmente, los homicidios que se han registrado desde principio de los 90s del siglo pasado”.

4   Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
“Artículo 6. Los tipos de violencia contra las mujeres son:
“[...]
“V. La violencia sexual. - Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la Víctima y que 
por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica 
la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto”.
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vés de actos que lo agreden física, psicológica, sexual y/o verbalmente, con el fin de 
controlar, someter o dominar al receptor de la violencia, sin que para su existencia 
y prueba sea necesaria la presencia de lesiones (Contreras, 2016).

Las anteriores teorías se relacionan entre sí, al referir que existe una relación de 
poder desigual entre uno y otro miembro de la familia, lo que nos lleva a que, en 
el caso de Rubí con Sergio, existía una relación de poder sobre Rubí; lo cual con-
llevaba la manipulación y resultara en que no quería hacerlo de conocimiento de 
su madre Marisela Escobedo. Es por ello que, en este caso, durante la relación que 
sostuvieron existía la comisión del delito de violencia familiar, tipificado en el Có-
digo Penal del Estado de Michoacán en su artículo 178;5 asimismo, existe una agra-
vante para este delito, descrita en el artículo 178 ter6 de ese mismo ordenamiento 
legal; pero aquí resulta otro elemento importante: la víctima de violencia —que en 
este caso, era Rubí—, cuando era sujeta a maltrato o violencia, aún seguía siendo 
menor de edad; y al ser el delito de violencia familiar un tipo penal que se sigue por 
querella, correspondía a la madre, Marisela Escobedo, denunciar el hecho de que 
su hija estaba siendo víctima de violencia familiar con la agravante de que la vícti-
ma era menor de edad. Sin embargo, no aconteció de esa forma y, al ser el contexto 
social en el que sucedieron los hechos un lugar donde la violencia era minimizada, 
puede reflejar la falta de políticas públicas para el conocimiento de los tipos de vio-
lencia que existen en contra de las mujeres, y más si ya existía el antecedente de la 
sentencia conocida como el “Campo algodonero”; pues, para denunciar la violen-
cia, primero se tiene que identificar que se está viviendo violencia.

Consecuentemente, la —ya mencionada— Ley General de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de violencia (LGAMVLV), menciona la modalidad de violencia fe-
minicida,7 lo cual condujo a Rubí a ser víctima del delito de feminicidio; delito que 
se describe en el Código Penal del Estado de Michoacán en su artículo 120, desglo-
sándolo con las circunstancias que impone la ley de la materia.

5   “Artículo 178. Violencia Familiar
“Comete el delito de violencia familiar quien lleve a cabo conductas que agreda, física, psicológica, patrimonial 
o económicamente, a alguna persona con la que se encuentra unida por vínculo matrimonial, de parentesco, por 
consanguinidad, afinidad, civil, concubinato, relación de pareja o familiar de hecho, o esté sujeta a su custodia, 
protección o cuidado, o tenga el cargo de tutor o curador sobre la persona, o de aquellas personas que no reúnen 
los requisitos para constituir concubinato, siempre que hagan vida en común, dentro o fuera del domicilio fami-
lia. Se considerará como violencia familiar la alienación parental demostrada, respecto de sus hijos o adoptados. 
Se impondré de uno a cinco años de prisión, suspensión de los derechos que tenga respecto de la víctima por el 
término de la pena de prisión impuesta, incluidos los de carácter sucesorio y prohibición de ir a un lugar deter-
minado o residir en él.
El delito de violencia familia se perseguirá por querella, salvo que la víctima sea una persona menor de edad o 
que no tenga la capacidad para comprender el significado del hecho, casos en los cuales se perseguirá de oficio”.

6   “Artículo 178. Agravantes.
Las penas por el delito de violencia familiar aumentarán hasta en una mitad cuando:
I. La victima sea menor de edad, adulto mayor de sesenta años, esté embarazada o tenga hasta tres meses poste-
riores al parto”.

7   “Artículo 21. Violencia feminicida
“Es la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos huma-
nos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar 
impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres”.
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La fracción I del artículo 120 del Código Penal del Estado, menciona: “cuando 
existan con antelación actos que constituya violencia, cualquiera que sea su tipo, 
modalidad, ámbito de ocurrencia, expresión forma o manifestación, conforme a los 
establecido en la  LGAMVLV, del sujeto activo hacia la víctima”; lo cual se eviden-
cia en el documental que Rubí, con antelación al hecho, fue víctima de violencia en 
su modalidad familiar y de otros tipos.

La fracción II del mismo ordenamiento señala que “cuando el sujeto activo realice 
en el cuerpo de la víctima actos de tipo sexual, mutilaciones, actos crueles o degra-
dantes, o cualquier acto que reduzca el cuerpo de la víctima a la condición de cosa, 
previo o posterior a la privación de la vida”, circunstancia que también se conside-
raba como elemento para constituirse el delito de feminicidio, pues el sujeto activo 
—que en este caso fue Sergio— quemó el cuerpo de Rubí, reduciéndolo a condi-
ción de cosa, pues sólo quedaron sus restos óseos.

Menciona la fracción III lo siguiente: cuando la víctima presenta indicios de vio-
lencia física reiterada por parte del sujeto activo. Como se refleja en el documen-
tal, de los testimonios otorgados por un testigo protegido, Sergio le quitó la vida a 
Rubí porque la golpeó, argumentando que la había visto con otro hombre; de igual 
forma se corroboró con el dictamen médico que el cuerpo de Rubí había sufrido 
violencia antes de su muerte.

Establece la fracción IV: cuando existan antecedentes de violencia psicológica o 
abuso sexual del sujeto activo contra la mujer; esto se puede corroborar con la vio-
lencia ejercida durante la relación de hecho, pues, al ser maltratada físicamente, 
provocó daños que se consideran como violencia psicológica.

La fracción V indica: “cuando el cuerpo o restos de la víctima sean abandonados 
en lugar público o en lugar despoblado o solitario, o en un terreno o baldío”; se co-
rrobora porque Marisela Escobedo encontró un resto de columna vertebral en un 
tiradero de desechos, y posteriormente, todas las partes óseas de su cuerpo.

La fracción VI también menciona como otra circunstancia lo siguiente: “cuando 
el sujeto activo exponga frente a terceros el cuerpo o restos de la víctima, personal-
mente o por cualquier medio de comunicación”. Esto encuadra el exponer el cuer-
po de la víctima, al haber abandonado su cuerpo en un terreno de desechos que, 
aunque clandestino, era de fácil acceso.

La fracción VII enuncia: cuando el paradero de la víctima sea desconocido o la 
víctima haya sido incomunicada, previo o posterior a la privación de su vida. Se 
desprende esta acción porque la madre, Marisela Escobedo, antes de denunciar los 
hechos de la desaparición de su hija, el sujeto activo —Sergio— le comentó que se 
había ido con otro hombre, ocultándola y estando desaparecida por un tiempo con-
siderable antes de que se esclarecieran los hechos. En este caso también es impor-
tante referir que, con esta conducta, antes de saber el paradero de Rubí, se estaba 
en presencia del delito de desaparición forzada de personas —pero, en este caso, realiza-
da por particulares— descrita en el artículo 2438 bis del Código Penal del Estado de 

8   “Artículo 243 Bis. Desaparición forzada de personas.
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Michoacán (CPEM), pues al no existir rastros del paradero de Rubí, ya se conside-
raba desaparecida y Sergio al haber ocultado su paradero se encuadra esa conducta 
con lo que refiere este artículo.

Asimismo, la fracción VIII, del CPEM menciona: “cuando existan relaciones asi-
métricas de poder o situaciones de vulnerabilidad, subordinación o discriminación, 
desfavorables para la víctima por el hecho de ser mujer frente al sujeto activo”. En 
el delito de feminicidio realizado a Rubí, esta circunstancia encuadra perfectamen-
te, pues es bien sabido que, el hecho de ser mujer, ya conlleva una desigualdad entre 
géneros, más aun siendo menor de edad; es decir, que contenía dos aspectos de vul-
nerabilidad: la primera, que era mujer, y la segunda, que era menor de edad; para 
lo cual, evidentemente, el sujeto activo, al ser mayor de edad, estaba con ventaja y 
poder por sobre la víctima Rubí.

Por último, la fracción IX, menciona que

[c]uando exista una o varias razones de género, sobre la base del reconocimiento de la 
particular situación de desventaja en la cual históricamente se han encontrado las mu-
jeres y bajo la perspectiva de género que deben aplicar las autoridades al caso concreto 
durante la conducción de investigaciones e integración de carpetas de investigación, 
servicios periciales y procesos judiciales.

En este acontecimiento, las autoridades en ningún momento observaron la perspec-
tiva de género y la desigualdad que existía entre la víctima y el sujeto activo.

En este apartado del análisis del documental, la segunda muerte de Marisela Escobe-
do, identificada como el momento en el que se absuelve a Sergio Barraza Boca-
negra del feminicidio de Rubí, su hija menor. Al respecto, se tornaron diversas 
irregularidades dentro de todo el curso del proceso desde la investigación. Debe 
destacarse que el estado de Chihuahua fue el primero en implementar el sistema 
de justicia penal acusatorio y oral. Aunado a ello, en ese mismo año, se emitió la 
sentencia de “Campo algodonero”, donde se impuso al Estado Mexicano modificar 
de forma importante, la manera de actuar de las autoridades en materia de pers-
pectiva de género.

Al ser de los primeros estados en implementar el sistema de justicia penal acusato-
rio, era óbice que se encontrarían procesos y resoluciones; sobre todo, investigacio-
nes deficientes. Además, como se mencionó en líneas anteriores, dado que el estado 
sostenía un fenómeno social como desapariciones y homicidios de mujeres, siendo 
puesto en libertad Sergio Barraza Bocanegra, la madre Marisela Escobedo impug-
nó la resolución siendo revocada por el tribunal de segunda instancia.

Tomando en cuenta que los juzgadores, a la luz del CPEM, eran servidores públi-
cos; entendiendo que son los integrantes, funcionarios y empleados del Poder Eje-

“Comete el delito de desaparición forzada de personas, el servidor público o el particular que actuando con la 
autorización, apoyo, consentimiento, conocimiento o dirección de aquel u otro servidor público, detenga, arreste, 
aprehenda o prive de la libertad en cualquier otra forma a una persona, o facilite tal privación, seguida de la ne-
gativa de reconocer dicha privación de la libertad o del ocultamiento del paradero de la víctima o impida a esta el 
ejercicio de su derecho de protección legal y de las garantías procesales que otorga la ley”.
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cutivo, Legislativo y Judicial; de los órganos constitucionales autónomos y de los 
gobiernos municipales, incluyendo en éstos últimos y en el Poder Ejecutivo a su ad-
ministración pública centralizada, paraestatal, desconcentrada y de participación 
general y todos aquellos en que cualquier autoridad directa o indirectamente inter-
venga, independientemente de la denominación que se le otorgue.9

La conducta de los tres jueces que emitieron la resolución en la primera instancia 
encuadra en el tipo penal que se encuentra en el artículo 260 del CPEM, en rela-
ción con los delitos cometidos por los servidores públicos, en virtud de las fraccio-
nes VII10 y VIII11 de este precepto, al haber emitido un acto que produjo un daño 
a la víctima —en este caso tanto a Rubí como la madre Marisela Escobedo—, ob-
teniendo como resultado la victimización secundaria,12 al provocar nuevamente un 
daño a la madre y obstaculizar el ejercicio de la justicia, obteniendo la fuga del 
agresor Sergio Barraza. De igual forma, esta sentencia, y los procedimientos desa-
rrollados con deficiencias, retardaron y entorpecieron maliciosamente la adminis-
tración de justicia, siendo evidente la comisión de este delito, de conformidad con 
las fracciones ya mencionadas de este tipo penal.

En este punto de la historia, Marisela Escobedo, antes de ser asesinada por arma de 
fuego, en conjunto con su familia ya había sufrido amenazas por su lucha para ob-
tener justicia del feminicidio de su hija, debido a que Sergio Barraza se había con-
vertido en un comandante de alta categoría en el grupo criminal conocido como 
los zetas, lo cual la hizo cada vez más vulnerable. Es aquí donde se encuadra el deli-
to de amenazas, mismo que se encuentra tipificado en el artículo 18713 del CPEM. 
Posteriormente, la madre de Rubí, al ser asesinada por un arma de fuego, fue víc-
tima del delito de homicidio; pero antes de encuadrar la conducta al tipo penal de 
homicidio, es necesario contestar la siguiente interrogante ¿Por qué el asesinato de 
Marisela Escobedo se debe considerar como delito de feminicidio?

En relación con la pregunta anterior, como se había desarrollado en líneas ante-
riores, el delito de feminicidio establece un número de nueve fracciones, que son 
circunstancias que debe cumplir el modo en que se privó de la vida a una mujer 
para identificarse como tal; por lo que se podría pensar que, el asesinato de Marise-
la Escobedo, no debe considerarse como feminicidio, porque las circunstancias de 
este tipo penal no se encuadran con el modo en que se le privó de la vida, pues esta 
conducta se efectuó de manera inmediata. Sin embargo, más adelante se contestará 
la pregunta realizada.

9   Artículo 238, Código Penal del Estado de Michoacán.
10   “VII. Ejecutar actos o incurrir en omisiones que produzcan un daño o concedan a alguien una ventaja indebidos”.
11   “VIII. Retardar o entorpecer maliciosamente o por negligencia la administración de justicia”.
12   “Artículo 5. Ley General de Víctimas

“Las características y condiciones particulares de la víctima no podrán ser motivo de negarle su calidad. El es-
tado tampoco podrá exigir mecanismos o procedimientos que agraven su condición ni establecer requisitos que 
obstaculicen e impidan el ejercicio de sus derechos ni la expongan a sufrir un nuevo daño por la conducta de los 
servidores públicos”.

13   “Artículo 187. Amenazas
A quien amenace a otro con causarle un mal en su persona, bienes, honor o derechos de alguien con quien esté 
ligado por algún vínculo, se le impondrá de seis meses a dos años de prisión y de doscientos a quinientos días mul-
ta y caución de no ofender”.
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Una vez entendido lo anterior, se analizará el fondo del estudio del delito de ho-
micidio, en este caso calificado, previsto en el artículo 135 del CPEM, existiendo 
circunstancias calificativas previstas en la fracción I inciso b) y fracción III; es decir, 
que al momento de que Marisela Escobedo se encontraba recogiendo sus pancar-
tas, el sujeto que la privó de la vida traía consigo un arma de fuego, encuadrán-
dose la primer fracción para el delito de homicidio calificado; la segunda fracción 
se encuadra al haber sido asesinada con alevosía, siendo sorprendida Marisela de 
manera improvista.

Pero retomando el punto de referencia de si es —o no— un feminicidio, el mismo 
CPEM menciona que todo homicidio calificado será considerado como feminicidio 
cuando la víctima sea mujer, y exista una o varias razones de género sobre la base 
del reconocimiento de la particular situación de desventaja —en la cual histórica-
mente se han encontrado las mujeres—, y bajo la perspectiva de género que deben 
aplicar las autoridades durante la condición de investigaciones e integración de 
carpetas de investigación, servicios periciales y procesos judiciales.

De lo anterior se contesta que, el asesinato de Marisela Escobedo, sí debe conside-
rarse como un delito de feminicidio, pues ya era víctima indirecta del delito de fe-
minicidio de su hija Rubí, y al haber sido amenazada, ya era otra circunstancia que 
la establecía en un lugar alto de vulnerabilidad y riesgo. De igual forma, Marisela 
Escobedo ya se consideraba como una activista defensora de los derechos humanos, 
siendo importante traer a colación lo que menciona la Ley General de Victimas, 
en relación con las obligaciones de las autoridades de ofrecer garantías especiales 
y medidas de protección a grupos expuestos a un mayor riesgo de violación de sus 
derechos, como niñas y niños, jóvenes, mujeres, adultos mayores, personas en situa-
ción de discapacidad, migrantes, miembros de pueblos indígenas, personas defen-
soras de derechos humanos,14 periodistas y personas en situación de desplazamiento 
interno. 

Lo anterior es un aspecto importante para considerar que, el asesinato de Marisela 
Escobedo, también fue un feminicidio, teniendo tres aspectos que la ponían en un 
estado de peligro —y por ende de vulnerabilidad—, siendo el hecho de ser mujer, 
el hecho de ser víctima indirecta del delito de feminicidio cometido en agravio de 
su hija Rubí, y ser activista de los derechos humanos.

Por último, al haber sido quemada la carpintería de la familia de la pareja de Ma-
risela Escobedo, se configura el delito de daño en las cosas, previsto en el artículo 
23115 del CPEM, pues la carpintería fue quemada y al ser un lugar habitado se en-
cuadra en el delito ya mencionado, Asimismo, el delito de homicidio del hermano 
de la pareja de Marisela Escobedo.

14   Artículo 5. Ley General de Victimas.
15   “Artículo 231. Daño en las cosas agravado.

El delito de daño en las cosas se aumentará en una mitad, cuando por incendio inundación o explosión, dolosa-
mente se cause daño a:
I. Una vivienda o lugar habitado”.
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Conclusión

Una vez que se ha desarrollado el presente análisis, se obtiene, en primer lugar, el 
resultado de que la primera muerte de Marisela Escobedo, que sucedió cuando mata-
ron a su hija, fue un acto atroz que violo su derecho a la verdad y a la justicia, pues 
estos dos son importantes para la restauración y protección de su dignidad huma-
na que se protege por medio de las garantías o medios que cuenta el Estado para 
hacer valer un derecho humano que, en este caso, no sólo fue la vida de Rubí, sino 
también el acceso a la justicia y el resarcimiento de los daños causados por la muer-
te, así como por los tratos degradantes a los que fue sujeta Rubí, antes y después de 
su muerte; pero también se considera que, el trato que Marisela Escobedo obtuvo 
por parte de las autoridades —al haber sido negligentes—, fue un acto que violó su 
dignidad humana.

Asimismo, el proceso de Rubí Fraire estaba deficiente desde la investigación, pero 
que, aún y cuando estaba deficiente, no se observó la perspectiva de género, y mu-
cho menos, el principio pro persona, establecido a rango constitucional; más aún 
cuando, la defensa de Sergio ni siquiera había alegado lo que argumentó el órgano 
juzgador para la emisión de una sentencia que entorpeció la justicia; por lo tanto, 
volvió a violar tanto los derechos humanos de Marisela Escobedo, porque el daño 
generado por su muerte y por la forma que en que fue asesinada su hija ya era un 
acto que le provocó daños emocionales, y que en cierta forma la justicia pudo haber 
sido un aspecto importante en su duelo y restauración de sus derechos.

Resulta interesante que, cuando Marisela Escobedo había sostenido una conversa-
ción con el entonces fiscal, no pasó mucho tiempo después para que Marisela fuera 
asesinada, pues se había convertido en una activista de derechos humanos y, al ex-
poner los actos era un riesgo para la élite política, aunado a que la situación en esa 
zona geográfica ya era considerable en relación con el tratamiento de delitos come-
tidos en contra de mujeres y catalogada como deficiente.

De todo lo anterior, se puede inferir que Marisela Escobedo no obtuvo las medidas 
de protección necesarias para cuidar su integridad ni la de su familia, los derechos 
humanos en el actuar de la justicia se garantizan por medio del estado y este último 
a su vez es representado por las instituciones que se integran por personas obligadas 
a proteger, respetar, garantizar y promover los derechos humanos, no sólo conteni-
dos en la Constitución, sino también en los tratados internacionales; pero, al haber 
sido vulnerada y revictimizada un sinfín de ocasiones, las tres muertes de Marisela 
Escobedo fue a causa de la falla en el Estado de proteger su esfera jurídica. Es así 
que, desde la perspectiva de quien escribe estas líneas, las tres muertes de Marisela 
Escobedo fueron un crimen de Estado.
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Introducción y desarrollo

La finalidad de este trabajo es poder determinar la relación existente 
entre las empresas y el medio ambiente circundante a las mismas dentro 
del proceso productivo que llevan adelante, y explorar la Responsabilidad 
Social Empresarial como eje en la búsqueda de soluciones, incorporando un 
enfoque estructurado para que las empresas gestionen sus responsabilidades 
ambientales, promoviendo prácticas sostenibles que van más allá de las 
obligaciones legales.

El cambio climático y la degradación ambiental se han convertido en desafíos globa-
les urgentes. Las empresas privadas, como actores económicos prominentes, tienen 
un papel crucial en la mitigación de estos problemas. En las últimas décadas, la Res-
ponsabilidad Social Empresarial (RSE) ha emergido como un marco clave para abor-
dar los impactos ambientales de las empresas privadas y cómo la integración de esas 
prácticas de RSE en las operaciones puede contribuir significativamente a la sosteni-
bilidad ambiental, presentando casos de éxito y desafíos comunes para las empresas, 
empleando el mayor esfuerzo por minimizar su huella ecológica.

Hecha la primera aproximación de la problemática a tratar, tiene sentido entonces 
poder vincular estas nociones de las empresas en conjunto con el medio ambiente y 
como un factor clave para dicha armonía es poner de manifiesto la solución a la mis-
ma que nos brinda la responsabilidad social empresarial. 

En la sociedad Argentina, tanto histórica como actualmente, el accionar por par-
te del sector empresarial resulta de significativa importancia, dichas empresas em-
pezaron a subrayar la importancia de adoptar prácticas comerciales responsables, 
sostenibles y que no solo responde a una demanda cada vez mayor por parte de los 
consumidores y la sociedad en general, sino que también se ha convertido en un im-
perativo económico y de gran reputación para las empresas como carta de buenas 
prácticas frente al medio ambiente. 

Es evidente, que la preocupación por el medioambiente y la discusión acerca de la 
necesidad de mejorar las condiciones relacionadas con esta temática, ha ido en cons-
tante expansión y crecimiento, principalmente a lo largo de las últimas décadas, pero 
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no significa esto que se trate de un fenómeno actual, sino que se ha ido construyen-
do a lo largo de los años.

Es importante destacar que se ha procesado un cambio sustancial en nuestra forma 
de contemplar el entorno en el que se desarrollan nuestras actividades y nuestra 
relación con el mismo. Hoy, conceptos como «contaminación», «reciclaje», «trata-
miento selectivo de residuos» etc. ya son partes de nuestro léxico común y cuyo en-
tendimiento ha transformado incluso nuestros hábitos de consumo.

Esto permitirá entender la forma en que se pasó de un paradigma enfocado sim-
plemente desde la obtención de ganancias, a un modelo en donde el concepto de 
sustentabilidad ocupa un lugar central en los nuevos modelos de producción, pero 
siempre teniendo presente que las empresas privadas contribuyen significativamen-
te al deterioro ambiental a través de la explotación de recursos naturales, la gene-
ración de residuos y la emisión de contaminantes. Sin embargo, también tienen el 
potencial de liderar el cambio hacia un desarrollo más sostenible mediante la inno-
vación y la implementación de tecnologías limpias. Es en este nuevo concepto de 
empresas moderna donde la RSE se refiere a la integración voluntaria de las pre-
ocupaciones sociales, ambientales y económicas en las operaciones que se llevan 
adelante y en la interacción con sus partes interesadas. En el contexto ambiental, 
esto implica la adopción de prácticas que reduzcan el impacto ecológico, como la 
gestión eficiente de recursos, la reducción de emisiones de gases de efecto inverna-
dero, y la promoción de la biodiversidad.

El tratamiento a desarrollar para mitigar los desajustes en nuestro medio ambiente 
se puede enmarcar en grandes áreas a tener en cuenta:

1) Eficiencia Energética y Uso de Energías Renovables, aquí las empresas pueden reducir 
su huella de carbono adoptando tecnologías energéticamente eficientes y utilizando 
fuentes de energía renovable.

2)Gestión de Residuos, con esta implementación de políticas de reducción, reutilización 
y reciclaje de residuos puede disminuir significativamente el impacto ambiental.

3) Diseño de Productos Sostenible, esto quiere decir la creación de productos más dura-
deros, reciclables o biodegradables que ayudar a minimizar el impacto ambiental.

4) Conservación de Recursos Naturales, en ésta área las empresas pueden contribuir a la 
conservación de la biodiversidad y los ecosistemas mediante prácticas responsables 
en la gestión de recursos naturales. 

Es importante traer a colación una mínima enumeración de las empresas que hoy 
son socialmente responsables y que asumen esta idea del cuidado de nuestro medio 
ambiente.

Google: Empresa profundamente preocupada por el cuidado del medio ambiente, 
posicionada como la empresa líder en el mercado de la tecnología desde hace varios 
años, se presentan como neutrales en carbono desde una década y media, más pre-
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cisamente desde el año 2007. La empresa ha ampliado sus inversiones significativa-
mente para reducir la huella de carbono y alcanzar cambios realmente concretos 
en este sentido, guiando ello a la construcción de una nueva cadena de producción.

Lego: Empresa de juguetes más representativas y famosas a nivel mundial. A lo largo 
de estos años, la empresa ha logrado una fuerte inversión en las energías alterna-
tivas y se encuentra trabajando en un proceso que busca obtener energía que sea 
100% renovable. 

Apple: El compromiso de la empresa no es sólo propio e interno, sino que tienen en 
cuenta a la Responsabilidad Social Empresarial como un fenómeno que es parte del 
trabajo de todos, por lo cual asume profundos compromisos con aquellas empresas 
que funcionan como proveedoras de esta y que mantengan un vínculo de asociati-
vo, dado que de esta manera será posible crear una amplia red de empresas social-
mente responsables, lo cual se refleja en un mejor cuidado del medio ambiente, los 
trabajadores y la sociedad en general.

SC Johnson and Johnson: El funcionamiento de la empresa se basa en un determinado 
número de elementos fundantes que se ocupan de respetar y hacer respetar a los 
que trabajan dentro de la misma. La empresa se ha comprometido con mejorar las 
prácticas productivas para no generar un impacto negativo en el medioambiente. 
En tal sentido, la empresa posee diferentes tipos de programas para lograr la con-
servación de los recursos de índole natural, fijando la mirada en el bienestar de las 
futuras generaciones.

BBVA: La política en términos de medio ambiente a nivel global por parte del 
BBVA refleja una fuerte convicción para comprometerse con el medioambiente y 
se refleja en los esfuerzos realizados para contribuir a lograr una sociedad más sos-
tenible.  La empresa, en su esfuerzo por mitigar el Cambio Climático, se une cada 
año al Día Mundial de la Energía que se lleva a cabo cada 14 de febrero, con el 
objetivo de concientizar acerca de la importancia que tiene el consumo responsa-
ble fomentando fuentes de energía más limpias (solar, biomasa, eólica etcÉTERA), 
y  buscando detener el uso de las energías basadas en combustibles fósiles como el 
carbón o el petróleo. Particularmente, respecto a la mencionada sostenibilidad am-
biental, BBVA trabaja sobre la base de un plan global “ecoeficiente”, dado que se 
considera un actor de suma relevancia en el ámbito que se desempeña y sobre todo 
respecto a las comunidades donde tiene sus sedes.

Cuadro comparativo de las empresas enumeradas en donde se observa 
la disminución de Tn de CO2 incorporadas a nuestro medio ambiente

Año Google (Tn. de 
CO2)

LEGO (Toe. 
de CO2)

Apple (Tn. de 
CO2)

Johnson & 
Johnson (Tn. 

de CO2)

BBVA 
(Tn. de 
CO2)

2015 2500 300 5300 4000 800
2016 2300 280 5200 3800 750
2017 2000 250 5000 3600 700
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2018 1800 230 4800 3400 650
2019 1600 200 4600 3200 600
2020 1400 180 4400 3000 550
2021 1200 160 4200 2800 500
2022 1000 140 4000 2600 450

Gráfico 1
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A modo de conclusión

Del análisis pormenorizado del presente trabajo, se puede comprobar la impor-
tancia que ha adquirido el concepto de “responsabilidad social empresarial” y al 
mismo tiempo la forma en que el surgimiento de esta noción, produjo un profun-
do cambio de paradigma al respecto de las formas de producción y en la toma de 
decisiones por parte de las empresas. Es evidente que se debe lograr una especie 
de equilibrio entre las dos grandes corrientes que se han manejado a lo largo del 
presente documento, es decir la idea de obtener resultados económicos favorables 
como único objetivo de la empresa, y la preocupación por las cuestiones sociales 
como forma de política empresarial. Se pudo apreciar claramente que las empre-
sas tienen clara consciencia de que son capaces de brindar una contribución firme 
para fomentar el desarrollo sostenible, principalmente orientando sus operaciones 
con la finalidad de lograr que se favorezca el crecimiento económico y al mismo 
tiempo poder adquirir diferentes beneficios, al tiempo que garantizan la protección 
del medio ambiente y fomentan la responsabilidad social. Determinar y alcanzar 
un determinado grado de implantación de la responsabilidad social empresarial va 
a depender estricta y directamente de los niveles de divulgación y reconocimiento 
público otorgados a este tipo de prácticas. 

Este trabajo es sólo una semilla en un largo camino sobre el cual se continuará 
construyendo a futuro, no sólo observando y analizando estos espacios de revisión 
bibliográfica sino con nuevos enfoques, pues que la temática lejos está de encon-
trarse agotada, sino que requiere una continuidad y seguimiento, ya que la Res-
ponsabilidad Social Empresarial no deja de evolucionar y por ende lejos está de ser 
dejadas de lado como forma de constitución de las empresas; por ello resulta vital 
una continuidad para brindar las mejores respuestas a una temática tan actual e 
importante.
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Para ti, Blanquita.

Actualmente, uno de los problemas considerados como de salud pública en 
nuestro país es el referente al crecimiento desmedido —e incontrolado— 
de animales1 en situación de calle, como perros y gatos. Nos preguntamos 
cómo actúan las distintas autoridades respecto a dicho tema. Sin embargo, 
la actuación de las autoridades está limitado a lo que establecen los distintos 
ordenamientos jurídicos que existen en la materia, es decir, sólo pueden 
atender a lo que la normativa jurídica les señala; no pueden actuar más allá 
de la misma, con base en lo que conocemos como principio de legalidad.2 
Lo criticable son las medidas tomadas por las distintas autoridades, 
generalmente en el ámbito municipal; no se cuenta con algún programa 
eficaz que contrarreste el problema y lo erradique desde su génesis. En 
otras palabras, la única solución viable consiste en el establecimiento de 
las denominadas perreras3 —cuya denominación correcta es: Centro de 
Control Animal— con la única finalidad de recoger a animales en situación 
de calle, para posteriormente asesinarlos.4 Lo que resalta aquí es la forma 
de actuar, poniendo como excusa —y como generalmente lo señalan algunos 
ordenamientos jurídicos— que, a dichos animales, se les aplica la eutanasia 
digna o humanitaria —es irrelevante el eufemismo que se utilice—, cuando 
el objetivo es la eliminación del animal.

En este sentido, surge el eco de todos aquellos que están en contra de estos estableci-
mientos de muerte, por la forma de combatir5 el problema; forma cuya génesis es la barba-
rie personificada en el hombre. La pregunta fundamental que nos debemos hacer es 
la siguiente: ¿Es licito eliminar a un ser vivo para resolver un problema? La respuesta 
puede tomar distintos matices, e incluso, distintas soluciones. Lo que se cuestiona es 
el actuar de la autoridad; específicamente, la razón, sin justificación jurídica, de aca-

1   Aclaro, diferenciando entre animales humanos y no humanos. Además, de manera enunciativa, no limitativa.
2   Guastini, Riccardo, Estudios de teoría constitucional, 4a. ed., México, Fontamara, 2013, p. 111.
3   Para las autoridades, e incluso peor, para la sociedad, se considera como la panacea del problema.
4   Sacrificio, eutanasia, muerte, etcétera. Lo importante aquí es una finalidad: la privación de la vida del animal. A lo 

largo del estudio se utilizará como sinónimo.
5   Combatir, ya que no es la única medida que existe. No obstante, esto no elimina el problema, ya que existen otros 

factores que hacen que incremente desmedidamente.

¿Eutanasia o asesinato de 
animales en situación de calle?

J o s é  A n t o n i o  S á n c h e z  R e s é n d i z
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bar con la vida de los animales. Y más importante aún, el destino de dichos anima-
les, que sólo son tratados como objetos.

Es necesario resaltar que el comportamiento de las autoridades está regulado en 
nuestro país;6 esto es, se delimita la esfera donde pueden conducirse para privar de la 
vida a los animales. Lo que pueden hacer está limitado por la norma jurídica.

Siguiendo este razonamiento, se puede pensar que las autoridades en nuestro país 
actúan conforme a lo establecido en las leyes. No obstante, la realidad es otra. Por 
ello, es importante entender que, si bien se establece en las normas jurídicas el pro-
ceder de la autoridad para llevar a cabo el asesinato o eutanasia, sólo puede hacerlo 
cuando ocurran los supuestos previstos en las mismas leyes. Es importante que, más 
allá de lo que señalen las leyes en este tema, se debe estudiar desde un punto básico 
y fundamental; es decir, desde la filosofía.

Este es el caso de Tom Regan, quien estudia, desde el punto de vista filosófico, cuá-
les son los supuestos en que alguien —en este caso la autoridad— está facultado 
para realizar la eutanasia a cualquier animal. Conforme al punto de vista del autor, 
se deben cumplir al menos con tres requisitos o condiciones:

1. El individuo debe matarse con los medios menos dolorosos disponibles.

2. El que lo mata debe creer que la muerte del que mata está en el interés de este 
último.

3. Aquel que mata debe estar motivado para terminar con la vida del que es mata-
do por los intereses, bien o bienestar de este último.7

Dichas condiciones deberían tomarse como requisito sine qua non para proceder con 
la eutanasia y aplicarla a algún animal. Asimismo, esto nos abre un panorama para 
diferenciar entre el asesinato —si no se actúa conforme a las tres condiciones— y eu-
tanasia —si se actúa conforme a las tres condiciones—.

Por otra parte, desde el punto de vista jurídico,8 es importante analizar lo señalado 
en la Ley Federal de Sanidad Animal, que establece el sacrificio de animales como 
una medida zoosanitaria; de conformidad con el artículo 16, que a la letra dice:

Artículo 16.- Las medidas zoosanitarias se determinarán en disposiciones de sanidad 
animal las cuales podrán comprender los requisitos, especificaciones, criterios o proce-
dimientos para:
[…]
XII. Sacrificar animales enfermos o expuestos al agente causal de alguna enfermedad;

6   La Ley Federal de Sanidad Animal, normas oficiales mexicanas, e incluso, leyes de bienestar animal de las entida-
des federativas y leyes orgánicas municipales, mismas que señalan su ámbito de actuación.

7   Regan, Tom, En defensa de los derechos de los animales, trad. de Ana Tamarit, México, Fondo de Cultura Económi-
ca-Universidad Nacional Autónoma de México, 2016, p. 140.

8   Es importante precisar que las entidades federativas también cuentan con regulación para cada tipo de casos de 
esta índole; por lo que, además de atender a dicha normativa federal, se debe atender a la local.
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En este punto, es preciso señalar que la referida ley establece los supuestos en los 
que se actualizan las causales para el sacrificio —no llamada eutanasia, pero se en-
tiende el fin—, las cuales son: por sufrimiento de algún accidente, enfermedad, 
incapacidad física o trastornos seniles, conforme al artículo 23, el cual advierte lo 
siguiente:

Artículo 23. El sacrificio humanitario de cualquier animal no destinado al consumo hu-
mano, sólo estará justificado si su bienestar está comprometido por el sufrimiento que le 
cause un accidente, enfermedad, incapacidad física o trastornos seniles, de ser posible 
previo dictamen de un médico veterinario, con excepción de aquellas especies animales 
que por cualquier causa, la Secretaría o las Secretarías de Salud o Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, determinen como una amenaza para la salud animal o humana o 
para el medio ambiente.

Lo anterior resulta importante, ya que amplía los supuestos de actuación de la auto-
ridad. Y añade una pauta que, más bien, actúa como contrapeso en alguna situación 
de ésta índole, al añadir la posibilidad de un dictamen previo de un médico veterina-
rio. No obstante, aquí hay una contradicción, ya que las autoridades, lejos de reali-
zar dicho dictamen, proceden a asesinar a los animales,9 por lo que hace irrelevante 
su existencia. Siguiendo el mismo razonamiento, surge otra contradicción, y aún 
más evidente: proceder al sacrificio de animales si representan una amenaza, tanto 
para la salud del animal, como de la humana y del medio ambiente. Se manifiesta 
un cuestionamiento: ¿Cómo tener certeza de que algún animal representa alguna 
amenaza para la salud? Si el medio que se utiliza para saberlo es el dictamen pre-
vio, que debería realizarse al animal antes de sacrificarlo; pero dicho dictamen se rea-
lizará si es posible (donde cabe la posibilidad de no hacerlo). Lo ilógico resalta, ya 
que debería ser un requisito sine qua non la realización de dicho dictamen, dado que 
sin él no se debería proceder al sacrifico de animales, porque no existiría certeza de 
que alguno se encuentre en los supuestos señalados anteriormente.
Aunado a lo anterior, como punto de orientación debería tomarse en cuenta lo se-
ñalado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito:10

[…] todo acto que implica la muerte de un “ser vivo” no puede escapar de la máxima 
protección del Estado, máxime cuando no existe duda científica ni se encuentra plena-
mente probada y normativamente justificada su aplicación en nombre del interés social 
o para salvaguardar el medio ambiente […]

De lo anterior se colige lo siguiente:

1. Existen solamente dos supuestos en los cuales las autoridades pueden proceder 
para sacrificar a un animal:

a) Cuando estén enfermos o expuestos al agente causal de alguna enfermedad.

9   Desde el punto de vista de cualquier autoridad, representa un factor económico realizar dictámenes a todos los 
animales que van a ser asesinados.

10   Respecto al siguiente criterio: “Orden de privación de la vida a un animal por representar un riesgo para la 
salud pública. Elementos que deben considerarse en el juicio de amparo en el que se reclama esa medida de 
la autoridad administrativa por violación al derecho humano a la propiedad”.
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b) Si su bienestar está comprometido por el sufrimiento que le cause un accidente, 
enfermedad, incapacidad física o trastornos seniles.

2. Se debe11 realizar un dictamen previo de un médico veterinario.

Por lo anterior, sólo bajo estos supuestos establecidos por la ley, las autoridades tie-
nen una facultad de actuación, y sólo a estos se deben limitar. Todo lo que no está 
expresamente permitido está prohibido.12 En consecuencia, la actuación de cual-
quier autoridad está prohibida si no se concurre en los supuestos mencionados 
anteriormente.
En nuestro contexto, sin embargo, la realidad es otra. Las autoridades ven como 
la única solución el asesinato de los animales en situación de calle; y, al menos to-
mando como ejemplo, en el Estado de México, la ley orgánica municipal, existen 
directrices para estos casos; considerando los supuestos para aplicar la eutanasia a 
animales, como recoger a los animales que no se encuentran en supuestos de euta-
nasia, y colocarlos en asociaciones dedicadas a rescatar animales; esto con la finali-
dad de no aplicarles la muerte sin estar en los supuestos permitidos.
Finalmente, se debe resaltar la importancia en lo concerniente a que el derecho es di-
námico, y es por ello que todos los servidores públicos del país —resaltando a aque-
llos que tienen contacto directo con estos casos— deban ser capacitados en temas 
referentes al maltrato, bienestar, y en general, en derecho animal, para que, en 
dado caso, conozcan cuál debe ser su actuación en circunstancias específicas.
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Y e n n y  A n d r e a  C e l e m í n  C a i c e d o 1

Recientemente, en los medios de comunicación a nivel mundial, así como 
en las redes sociales, hizo resonancia una discusión que se dio al interior 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). Esta discusión se 
protagonizó por parte de dos ministras del pleno y surgió a causa de una 
divergencia acerca de los métodos de interpretación que se pueden usar 
para determinar el cálculo de la mayoría que permita la operatividad del 
alto tribunal.

Lo anterior, debido a la supresión de algunas plazas al interior del tribunal constitu-
cional, ordenada por la reforma constitucional que reformó el Poder Judicial en Mé-
xico; pero sin que se expresara con certeza, en dicha reforma, la regla de la mayoría 
con la que la SCJN iba a operar durante la transición; es decir, desde el momento de 
promulgación de la reforma constitucional, en el mes de septiembre de 2024, hasta 
agosto de 2025, fecha en la que se implementará la reducción de la conformación del 
tribunal supremo, de once miembros a nueve integrantes.

En esta sesión, las ministras sostuvieron una discusión en torno a los límites a la li-
bertad de expresión —y más específicamente, al uso de calificativos que pudieran 
considerarse como ofensivos por parte de una de las ministras— respecto de otros 
ministros que, según su punto de vista, sostuvieron interpretaciones divergentes fren-
te a la falta de reglas de transición en la reforma, lo que fue calificado como absurdo 
por una de las ministras, y que fue de reproche por parte de la otra ministra que pre-
sidía la sesión.

Esta última conminó a que se evitara el uso de calificativos que pudieran ser consi-
derados como irrespetuosos por los otros integrantes del pleno, lo que suscitó una 
discusión sobre la libertad de expresión en la deliberación y toma de decisiones en 
el alto tribunal. A pesar de la importancia del asunto que generó la discusión de las 
ministras, los matices amarillistas y burlescos de la discusión fueron suficientes para 
opacar la trascendencia del problema interpretativo de fondo que ocasionó la mediá-
tica discusión entre las ministras Norma Piña y Lenia Batres.2

1   Profesora Asociada, Facultad de Derecho, Universidad de los Andes. Doctora en Derecho de la Universidad de 
los Andes. Correo electrónico: ya.celemin24@uniandes.edu.co. ORCID: https://orcid.org/0000-0002-3308-0129.

2   Rangel, Anel, Tensa discusión entre Norma Piña y Lenia Batres en SCJN, 10 de octubre de 2024. https://quinto-poder.mx/
politicos/2024/10/10/norma-pina-vs-lenia-batres-divididas-por-la-reforma-judicial-43541.html

Cómo configurar la mayoría 
cuando cambia la composición de los cuerpos 

deliberativos: los problemas de la relación 
entre el derecho y la política

mailto:ya.celemin24@uniandes.edu.co
https://orcid.org/0000-0002-3308-0129
https://quinto-poder.mx/politicos/2024/10/10/norma-pina-vs-lenia-batres-divididas-por-la-reforma-judicial-43541.html
https://quinto-poder.mx/politicos/2024/10/10/norma-pina-vs-lenia-batres-divididas-por-la-reforma-judicial-43541.html


2

Este problema interpretativo es de capital importancia y puede resumirse en la 
idea de cómo determinar la regla de la mayoría, cuando se ha reducido la confor-
mación de un cuerpo deliberativo. Se trata de un problema crucial, pues las dife-
rentes interpretaciones pueden, o bien facilitar el cambio del estatus quo, y por ende 
la transformación de una determinada situación social a otra, o por el contrario, 
obstaculizarlo.

Es por ello que, cuando existen altas dosis de polarización política —fenómeno del 
cual las cortes tampoco escapan—, es posible que surjan divergencias interpretati-
vas en torno a la determinación de la regla de la mayoría para la toma de decisión 
en los cuerpos colegiados. En este orden de ideas, lo que ocurrió en el pleno de la 
SCJN de México no es un caso aislado, pues en Colombia tuvimos un capítulo de 
naturaleza similar. Esta situación se dio en el polarizado asunto del proceso de paz.

En el caso colombiano, el debate se dio por la manera en la que se interpretó la 
regla de la mayoría para decidir si se aprobaba —o se archivaba— una determina-
da enmienda constitucional relacionada con la conformación del Congreso, para 
garantizar las curules a las víctimas del conflicto, en lo que se conoce como las Cu-
rules Especiales Transitorias de Paz (CETP). En este caso, existieron divergencias 
interpretativas sobre la manera de interpretar la regla de la mayoría que exige una 
mayoría absoluta de los miembros de la corporación para la segunda vuelta del 
trámite de las enmiendas constitucionales, según lo determina el artículo 375 de la 
Constitución Política de Colombia (CP).

Específicamente, el debate del trámite de esta enmienda constitucional giró en tor-
no a si, a partir de las modificaciones que había tenido la Constitución por la apli-
cación de la sanción de la silla vacía, se modificaba el número de integrantes del 
Congreso por la imposición de esta sanción —y, por ende, la regla de la mayoría— 
o por el contrario, no se modificaba la regla de la mayoría.

Este problema emerge tardíamente en el derecho colombiano y está directamen-
te conectado con la aprobación del Acto Legislativo 01 de 2009, que determinó 
la sanción de la silla vacía como una fórmula para acarrear responsabilidades a los 
miembros del Congreso y a los partidos políticos, por la existencia de nexos inapro-
piados entre la política y la ilegalidad. Este Acto Legislativo prohibió la posibilidad 
de que se efectuara el llamamiento para suplir las faltas absolutas y temporales de 
los congresistas, tal y como se permitía en el diseño originalmente consagrado en 
la Constitución de 1991.

La imposibilidad jurídica de suplir las vacancias absolutas en determinados casos, 
ordenada por la modificación del artículo 134 de la CP a partir del año 2009, ten-
dría como efecto colateral el surgimiento de dudas interpretativas en torno a la de-
terminación clara del número de integrantes del Congreso y sus comisiones, que 
son requeridos para aprobar las normas jurídicas por parte de este órgano del Es-
tado, sea en ejercicio de su papel como constituyente derivado, o también, en ejer-
cicio de la función legislativa.

Uno de los casos donde este problema emergió en el trámite de reformas constitu-
cionales es en la discusión del proyecto de Acto Legislativo 05 de 2017, en el Sena-
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do, y 017 de 2017, en la Cámara, que pretendía la modificación de la Constitución 
para incluir las CETP y ampliar en 16 personas la Cámara de Representantes.

La existencia de desacuerdos entre los miembros del Congreso que estaban a fa-
vor y en contra de aprobar la reforma sobre la nueva configuración del Congreso, 
implicó que el desacuerdo se exacerbara en el último debate de la discusión sobre 
la reforma que se dio en el Senado de la República. La determinación de la mesa 
directiva del Senado de dar por in-aprobado el trámite del proyecto —por no ob-
tener la mayoría requerida de 52 votos— conllevó a archivar el proyecto de acto 
legislativo.

A pesar de que, durante el trámite del proyecto de la enmienda constitucional, no 
se discutió la interpretación de la regla de mayorías, tiempo después, un miembro 
del Congreso a favor de la iniciativa solicitó, a la mesa directiva, que se diera por 
aprobado el proyecto de acto legislativo, al considerar que se incumplieron las re-
glas sobre determinación de mayorías en aplicación de la medida de la silla vacía.

De acuerdo con esta postura interpretativa, la aplicación de la figura de la silla vacía 
modificaba el número de integrantes del Congreso, y correlativamente, la mayoría 
necesaria para tramitar las enmiendas constitucionales. Para el caso concreto del 
trámite del proyecto de acto legislativo sobre CETP, “existían cuatro curules no re-
emplazables [que] se encontraban suspendidos por razones judiciales”.

Por esta razón, el quorum decisorio se debía reajustar con base en el número total 
de miembros del Senado, ya no de ciento dos (102), sino de noventa y ocho (98) 
miembros habilitados para votar; es decir, pasó de cincuenta y dos (52) a cincuenta 
(50) miembros mínimos requeridos”.3 Cincuenta (50) votos era el número que había 
obtenido la discusión cuando se adelantó en el Congreso. Este argumento sirvió de 
base para elevar, ante la mesa directiva, una apelación de la decisión.

En vista de la negativa de la mesa directiva de aceptar la apelación extemporá-
nea del congresista, se interpusieron varias acciones de amparo con el propósito 
de que, la Corte Constitucional, resolviera el conflicto interpretativo que se suscitó 
en relación con el trámite de este proyecto de Acto Legislativo. De acuerdo con los 
demandantes, la determinación de la mayoría requerida para aprobar la reforma 
constitucional desconocía lo establecido en la norma contenida en el artículo 134 
(numeral 3), en relación con los efectos de la silla vacía para la determinación del 
quorum.

Para los demandantes, la determinación del quorum no puede desligarse de la con-
formación de la mayoría y de la interpretación de la mesa directiva de no tomar en 
consideración la imposición de la silla vacía para establecer esta mayoría; afectaba 
los derechos fundamentales de las víctimas a obtener representación en el congreso, 
en virtud de lo acordado en el proceso de paz. Esta postura interpretativa estaría en 
contradicción con lo sostenido por la mesa directiva. 

3   Sentencia SU-150 de 2021, Corte Constitucional de Colombia, 21 de mayo de 2021. https://www.cortecons-
titucional.gov.co/relatoria/2021/SU150-21.htm#:~:text=Sentencia%20SU150%2F21&text=El%20juez%20
no%20debe%20limitarse,consecuentes%20con%20el%20amparo%20pretendido

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU150-21.htm#:~:text=Sentencia%20SU150%2F21&text=El%20juez%20no%20debe%20limitarse,consecuentes%20con%20el%20amparo%20pretendido
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU150-21.htm#:~:text=Sentencia%20SU150%2F21&text=El%20juez%20no%20debe%20limitarse,consecuentes%20con%20el%20amparo%20pretendido
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/SU150-21.htm#:~:text=Sentencia%20SU150%2F21&text=El%20juez%20no%20debe%20limitarse,consecuentes%20con%20el%20amparo%20pretendido
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En efecto, la mesa directiva del Senado interpretó esta norma bajo el entendido de 
que, la suspensión de algunos miembros del Congreso como consecuencia de la im-
posición de órdenes de captura por la comisión de los delitos enlistados en el artícu-
lo 134 de la CP, no tenía el efecto de modificar el número de votos requeridos para 
aprobar un proyecto de Acto Legislativo, de acuerdo con la Constitución de 1991.

En la interpretación de la mesa directiva del Senado de la República, que se con-
signó en la solución a la apelación extemporánea del congresista, y que se sostuvo 
en los procesos de amparo ante la Corte Constitucional, el artículo 134 de la CP 
establece que, para efectos de conformar el quorum, se tiene como número de miem-
bros la totalidad de los integrantes de la corporación, con excepción de aquellas 
curules que no pueden ser reemplazadas. Sin embargo, para la mesa directiva del 
Congreso, estos criterios para la determinación del quorum no pueden extenderse a 
la determinación de las mayorías requeridas para la aprobación de los proyectos de 
ley y/o de enmienda constitucional por dos razones:

En primer lugar, porque no es posible asimilar los conceptos de quorum y de mayo-
rías, en la medida que existen diferencias importantes entre cada uno de ellos; por-
que el concepto de quorum tiene un sentido operativo, cuya finalidad es la de prefijar 
las condiciones para iniciar la etapa deliberativa del procedimiento parlamentario; 
en cambio, el concepto de mayorías es un concepto sustantivo, en el que se culmina 
la etapa decisoria del procedimiento. Es esta etapa la que refleja la voluntad legis-
lativa, en el sentido de aprobar —o negar— una determinada iniciativa legislativa.

En segundo lugar, para el Congreso, donde la Constitución no hace distinción, en la 
medida en la que el artículo 134 en ningún caso estableció que, la imposición de 
la silla vacía modificaba la regla de mayoría, el intérprete no podía llegar a efectuar 
esta modificación por vía de interpretación; mucho menos, sin tener claridad sobre 
las consecuencias que, estas distinciones, conllevan para el orden constitucional y 
para el sistema democrático.

De acuerdo con el Congreso, la modificación del artículo 134 de la CP, no podía 
incidir en la determinación del número necesario de miembros del Congreso, para 
la aprobación de una enmienda de la Constitución. En esta interpretación literal 
del artículo 134, la figura de la silla vacía modifica el quorum deliberatorio, con el que 
se inicia la discusión y el quorum decisorio, con el que se debería dar apertura a la 
votación; pero no modifica la mayoría que se requiere para aprobar/no aprobar lo 
decidido por el Congreso, cuando este órgano discute una enmienda constitucio-
nal, porque, de forma expresa, el artículo 134 no lo indicó y porque la inalterabili-
dad de la regla de mayoría protege la rigidez de la Constitución.

Por su parte, la Corte Constitucional razonó de manera diferente en torno a la ma-
nera de interpretar los efectos de la silla vacía para la determinación de la mayoría. 
Frente al debate interpretativo de si la resolución de la mesa directiva del Senado 
—que daba por no aprobado el informe de conciliación entre los textos aprobados 
por el Senado y la Cámara de Representantes, bajo el argumento de que la mayoría 
absoluta la constituían 52 votos a favor, y no los 50 que efectivamente se obtuvie-
ron— era correcta o no, la Corte concluyó que era incorrecta por la siguiente razón:
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La Constitución impone que para la aprobación de Proyectos de Actos Legislativos se 
necesita de una mayoría absoluta, figura que se define por la Ley como aquella “de-
cisión que es adoptada por la mayoría de los votos de los integrantes” y que la Corte 
Constitucional ha entendido no como aquella que toma “la mitad, más uno” de los 
miembros de la Corporación, sino como la de “la mayoría de los votos de los integran-
tes” (sentencia SU 150 de 2021).4

Así las cosas, para la Corte Constitucional, si en la época de los hechos el Senado 
estaba integrado por 102 senadores, y si se suspendieron 4 senadores de su investi-
dura antes del 30 de noviembre de 2017, lo que llevó a la sanción de no ser suscep-
tibles de reemplazarlos por la figura de la silla vacía, se reconfiguraba el Senado por 
la cual el quorum y las mayorías se debían calcular sobre 98 senadores. Entonces, y 
siguiendo la regla establecida frente a la mayoría absoluta, para aprobar el texto 
en conciliación se necesitaba de un número igual —o superior— a 50 votos afir-
mativos, pues esa sería la mayoría absoluta, al no haber posibilidad de que los 49 
votos restantes fueran mayores a los 50. En consecuencia, se advierte por la Corte 
Constitucional que el informe de conciliación sí se había aprobado, al alcanzar los 
50 votos de la mayoría absoluta, y se descartan las razones de oposición formuladas 
por la mesa directiva del Congreso para justificar que la enmienda constitucional 
no obtuvo la mayoría, y archivarla en consecuencia.

La Corte expresó que, a pesar de que la Constitución no modificó expresamente lo 
relacionado con el cálculo de la mayoría en la regla contenida en el artículo 134, 
la interpretación que debía efectuarse implicaba la correlación de los términos de 
quorum y mayoría, debido a que

[l]a constatación de la mayoría requerida para efectos de aprobar una proposición o una 
iniciativa legislativa, no puede realizarse de forma abstracta y descontextualizada de 
la verificación del quorum decisorio, pues el carácter reglado del procedimiento legisla-
tivo impone un esquema de cumplimiento de orden consecuencial, en el que sobre la 
base de la acreditación de esta última figura, es que cabe habilitar el acto de votación 
y verificar si la decisión se acompañó con el número de votos mínimos que cada acto 
congresual exige. En cuanto a los valores sustanciales que subyacen en la verificación 
de las reglas sobre el quorum y la mayoría, cabe destacar que, de manera prioritaria, su 
impacto se advierte en la preservación del principio mayoritario y en la protección de 
las minorías. En efecto, la exigencia de un número mínimo de congresistas para delibe-
rar y tomar una decisión, y la necesidad de que esta última se construya a partir de un 
porcentaje determinado de votos, conduce a que, por una parte, el resultado de la labor 
legislativa refleje una voluntad consolidada (principio mayoritario); y por la otra, a que –en 
ciertas ocasiones– para poder llegar a ese resultado, se deba contar indispensablemente 
con el apoyo de las fuerzas que tienen un menor respaldo en el Congreso, sin las cuales 
difícilmente se obtendría la aprobación de una iniciativa, como ocurre, por ejemplo, 
cuando se exige una mayoría absoluta o especial (lo que se traduce en la salvaguarda de las 
minorías, del pluralismo y de la diversidad). En primer lugar, el principio de unidad constitu-
cional excluye que el inciso 3° del artículo 134 de la Carta, se restrinja a un sentido li-
mitado únicamente a la conformación del quórum. En efecto, los artículos 145 y 146 del 
Texto Superior, previamente explicados, para efectos de regular el proceso de confor-
mación de la voluntad democrática, referente a la determinación del número mínimo 
de congresistas que se requiere para deliberar y tomar una decisión, apelan a un esque-

4   Idem.
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ma de orden consecuencial, en el que sobre la base de la acreditación tanto del quórum 
deliberatorio como decisorio, se habilita continuar con el acto de votación y, por ende, 
se permite verificar si una decisión obtuvo el número de votos mínimos requeridos para 
efectos de su lograr aprobación.5

Esta subregla de decisión le sirvió de fundamento a la Corte Constitucional para 
ordenar que se diera como aprobada la enmienda constitucional, por haber obte-
nido la mayoría requerida en la Constitución, a partir de la interpretación que se 
hizo de la correlación de los términos de quorum y mayorías por parte de la Corte.

Existen buenas razones para evaluar la corrección de las diversas posturas jurídi-
cas que se adoptaron en Colombia, para resolver los problemas interpretativos que 
suscita la reducción de los cuerpos deliberativos, y su relación con la regla de la 
mayoría; y también sobre los asuntos que surgen en torno a otros problemas consti-
tucionales que se enmarcan en este escenario acerca de quién debe tener la última 
palabra para definir las normas del cambio constitucional.

Por razones de extensión no podemos profundizar en este ejercicio evaluativo. Lo 
que sí resulta pertinente en esta oportunidad es poner en evidencia cómo las dis-
cusiones acerca de la manera de interpretar la regla de la mayoría se vuelven de 
crucial relevancia en sociedades altamente polarizadas, en las que los acuerdos son 
precarios e inestables, y en los que cada voto cuenta para tomar una decisión o para 
determinar su rechazo.

El paralelo entre lo que ocurrió en Colombia —en el contexto del proceso de paz— 
y lo que está ocurriendo en México —con la aprobación de la reforma al poder 
judicial y su revisión por parte del poder judicial mexicano— abre un camino de 
comparación interesante. En este camino, se debe prestar especial atención a los 
incentivos que la división entre las facciones ofrece para propiciar rupturas o rein-
terpretaciones del concepto de mayoría. La manera como se expresa la fórmula de 
la igualdad política, en la que una persona tiene un voto como manifestación de la 
regla de la mayoría, puede ser decisiva para comprender la regularidad de los pro-
cesos de enmienda constitucional y en su exigencia estricta.

Lo determinado por las reglas constitucionales puede servir de barrera de conten-
ción a los arrebatos del poder, que siempre tienen la tendencia a extralimitarse, si 
no es escrutado adecuadamente. En las disputas interpretativas acerca de lo que 
implica la expresión la mitad más uno de los votos o, por el contrario, la mitad más 
uno de los integrantes, puede estar la clave para permitir o ralentizar el cambio 
constitucional en sociedades altamente polarizadas y divididas.

5   Idem.
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El 13 de octubre, se conmemoró el 59 aniversario luctuoso del último 
Presidente militar que ha tenido México. En el sexenio del general poblano 
(1940-1946), hubo profundas transformaciones económicas y políticas en 
nuestro país que, en parte, fueron consecuencia del desarrollo de la Segunda 
Guerra Mundial. También hubo innovaciones en el ámbito jurídico y la 
creación de organismos públicos que subsisten hasta nuestros días. 

Orígenes y ascenso a la Presidencia de México

Manuel Ávila Camacho nació en Teziutlán, Puebla, el 24 de abril de 1896. Participó 
en la Revolución Mexicana, donde tuvo como jefe al general Lázaro Cárdenas, en 
cuya gestión presidencial nombró secretario de Guerra y Marina al militar poblano. 
Ávila Camacho fue postulado candidato a la Presidencia de la República por el Par-
tido de la Revolución Mexicana (PRM), a través de sus sectores populares: la Confe-
deración Nacional Campesina (CNC) y la Confederación de Trabajadores de México 
(CTM). En esta última, ya comenzaba a destacar Fidel Velázquez —era secretario 
de Organización—, quien posteriormente dirigiría esa central obrera durante varias 
décadas, y sería uno de los bastiones de los gobiernos emanados del partido oficial.

En las elecciones presidenciales, se presentó como candidato opositor el general Juan 
Andrew Almazán, quien tenía un amplio respaldo de los electores. Finalmente, se 
declaró que, el ganador de la contienda, era Ávila Camacho. El 7 de julio de 1940, 
día de los comicios, hubo enfrentamientos violentos en varios estados, entre los sim-
patizantes de Andrew Almazán y los del candidato oficial; en Ciudad de México se 
reportaron 30 muertos y 158 heridos. El 8 de julio se publicó en los periódicos que 
Fidel Velázquez, además de incitar al voto en favor de Ávila Camacho, también lla-
mó a tomar casillas.

Los cambios jurídicos en el sexenio

En este sexenio, se inició la industrialización de nuestro país, restando preeminencia 
al sector agrario, que tanto había fortalecido la administración del presidente Láza-
ro Cárdenas. El modelo de desarrollo económico, instrumentado en México desde 
1941, fue consecuencia directa de los cambios que generó la Segunda Guerra Mun-
dial en todo el planeta, porque nuestra nación produjo bienes necesarios en las ac-
tividades bélicas. Por ello, en mayo de 1941, se expidió la Ley de la Industria de la 
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Transformación, y en diciembre del mismo año, se promulgó la Ley de Cámaras de 
Comercio e Industria, que originó la creación de la Cámara Nacional de la Indus-
tria de la Transformación (CANACINTRA). México ingresó, en mayo de 1942, a 
la Segunda Guerra Mundial como parte de los Aliados, por lo cual recibió benefi-
cios de los Estados Unidos de Norteamérica. 

Se efectuaron reformas constitucionales encaminadas a definir las actividades eco-
nómicas, consideradas de competencia federal para efectos laborales (reforma al 
artículo 123, de noviembre de 1942). Con la modificación al artículo 115, se amplió 
el periodo de gobierno de los titulares de los poderes ejecutivos locales de 4 a 6 años 
(decreto publicado el 8 de enero de 1943). Se constituyó la Fuerza Aérea Mexicana, 
dejando de ser una simple arma dentro del Ejército, mediante la reforma a los artí-
culos 32, 73, 76 y 89 (decreto publicado el 10 de febrero de 1944). Este era un reco-
nocimiento a la participación del “Escuadrón 201” en la Segunda Guerra Mundial.

En el ámbito de la administración pública federal, sobresale la transformación del 
departamento de Marina, en secretaría de Estado (diciembre de 1940). Se creó el 
Estado Mayor Presidencial, para que el jefe del Ejecutivo Federal contara con un 
grupo del ejército que lo protegiera. Acorde con el auge que tenía en ese momen-
to la actividad fílmica en México, en 1942 se fundó el Banco Nacional Cinemato-
gráfico. En 1943, se decretó la creación del Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS) y la fundación del Colegio Nacional (el 13 de mayo se publicó el decreto de 
creación); éste tuvo como miembros fundadores a José Vasconcelos, Mariano Azue-
la, Diego Rivera y Antonio Caso, entre otros. En 1945, se publicó la Ley Orgánica 
de la Universidad Nacional Autónoma de México, institución que es un organismo 
descentralizado del gobierno federal.

Entre las áreas que tuvieron un amplio impulso en este periodo, se hallan las rela-
cionadas con el entretenimiento; es decir, la radio y la cinematografía. Un ejemplo 
de ello fue la expedición del Reglamento de las Estaciones Radiofónicas Comer-
ciales, Culturales, de Experimentación Científica y de Aficionados, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 20 de mayo de 1942, en el cual se estableció que las 
estaciones comerciales requerían el otorgamiento de concesiones para operar; éstas 
se podrían otorgar por un periodo de 50 años. Los otros tipos de estaciones sola-
mente necesitaban la obtención de permisos para hacer transmisiones.

El Reglamento de Supervisión Cinematográfica se promulgó en los momentos de 
esplendor de las actividades fílmicas de México; eran los años de la llamada época 
de oro del cine mexicano. Fue una etapa de gran producción de películas, que ocupaba 
a una considerable cantidad de trabajadores que intervenían tanto en la produc-
ción como en las actividades de post producción. Pero las películas también eran 
un medio de difusión de posiciones políticas; eran divulgadoras de ideologías que 
convenía ser controladas por los gobiernos. Debido a ello, el nuevo Reglamento 
estableció cuidadosamente un sistema de supervisión a cargo de la Secretaría de 
Gobernación, la cual otorgaba las autorizaciones para exhibición comercial de los 
filmes, mismas que debían ser respetadas por las autoridades de los estados. El Re-
glamento mencionaba que las películas solamente recibirían las autorizaciones, si 
sus contenidos se apegaban a las disposiciones del artículo 6o. constitucional.
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Conclusión

La administración del presidente Manuel Ávila Camacho sentó las bases para que 
los futuros gobiernos pudieran ejercer el poder con mayor tranquilidad, porque, 
en el sexenio 1940-1946, se logró corporativizar a los sectores obrero, campesino y 
empresarial, sujetándolos al poder presidencial, y con ello, lograr condiciones que 
permitieran instrumentar la industrialización del país. También se crearon refor-
mas jurídicas para organizar y modernizar a las fuerzas armadas y lograr el apoyo 
del gobierno norteamericano, al declarar a México parte de los Aliados durante la 
Segunda Guerra Mundial. El sector de los intelectuales también obtuvo un recono-
cimiento gubernamental, con la creación del Colegio Nacional. Se regularon con 
mayor precisión las actividades del entretenimiento —radio y cinematografía— 
que, en los siguientes sexenios, serían industrias generadoras de enormes ingresos y 
elementos coadyuvantes en la divulgación de la ideología gubernamental. Con todo 
eso, se preparó el tránsito —más o menos pacífico— para que el poder presidencial 
dejara de estar en manos de militares y fuera ejercido por civiles.
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“...la lucha es como un círculo: se puede empezar 
en cualquier punto, pero nunca termina...”

Subcomandante Marcos

Introducción

El pasado 30 de septiembre se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
del artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM). Se trata de la tercera reforma constitucional en materia de 
pueblos y comunidades indígenas, después de las implementadas en 1994 
y 2001, a las que debemos añadir la de 2019, concerniente a los pueblos 
afromexicanos. Una de las incorporaciones más relevantes de la reciente 
reforma es la del reconocimiento constitucional de la categoría de 
jurisdicción indígena como derecho específico de las comunidades indígenas 
en materia de impartición de justicia. Este reconocimiento sucede gracias 
a la adición de un segundo párrafo a la fracción II, apartado A, del artículo 
2o. constitucional. El texto añadido establece lo siguiente: “La jurisdicción 
indígena se ejercerá por las autoridades comunitarias de acuerdo con los 
sistemas normativos de los pueblos y comunidades indígenas, dentro del 
marco del orden jurídico vigente, en los términos de esta Constitución y 
leyes aplicables”. 

El objetivo del presente ensayo es hacer una valoración crítica de esta reforma a la 
luz de una perspectiva histórica, analítica y comparada. Se parte de la tesis de que el 
reconocimiento y ejercicio de la jurisdicción indígena en México ha sido un proceso 
histórico marcado por avances y retrocesos. Como veremos, desde los Acuerdos de 
San Andrés hasta las recientes modificaciones constitucionales, los pueblos indígenas 
han luchado de manera persistente por el reconocimiento de sus sistemas normati-
vos y la autonomía para resolver sus conflictos internos. Esta lucha se ha dado en el 
marco de un reconocimiento constitucional que en su mayor parte ha resultado insu-
ficiente, quedando como tarea pendiente un reconocimiento de la jurisdicción indí-
gena que englobe una reforma integral al sistema de justicia en México. 

1   Universidad Nacional Autónoma de México. Correo electrónico: iran.vazquez@gmail.com 
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La jurisdicción indígena en el derecho internacional de los 
derechos humanos y el derecho comparado de América Latina

El concepto de jurisdicción indígena hace referencia a la facultad de los pueblos y 
comunidades indígenas para aplicar sus propios sistemas jurídicos —conformados 
por normas, instituciones y procedimientos propios— en la regulación y solución 
de conflictos internos (Cepiadet, 2014, p. 20). Este derecho, reconocido internacio-
nalmente por instrumentos como el Convenio 169 de la OIT (1989) y la Declara-
ción de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2006), se 
basa en el principio de autonomía indígena y en el reconocimiento del pluralismo 
jurídico en un mismo espacio. Y si bien estos instrumentos reconocen el derecho a 
“reprimir delitos” y “determinar responsabilidades” hacia el interior de las comu-
nidades indígenas, es la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas (2016) la que explícitamente utiliza el término jurisdicción indígena como 
categoría jurídica, impulsando de este modo el sentido de una justicia autónoma y 
propia de los pueblos indígenas del continente.

No obstante lo anterior, podemos decir que el concepto de jurisdicción indígena ha 
experimentado un notable desarrollo en el derecho comparado latinoamericano, 
especialmente en Colombia, Ecuador y Bolivia. En estos países, la jurisdicción in-
dígena ha sido elevada a categoría constitucional a través reformas integrales que 
inciden tanto en su dimensión sustantiva como orgánica y procedimental, trans-
formando con ello la relación entre los Estados y los pueblos indígenas en materia 
de justicia (Figueroa, 2015). Colombia fue pionera en reconocer dicha jurisdicción 
en su Constitución de 1991 y en su posterior práctica jurisprudencial, seguida por 
Ecuador y Bolivia en sus respectivas constituciones del siglo XXI. 

Estos avances normativos, enmarcados en lo que se ha denominado “nuevo cons-
titucionalismo latinoamericano” (Yrigoyen, 2011; Gargarella, 2013; Santos, 2010), 
han reconfigurado la facultad de impartir justicia, tradicionalmente monopolizada 
por el Estado a través del poder judicial. El principio de igualdad jerárquica entre 
la jurisdicción ordinaria y la indígena, como se establece en el artículo 179 de la 
Constitución Boliviana, constituye un ejemplo claro de esta importante transforma-
ción a nivel en América Latina (Figueroa, 2015, p. 35).

Sin duda, la experiencia latinoamericana en el reconocimiento y desarrollo de la 
jurisdicción indígena se ha convertido en un referente a nivel regional e internacio-
nal; muestra de ello, son algunos criterios de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y de nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se apoyan de 
aquella experiencia. El nuevo constitucionalismo latinoamericano ha demostrado 
que es posible avanzar hacia reformas integrales que impulsen modelos de justi-
cia más completos, donde los sistemas jurídicos indígenas coexistan con el sistema 
estatal. Sin embargo, como ha señalado Boaventura de Sousa Santos (2010, p. 85 
y sigs.), la implementación de estos cambios de paradigma ha enfrentado desafíos 
complejos que se deben resolver. A pesar de ello, los países antes mencionados han 
sentado las bases para la construcción de un constitucionalismo pluralista más acor-
de con nuestra realidad latinoamericana, no sólo en el ámbito de los derechos hu-
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manos en general, sino también en el reconocimiento específico de los derechos de 
autonomía de pueblos y comunidades indígenas (Figueroa, 2015).

La jurisdicción indígena y los Acuerdos de San Andrés

En México, el tema de la jurisdicción indígena como principio fundamental del sis-
tema jurídico mexicano tiene su antecedente más remoto en los años 30, cuando el 
indigenismo comunista comenzó a cuestionar la política del gobierno revoluciona-
rio, demandando mayor autonomía (Sánchez, 1999). Sin embargo, el proyecto na-
cionalista integracionista, que buscaba asimilar a los pueblos indígenas a la cultura 
dominante, prevaleció durante décadas, gracias a gobiernos como los de Miguel 
Alemán Valdés, Adolfo Ruiz Cortines y Adolfo López Mateos (Sánchez, 1999).

No fue sino hasta la década de 1990 cuando el reclamo por el reconocimiento de 
la justicia indígena volvió a cobrar protagonismo en la historia política de nuestro 
país. En 1994, el EZLN se levantó en armas e irrumpió con fuerza en el panorama 
político mexicano (Inclán, 2021). Los hechos son conocidos por varios de nosotros: 
las armas se deponen poco tiempo después y gracias a ello se inicia un proceso de 
diálogo que, para lo que nos interesa, culmina con los llamados Acuerdos de San 
Andrés —Sacamch’em de los Pobres— en 1996. 

Es importante destacar que estos acuerdos son de suma importancia para nuestro 
tema, ya que representan los primeros documentos oficiales sobre derechos indíge-
nas en México, impulsados por un movimiento indígena desde abajo y no elaborados 
desde la comodidad de un escritorio gubernamental (Torre, 2006). De hecho, como 
menciona Francisco López Bárcena, los Acuerdos de San Andrés fueron conside-
rados por el movimiento tanto por las organizaciones como por las comunidades 
indígenas como su propia Constitución Política (López Bárcena, 2016).

En el marco de su aprobación, el gobierno federal, bajo la administración presi-
dencial de Ernesto Zedillo Ponce de León, se comprometía a elaborar una refor-
ma constitucional que redefiniera las bases del pacto federal, tomando en cuenta 
los derechos colectivos de los pueblos y las comunidades indígenas. Uno de los 
compromisos asumidos fue —precisamente— el reconocimiento de la jurisdicción 
indígena, como garantía de acceso pleno a la justicia. En el punto III.2 de las “Pro-
puestas conjuntas” que presentaron tanto el gobierno federal como el EZLN, se 
menciona lo siguiente:

El estado debe garantizar el acceso pleno de los pueblos a la jurisdicción del Estado 
mexicano, con reconocimiento y respeto a sus propios sistemas normativos internos, 
garantizando el pleno respeto de los derechos humanos. Promoverá que el Derecho Po-
sitivo Mexicano reconozca las autoridades, normas y procedimientos de resolución de 
conflictos internos, entendiéndose por esto los conflictos de convivencia interna de los 
pueblos y comunidades, para aplicar justicia sobre la base de sus sistemas normativos 
internos y, que mediante procedimientos simples, sus juicios y decisiones sean convali-
dados por las autoridades jurisdiccionales del Estado. 
El reconocimiento de espacios jurisdiccionales a las autoridades designadas en el seno 
de las comunidades, pueblos indígenas y municipios, a partir de una redistribución de 
competencias del fuero estatal, para que dichas autoridades estén en aptitud de dirimir 
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las controversias internas de convivencia, cuyo conocimiento y resolución impliquen 
una mejor procuración e impartición de justicia (Gobierno del Estado de Chiapas, 
2003, pp. 57 y 58).

No cabe duda de que los Acuerdos de San Andrés incorporaban un paradigma ra-
dical en el sistema jurídico mexicano, al reconocer la existencia y legitimidad de los 
sistemas jurídicos indígenas. Esta propuesta, que con toda razón desafiaba el mo-
delo monocultural dominante, abría la puerta a un pluralismo jurídico que históri-
camente había sido negado. Sin embargo, como sabemos, la divergencia entre los 
acuerdos pactados y la propuesta de reforma constitucional, presentada por el go-
bierno federal al año siguiente, generó una profunda crisis en el proceso de diálogo 
que condujo a la ruptura de las negociaciones por parte del EZLN (Torre, 2006, p. 
548). Habría que esperar un par de años más para que se diera un primer paso en 
el reconocimiento constitucional de la jurisdicción indígena. 

La reforma constitucional de 2001

La llegada del PAN al poder en 2000, encabezada por Vicente Fox Quesada, pro-
metía una nueva era en las relaciones entre el Estado mexicano y los pueblos in-
dígenas. La célebre frase de Fox sobre “solucionar el problema de Chiapas en 15 
minutos” reflejaba una visión optimista, pero poco realista, de la complejidad de 
esta problemática (Hernández, Paz y Sierra, 2004). Es así que, a principios de di-
ciembre de aquel año, el nuevo presidente de la República somete al poder cons-
tituyente permanente una iniciativa de reforma derivada de los Acuerdos de San 
Andrés, misma que es aprobada en agosto de 2001, con algunas modificaciones.

Esta reforma constitucional tenía como objetivo ampliar el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos y comunidades indígenas en México. Para ello, se modifi-
caron diversas disposiciones de la Constitución, incluyendo el artículo 2o.; el 4o, 
derogando el primer párrafo sobre la composición pluricultural; el 18, adicionando 
un párrafo sobre la purgación de penas cerca de la comunidad; el 27, reforzando 
la protección de tierras indígenas, y el artículo 115, promoviendo la coordinación 
entre comunidades indígenas y otras comunidades y municipios.

No obstante lo anterior, aunque esta reforma significó un avance en el reconoci-
miento de los derechos de pueblos y comunidades indígenas, no logró cumplir con 
las expectativas generadas. A pesar de las modificaciones introducidas, como ha se-
ñalado Francisco López Bárcenas (2010, p. 79), la reforma constitucional de 2001 
no resolvió de manera integral las demandas de los pueblos indígenas, dejando te-
mas pendientes en materia de autonomía, justicia indígena y reconocimiento de sus 
derechos territoriales. 

En lo relativo al tema que nos interesa, el derecho de pueblos y comunidades indí-
genas a hacer uso de sus propios mecanismos de justicia quedó contemplado en el 
artículo 2o., apartado A, fracción II. La redacción de esta porción normativa, hasta 
hace poco vigente, era la siguiente:

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 
indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:
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[…]
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflic-
tos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las 
garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e in-
tegridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por 
los jueces o tribunales correspondientes.

En primer lugar, y como se observa, la reforma constitucional 2001 incorporó mo-
dificaciones significativas al reconocimiento de la jurisdicción indígena que se había 
establecido en los Acuerdos de San Andrés. En particular, el artículo constitucional 
reformado condicionaba el ejercicio de los sistemas normativos indígenas al respe-
to de “las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la 
dignidad e integridad de las mujeres”, lo cual representó una restricción mayor en 
comparación con las “Propuestas conjuntas” de los Acuerdos, que solo exigían el 
“pleno respeto de los derechos humanos”. El cambio, sobre todo, refleja una visión 
más restrictiva de la autonomía indígena, subordinando prima facie los derechos co-
lectivos a los individuales de manera más explícita, alineándose más con un modelo 
multiculturalista de base liberal que con el enfoque del pluralismo jurídico.2

Por otro lado, la reforma de 2001, al establecer que la ley determinaría los “casos y 
procedimientos de validación” de las decisiones de las autoridades indígenas, intro-
dujo un elemento de discrecionalidad que debilitó el reconocimiento constitucional 
de la jurisdicción indígena. En la práctica, esta delegación legislativa generó una 
laguna normativa que dificultó la implementación efectiva de los sistemas normati-
vos indígenas, y dejó a los pueblos indígenas en una situación de incertidumbre ju-
rídica.3 Sobre este tema volveremos más adelante, cuando hagamos una valoración 
crítica de la reciente reforma de 2024, a la luz del desarrollo de un nuevo modelo 
de relación entre la justicia indígena y la justicia estatal.

En tercer lugar, y más relevante aún para nuestro tema, la reforma constitucio-
nal de 2001 omitió un aspecto fundamental de los Acuerdos de San Andrés: el re-
conocimiento de “espacios jurisdiccionales” para las autoridades indígenas. Los 
Acuerdos proponían una redistribución de competencias del Estado a favor de las 
comunidades indígenas, con el fin de garantizar la efectiva aplicación de sus siste-
mas normativos. Esto quiere decir que, además de reconocer formalmente la justi-
cia indígena, se requería una reforma orgánica complementaria. La razón de esto 
se debe a que de nada sirve reconocer la facultad de impartir justicia a pueblos y 
comunidades indígenas si el Estado no reestructura la distribución de competen-
cias para dejar de privilegiar su propio sistema judicial. En este sentido, la reforma 
constitucional de 2001 perpetuaba una visión monocultural de justicia, limitando 
con ello el alcance real de la jurisdicción indígena.

En conclusión, se puede decir que la reforma constitucional de 2001, si bien re-
presentó un avance en el reconocimiento formal de los derechos de los pueblos 

2   Recuérdese que el modelo multiculturalista de base liberal se basa en reconocer el ejercicio de derechos colectivos 
—derechos de protección externa— bajo la condición de no violar los derechos individuales clásicos de la tradi-
ción liberal. Al respecto, véase Kimlicka (2017) y Morales (2020). 

3   A excepción de algunos Estados, como Oaxaca, por ejemplo, donde se creó una Sala Indígena facultada para con-
validar las resoluciones de la jurisdicción indígena. Sobre la naturaleza jurídica de esta Sala, véase Cordero (2021).
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indígenas, quedó marcada por una serie de limitaciones que obstaculizaron su ple-
na implementación. La subordinación de los sistemas normativos indígenas a los 
estándares estatales, la discrecionalidad otorgada al legislador para establecer los 
mecanismos de validación y la omisión de una redistribución de competencias ju-
diciales, evidenciaron una visión estatal que, a pesar de los cambios discursivos, si-
guió privilegiando un modelo monocultural de justicia. Este escenario generó una 
situación de incertidumbre jurídica y limitó la autonomía de los pueblos indígenas 
para ejercer su derecho de impartir justicia propia, perpetuando así las asimetrías 
de poder y las desigualdades históricas.

La reforma constitucional de 2024

El 15 de febrero de 2021, el entonces presidente de México, Andrés Manuel López 
Obrador, presentó ante el Constituyente Permanente un paquete de 21 reformas, 
entre las que se incluía un cambio al régimen constitucional respecto de los dere-
chos de pueblos y comunidades indígenas. La historia de este proyecto es compleja, 
pero puede resumirse como se detalla a continuación. En 2019 el Instituto Nacional 
de los Pueblos Indígenas (INPI) inició un proceso de consulta nacional, a través de 
53 mesas de foros regionales, 3 mesas de trabajo en 27 entidades federativas, y un 
foro con personas migrantes en los Estados Unidos. El resultado de esta consulta 
nacional fue una sistematización a través de 16 ejes temáticos, entre los que se in-
cluían, para lo que nos interesa, el número 7, relativo a la jurisdicción indígena y su 
relación con la jurisdicción del Estado, tema sobre el que volveremos más adelante. 
Así pues, y posterior a esta sistematización, comenzaron los trabajos para elaborar 
una propuesta de iniciativa de reforma constitucional, a cargo de un comité técnico 
de expertos en colaboración con diferentes colectivos, organizaciones y comunida-
des indígenas.

La propuesta original implicaba la modificación, adición o derogación parcial los 
siguientes 15 artículos de la Constitución: 1o., 2o., 21, 26, 27, 35, 41, 50, 73, 89, 
94, 99, 102, 115 y 116. Como se puede observar, el proyecto inicial tenía la preten-
sión de ser una reforma integral que incluyera, no sólo del artículo 2o., sino a otras 
disposiciones de disposiciones constitucionales, esto con la finalidad de ampliar o 
fortalecer el reconocimiento de los derechos de pueblos y comunidades indígenas 
en todo el sistema político y normativo mexicano, retomando con ello el espíritu de 
los Acuerdos de San Andrés, cuyo cumplimiento se viene postergando, como se ha 
visto, desde hace más de dos décadas. 

Sin embargo, la iniciativa presentada en 2021 distaba mucho de aquel proyecto 
inicial. Resultó ser más restringido, ya que sólo contemplaba la modificación al ar-
tículo 2o. constitucional. Muchas organizaciones y colectivos indígenas señalaron 
que no habían sido tomados en cuenta en este proceso de modificación. El proyecto 
permaneció en sede legislativa durante un par de años hasta que, finalmente, fue 
aprobado por el constituyente permanente en el mes de septiembre de 2024.

Antes de hacer un análisis de la reforma al artículo 2o. de la Constitución en lo que 
toca a la jurisdicción indígena, tal y como quedó redactado, conviene señalar que, 
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el eje número 7 de la sistematización, elaborada durante el proceso de consulta na-
cional, contemplaba los siguientes aspectos, según lo informado por el INPI (2021):

Sistemas normativos indígenas, coordinación con el sistema jurídicos mexicano y acce-
so efectivo a la jurisdicción del Estado

•	 Se consolida el derecho a aplicar y desarrollar sus sistemas normativos para la regu-
lación de sus formas de gobierno, organización, propiedad, impartición de justicia y 
solución de conflictos, entre otros. Asimismo, se desarrollan principios para el ejer-
cicio de la jurisdicción indígena, las reglas de coordinación con el sistema jurídico 
mexicano y medios de impugnación en el marco del pluralismo jurídico. 

•	 Se garantiza acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Que sean tomadas en 
cuenta no sólo sus especificidades culturales sino también sus sistemas normativos. 
Ser asistidos por intérpretes, traductores, defensores y peritos, con conocimiento 
sobre derechos indígenas, perspectiva de género y diversidad cultural y lingüística. 

•	 El derecho a procedimientos idóneos, justos, equitativos y accesibles. 
•	 La obligación de todas las autoridades en especial del Ministerio Público, las poli-

cías y el Poder Judicial tanto de la Federación como en la Entidades Federativas de 
actuar y funcionar conforme a los principios de pluriculturalidad, interculturalidad 
y pluralismo jurídico (Art. 21, 94 y 116, fracción IX, párrafo primero). 

•	 El Poder Judicial de la Federación y el de las Entidades Federativas, deberán estable-
cer mecanismos de coordinación con la jurisdicción indígena para el respeto y ejer-
cicio de la jurisdicción indígena (Art. 94 párrafo séptimo y 116, fracción III, párrafo 
primero). (Art. 2o., apartado A, fracción II, párrafo primero, segundo, apartado A, 
fracción II y XI).

 
Para los efectos de este ensayo, sólo nos interesa rescatar los puntos 1o., 4o. y 5o. 
del texto anterior. Como se puede apreciar, en estos puntos específicos había una 
intención general de modificar a todo el sistema de justicia en México, desde el for-
talecimiento del derecho de pueblos y comunidades indígenas de impartir su propia 
justicia, hasta la reconfiguración de las instancias estatales de procuración y admi-
nistración de justicia. En definitiva, no sólo se trataba de una reforma a favor del 
reconocimiento de la jurisdicción indígena, sino que, derivada de ella, proyectaba 
el alcance de una reforma a todo el sistema de justicia en México desde un enfoque 
pluralista e intercultural. Esto, desde luego, estaba en sintonía con el ideario de los 
Acuerdos de San Andrés que, como vimos, buscaba una reforma integral en esta 
materia.

No obstante, como lo hemos narrado antes, el resultado final del proyecto presenta-
do ante el constituyente permanente abarcó un espectro menor de autonomía. Esto 
puede apreciar a través de una simple lectura del artículo 2o., apartado A, fracción 
II, vigente:

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comu-
nidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para:
[…] 
II. Aplicar y desarrollar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución 
de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, 
respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la 
dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de 
validación por los jueces o tribunales correspondientes.
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La jurisdicción indígena se ejercerá por las autoridades comunitarias de acuerdo con 
los sistemas normativos de los pueblos y comunidades indígenas, dentro del marco del 
orden jurídico vigente, en los términos de esta Constitución y leyes aplicables.

En primera instancia, notamos que la actual redacción del primer párrafo de la 
fracción II es similar a la anterior reforma de 2001, por lo que reproduce las mis-
mas limitaciones que ya hemos señalado en el apartado anterior. No obstante, me 
parece que podemos profundizar un poco más en nuestro análisis, tomando en 
cuenta los avances teóricos y prácticos que se han desarrollado sobre la materia 
en los últimos veinte años. En este sentido, lo primero que salta a la vista es el he-
cho de que se haya conservado el concepto de “garantías individuales”, como una 
condición de respeto en el ejercicio de la justicia indígena. Esto es así, ya que, con 
la reforma constitucional de 2011 en materia de derechos humanos, este concepto 
quedó un tanto superado por el de derechos humanos (Carbonell y Salazar, 2011).

En el mismo sentido, destaca el hecho de que la misma redacción prosigue bajo la 
visión multiculturalista que hemos señalado páginas más arriba, supeditando prima 
facie el derecho colectivo de justicia indígena al respeto preponderante de los de-
rechos clásicos de la tradición liberal. Cabe aclarar que, con esto, no quiero dar a 
entender una noción de jurisdicción indígena ilimitada, sino más bien que la con-
dicionante referida de algún modo debilita el enfoque de pluralismo jurídico que 
quiso introducir la reforma, el cual presupone la coexistencia de diversos sistemas 
jurídicos en un mismo espacio en igualdad de jerarquía (Garzón, 2014). Quizá en 
el 2001 este enfoque era más aceptado, pero hoy ya no puede decirse lo mismo, 
sobre todo si tomamos en cuenta el desarrollo del pluralismo jurídico indígena, el 
constitucionalismo latinoamericano que hemos mencionado antes y los estudios so-
bre la interculturalidad, que en muchos sentidos constituyen una respuesta a aquel 
multiculturalismo impulsado desde los años 70 por la academia anglosajona (Dietz, 
2016; Walsh, 2016; Wolkmer, 2017). En este sentido, una solución más acorde con 
un enfoque pluralista e intercultural hubiera sido introducir una cláusula que orde-
nara la armonización entre la maximización de la justicia indígena autónoma y el 
respeto de los derechos humanos, sin supeditar prima facie la primera a los segundos.

Lo anterior desde luego se relaciona con lo contenido en la parte final del mismo 
párrafo, el cual refiere que la “ley establecerá los casos y procedimientos de vali-
dación por los jueces o tribunales correspondientes”. Aunque esta idea también se 
hallaba presente en las “propuestas conjuntas” de los Acuerdos de San Andrés, lo 
cierto es que, en los últimos años, tanto en la teoría como en la práctica jurispru-
dencial, se ha venido desarrollando un modelo distinto de interacción entre la ju-
risdicción indígena y la jurisdicción del Estado, no tanto de convalidación como de 
coordinación, cooperación y colaboración.

La importancia de adoptar uno u otro modelo radica en el tipo de relación entre 
ambas justicias: la convalidación supone una estrategia de subordinación, en tanto 
que el ejercicio de la jurisdicción indígena ha de someterse a revisión o validación 
por parte de una institución del Estado (Escalante, 2004; Sierra, 2005). La relación 
de coordinación, cooperación y colaboración, en cambio, se inscribe en un modelo 
que fomenta la horizontalidad entre las dos justicias, lo que resulta más acorde con 
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el enfoque del pluralismo jurídico y la perspectiva intercultural (Rueda, 2008; Roa, 
2014; Díaz y Antúnez, 2016).

Un ejemplo de este segundo modelo de relación entre justicias es el que reconoce 
la Constitución de Colombia en su artículo 246, que cito a continuación para que 
el lector realice su propio ejercicio de comparación: 

Artículo 246. Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones juris-
diccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y 
procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la Repú-
blica. La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema judicial 
nacional. (énfasis añadido)

Cabe destacar que este modelo de coordinación, cooperación y colaboración entre 
justicias constituía una de las propuestas más relevantes de la sistematización deri-
vada de la consulta nacional, pues recordemos que, los puntos primero y quinto del 
eje 7, hacían referencia a principios y mecanismos de coordinación que debían ser 
promovidos y respetados por las autoridades del sistema de justicia estatal (véase 
más arriba). El hecho de que esta propuesta no superara el cernidor del constitu-
yente permanente representó un debilitamiento a la propia reforma, pues como he-
mos dicho antes, de nada sirve el reconocimiento de la justicia indígena si no viene 
acompañado por la reconfiguración profunda en el funcionamiento del sistema de 
justicia nacional.

Con lo dicho, me parece, la fuerza jurídica de la citada adición se debilita significa-
tivamente. En este sentido, la más reciente reforma al artículo 2o. constitucional en 
materia de jurisdicción indígena, si bien representa un avance en el reconocimiento 
de los derechos de los pueblos y comunidades indígenas, adolece de una visión más 
integral y transformadora del sistema de justicia mexicano. La persistencia de un 
enfoque subordinante de la justicia indígena respecto a la estatal, similar a la refor-
ma de 2001, así como la ausencia de mecanismos claros de coordinación y coope-
ración entre ambas, limita el potencial de esta reforma para generar un verdadero 
pluralismo jurídico. Así, la reforma constitucional parece más un reconocimiento 
formal a un derecho preexistente que una transformación profunda del orden jurí-
dico mexicano. Habrá que esperar, una vez más, la labor de las futuras legislaturas 
y de las propias comunidades indígenas el impulsar una agenda que permita supe-
rar las limitaciones de esta reforma y construir un sistema de justicia más pluralista 
e intercultural.

Balance: la otra reforma judicial

Existe cierto simbolismo en el hecho de que la reforma en materia indígena y la 
llamada reforma judicial hayan sido aprobadas en paralelo. La primera implicó una 
modificación a la parte dogmática de la Constitución, en tanto que la segunda im-
pactó en la parte orgánica. Se trata de dos reformas que tienen la misma filiación, 
pero ambas siguieron caminos diferentes, como los hermanos que fueron separados 
al momento de nacer. Sin duda, su aprobación simultánea representó una oportu-
nidad única para transformar radicalmente nuestro sistema de justicia, adoptando 
un enfoque pluralista e intercultural, más acorde con la experiencia del constitucio-
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nalismo latinoamericano de países como Colombia, Ecuador o Bolivia que hemos 
analizado antes.

Ciertamente podemos decir que la reforma indígena de 2024, comprendida en to-
das sus aristas y a pesar de sus limitaciones, representa un paso importante en el 
largo camino hacia el reconocimiento de los derechos de pueblos y comunidades 
indígenas. Sin embargo, la deuda histórica con estos pueblos sigue siendo significa-
tiva. Dicha reforma no apostó por un proyecto de mayor alcance que transversalizara 
la justicia indígena en toda la estructura global de la Constitución, tanto en su parte 
dogmática como orgánica, de tal modo que se operara una reconfiguración de todo 
el sistema de justicia, abandonando de una vez por todas el diseño monocultural 
que todavía persiste en nuestro país. Este era el objetivo del proyecto original de la 
consulta nacional de 2019, que en muchos sentidos recuperaba el reclamo de justi-
cia de los Acuerdos de San Andrés. En resumen, la falta de una reforma integral a 
favor de una mayor autonomía de la justicia indígena refleja una oportunidad per-
dida para transformar radicalmente nuestro sistema de justicia en México y cons-
truir un Estado verdaderamente plurinacional. A esta falta es lo que yo llamo como 
la “otra reforma judicial”, una tarea que aún sigue pendiente.
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A d e l a i d o  C á z a r e s  G a r c í a 2

Introducción

El 5 de febrero de 2024, el titular del Poder Ejecutivo Federal, presentó la 
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma, adiciona y deroga 
el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM), en materia de pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos, 
misma que, al llegar a la Cámara de Diputados, fue turnada a la Comisión 
de Puntos Constitucionales, con la opinión de la Comisión de Pueblos 
Indígenas y Afromexicanos.3

Posteriormente, el 18 de septiembre de 2024, esta Cámara aprobó en lo particular, 
con mayoría calificada de 483 votos a favor, el dictamen que reforma, adiciona y de-
roga el mencionado artículo.4 El dictamen fue turnado al Senado de la República 
para continuar el procedimiento legislativo.

El 24 de septiembre de 2024, el Senado aprobó, en lo particular, el dictamen con 
mayoría calificada de 127 votos a favor.5 La minuta de la reforma constitucional fue 
enviada a las legislaturas estatales para su trámite correspondiente.

El 29 de septiembre de 2024, la Cámara de Diputados informó al pleno que recibió 
26 votos aprobatorios por parte de las legislaturas locales. En uso de la facultad con-
ferida por el artículo 135 de la Constitución, y tras la aprobación de la mayoría de las 
legislaturas de los estados y de Ciudad de México, el Congreso de la Unión declaró 
reformado, adicionado y derogado el artículo 2o. de la CPEUM, en materia de pue-

1   Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Guerrero, México. Correo electrónico: 18805@uagro.mx
2   Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Guerrero, México. Correo electrónico: adelaidocazaresgar-

cia@gmail.com
3   Es importante destacar que el titular del poder ejecutivo federal envió un total de 20 iniciativas, de las cuales 18 

corresponden a reformas constitucionales y 2 a reformas legales. https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/
feb/20240205.html 

4   Cámara de Diputados, “Avaló la Cámara de Diputados, en lo particular, reformas sobre pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanos” de fecha 18 de septiembre de 2024. https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/
index.php/boletines/avalo-la-camara-de-diputados-en-lo-particular-reformas-sobre-pueblos-y-comunidades-indi-
genas-y-afromexicanos 

5   Senado de la República, “Sesión vespertina de la Cámara de Senadores, del 24 de septiembre de 2024”. https://
www.youtube.com/watch?v=jIEUVvdtYkU&ab_channel=SenadodeM%C3%A9xico 

La reforma constitucional 
en materia indígena 

y afromexicana en México
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mailto:adelaidocazaresgarcia@gmail.com
mailto:adelaidocazaresgarcia@gmail.com
https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205.html
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blos y comunidades indígenas y afromexicanos.6 La reforma fue enviada al titular 
del Poder Ejecutivo, para su publicación en el Diario Oficial de la Federación (DOF). 

La penúltima etapa del procedimiento legislativo se reflejó con la publicación del 
decreto en el DOF, el 30 de septiembre de 2024. Actualmente, este decreto7 se en-
cuentra publicado, aunque aún no está plenamente vigente, ya que se requiere la 
emisión de las leyes reglamentarias respectivas.

Derechos indígenas

En el marco de los derechos consagrados en esta reforma constitucional, se re-
conoce a los pueblos y comunidades indígenas como sujetos de derecho público, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio. Este reconocimiento representa un 
avance significativo, ya que transforma a estos grupos de actores pasivos a protago-
nistas activos dentro del ámbito jurídico. Ahora, los pueblos y comunidades indíge-
nas tienen la capacidad jurídica de ver reconocidos, protegidos y garantizados sus 
derechos, tal como lo establece no sólo la Constitución, sino también diversas leyes.

Un aspecto relevante de esta reforma es la promoción del uso, desarrollo, preser-
vación, estudio y difusión de las lenguas indígenas, reconocidas como un elemento 
esencial de la diversidad cultural del país; fundamentales para la vida cultural, his-
tórica y social de la nación. Asimismo, se reconoce y fomenta el desarrollo, práctica, 
fortalecimiento y promoción de la medicina tradicional —incluida la partería— 
para la atención del embarazo, parto y puerperio. Esta reforma también incluye el 
reconocimiento de quienes practican la medicina tradicional, valorando sus cono-
cimientos y prácticas ancestrales. La medicina tradicional ha existido durante siglos 
y su relevancia es crucial, especialmente en comunidades donde el acceso a la salud 
no ha sido garantizado por el Estado.

Además, los pueblos y comunidades indígenas deberán ser consultados respecto a 
cualquier medida legislativa o administrativa que se pretenda adoptar y que pueda 
tener un impacto significativo en su vida o entorno, con el fin de obtener su consen-
timiento o, en su caso, llegar a un acuerdo sobre dichas medidas. Aunque la Cons-
titución debería especificar que esta consulta debe ser libre, previa e informada, la 
redacción final no fue completamente adecuada en este sentido.

En cuanto a la asignación de recursos, las autoridades de los tres niveles de gobier-
no deberán prever partidas específicas en los presupuestos de egresos que aprueben, 
estableciendo además las formas y procedimientos para que los pueblos y comuni-

6   Cámara de diputados, “Cámara de Diputados declara constitucional reforma que reconoce a pueblos y comunida-
des indígenas como sujetos de derecho público” de fecha 29 de septiembre de 2024. https://comunicacionsocial.
diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pue-
blos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Dipu-
tados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20
C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20
y%20afromexicanos 

7   Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del artículo 2o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanos, 
Diario Oficial de la Federación, 29 de septiembre de 2024. https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5739986&-
fecha=30/09/2024#gsc.tab=0
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dades indígenas puedan administrarlos y ejercerlos, conforme a las leyes aplicables. 
Esto implica una asignación directa de presupuesto, como se llevó a cabo la entrega 
de recursos económicos para la construcción de caminos artesanales en la adminis-
tración pública federal anterior.

Otros derechos consagrados en la Constitución incluyen: la representación y partici-
pación política, la asistencia y asesoramiento a personas indígenas bajo un enfoque 
de pluralismo, género, cultura y lingüística, así como la garantía y fortalecimiento 
de la educación indígena, intercultural y plurilingüe. También se promueve el desa-
rrollo comunitario, el reconocimiento de su hábitat, la bioculturalidad y los lugares 
sagrados, así como la protección de la propiedad intelectual y el patrimonio cultu-
ral. Además, se busca garantizar una alimentación nutritiva, proteger los derechos 
de las mujeres indígenas y promover el acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación (TIC), entre otros.

Derechos afromexicanos

Una de las innovaciones de la reforma constitucional es la regulación de los dere-
chos de los pueblos y comunidades afromexicanas, quienes ahora son reconocidos 
como sujetos de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. 
Esto representa un cambio significativo, pues deja atrás su papel pasivo frente a la 
norma jurídica y les otorga una posición activa, con la potestad jurídica de ver re-
conocidos, protegidos y garantizados sus derechos, desde el máximo ordenamiento 
jurídico del país.

El apartado que establece que “tendrán en lo conducente los derechos señalados 
en los apartados anteriores de este artículo”, al referirse a que las comunidades 
afromexicanas gozarán de los mismos derechos que los pueblos y comunidades in-
dígenas, resulta inapropiado. Aunque es cierto que ambos grupos han enfrentado 
históricamente la vulneración de sus derechos, cada uno debería ser reconocido de 
manera independiente, tanto en la Constitución como en la legislación secundaria, 
respetando y valorizando la singularidad de cada pueblo.

Uno de los aspectos fundamentales de la reforma es el reconocimiento de la libre 
determinación y autonomía de los pueblos afromexicanos, así como la protección 
de su identidad cultural, y el reconocimiento de sus aportes y contribuciones a la 
historia nacional, que se remontan incluso antes del periodo colonial, durante el 
cual sufrieron la esclavitud de manera intensa. La reforma también garantiza la 
igualdad de condiciones para las mujeres afromexicanas, y asegura la atención ade-
cuada a la niñez, adolescencia y juventud afromexicana. Además, impone la obliga-
ción a las autoridades de los distintos niveles de gobierno de garantizar los derechos 
de los pueblos afromexicanos, en el marco de la reforma constitucional.

Conclusiones

La reforma constitucional en materia indígena y afromexicana, representa un avan-
ce significativo en el reconocimiento y protección de los derechos de los pueblos y 
comunidades indígenas y afromexicanas. Sin embargo, aún no está plenamente 
vigente ni materializada. Es importante señalar que, los artículos transitorios del 
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decreto establecieron un plazo de 180 días —naturales—, contados a partir de la 
entrada en vigor del decreto, para la expedición de la ley general y la armonización 
del marco jurídico. El Poder Ejecutivo federal, junto con las tres órdenes de gobier-
no, deberá realizar las adecuaciones normativas correspondientes cuando la ley 
general entre en vigor. Asimismo, las legislaturas de los estados estarán obligadas a 
llevar a cabo la armonización legislativa.

El reconocimiento de la autonomía, la libre determinación, y el hecho de conside-
rar a los pueblos indígenas y afromexicanos como sujetos de derechos representan 
un paso importante. No obstante, el éxito de estas disposiciones dependerá de la 
voluntad política y de la capacidad de los distintos niveles de gobierno para imple-
mentar las medidas necesarias que permitan a estos pueblos ejercer plenamente sus 
derechos. Es esencial que el Estado mexicano continúe trabajando de manera con-
junta con los pueblos indígenas y afromexicanos para garantizar que, los beneficios 
de esta reforma, se materialicen y contribuyan al desarrollo integral y sostenible de 
estos pueblos, en beneficio no sólo de ellos, sino del país en general.

Bibliografía

Cámara de diputados, Gaceta parlamentaria, lunes 5 de febrero de 2024. https://
gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205.html 

Cámara de diputados, “Avaló la Cámara de Diputados, en lo particular, re-
formas sobre pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos”. https://
comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/avalo-la-cama-
ra-de-diputados-en-lo-particular-reformas-sobre-pueblos-y-comunidades-indi-
genas-y-afromexicanos 

Senado de la república, “Sesión vespertina de la Cámara de Senado-
res, del 24 de septiembre de 2024”. https://www.youtube.com/
watch?v=jIEUVvdtYkU&ab_channel=SenadodeM%C3%A9xico 

Cámara de diputados, “Cámara de Diputados declara constitucional refor-
ma que reconoce a pueblos y comunidades indígenas como sujetos de dere-
cho público”. https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/
camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pue-
blos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%-
C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20
sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A-
1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20
ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del ar-
tículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanos, Diario Oficial de la 
Federación, 29 de septiembre de 2024. https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?co-
digo=5739986&fecha=30/09/2024#gsc.tab=0

INEGI, “Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (ENADID) 2023”. ht-
tps://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENADID/
ENADID2023.pdf  

INEGI, “Estadísticas a propósito del día internacional de los pueblos indígenas 
(9 de agosto)”. https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2024/EAP_PueblosInd24.pdf  

https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205.html
https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205.html
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/avalo-la-camara-de-diputados-en-lo-particular-reformas-sobre-pueblos-y-comunidades-indigenas-y-afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/avalo-la-camara-de-diputados-en-lo-particular-reformas-sobre-pueblos-y-comunidades-indigenas-y-afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/avalo-la-camara-de-diputados-en-lo-particular-reformas-sobre-pueblos-y-comunidades-indigenas-y-afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boletines/avalo-la-camara-de-diputados-en-lo-particular-reformas-sobre-pueblos-y-comunidades-indigenas-y-afromexicanos
https://www.youtube.com/watch?v=jIEUVvdtYkU&ab_channel=SenadodeM%C3%A9xico
https://www.youtube.com/watch?v=jIEUVvdtYkU&ab_channel=SenadodeM%C3%A9xico
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pueblos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pueblos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pueblos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pueblos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pueblos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pueblos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos
https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/mesa/camara-de-diputados-declara-constitucional-reforma-que-reconoce-a-pueblos-y-comunidades-indigenas-como-sujetos-de-derecho-publico#:~:text=C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declara%20constitucional,como%20sujetos%20de%20derecho%20p%C3%BAblico&text=La%20C%C3%A1mara%20de%20Diputados%20declar%C3%B3,y%20comunidades%20ind%C3%ADgenas%20y%20afromexicanos
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5739986&fecha=30/09/2024#gsc.tab=0
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5739986&fecha=30/09/2024#gsc.tab=0
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENADID/ENADID2023.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENADID/ENADID2023.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENADID/ENADID2023.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2024/EAP_PueblosInd24.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2024/EAP_PueblosInd24.pdf


Hechos y Derechos
vol. 15, núm. 84

noviembre-diciembre de 2024

1

La gota fría

Durante los años 90, una canción se hizo relativamente famosa en la 
radio. Compuesta por Emiliano Zuleta e interpretada por Carlos Vives, se 
llamaba La gota fría, y trataba sobre la rivalidad entre dos verseadores para 
demostrar su dominio en el género del vallenato: el propio Zuleta y Lorenzo 
Morales. 

Moralito, Moralito se creía
Que él a mí, que él a mí me iba a ganar
Y cuando me oyó tocar
Le cayó la gota fría
Y cuando me oyó tocar
Le cayó la gota fría.

La gota fría era una metáfora romantizada de un serio fenómeno meteorológico lla-
mado Depresión Aislada en Niveles Altos (DANA),1 que ocurre cuando dos fuerzas 
de la naturaleza —en este caso, los cantantes— se encuentran. En meteorología es, 
más bien, una “masa de aire que se desprende de una corriente muy fría y que des-
ciende sobre otra de aire caliente [y produce] grandes perturbaciones atmosféricas 
acompañadas de precipitaciones muy intensas”.2 España es el sitio en que chocan, 
abruptamente, el aire frío proveniente del polo, con la cálida brisa del mediterráneo. 

La primera inundación de la que se tiene registro es la Riada de Santa Teresa, acaecida 
en la Huerta de Murcia, durante 1879.3 Otras vinieron después y, el 29 octubre de 
2024, esta colisión entre titanes culminó en la Riada de Valencia. 

1   Fundación del Español Urgente, DANA pero también dana. https://www.fundeu.es/recomendacion/
gota-fria-o-dana-grafias-adecuadas/ 

2   Idem.
3   Fundación Integra, La riada de Santa Teresa (1879). Una tragedia en la Huerta de Murcia, Espa-

ña, Fundación Integra-Región de Murcia, 2021. https://www.regmurcia.com/servlet/s.
Sl?sit=c,373,a,0,m,1096,&r=ReP-15045-DETALLE_REPORTAJESPADRE 
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Riada de Valencia

No hay forma amena de escribir sobre una tragedia. Es un hecho. Lo he intentado 
—claramente sin éxito— en el apartado anterior; pero la realidad es que no exis-
te línea escrita que aligere el dolor de las familias afectadas por la concurrencia de 
los vectores de dos aires que, aislados, son inofensivos. A la fecha en que escribo 
este comentario,4 las cifras son devastadoras. Según datos oficiales,5 hay 78 muni-
cipios afectados (75 en Valencia, 2 en Castilla-La Mancha y 1 en Andalucía), 215 
fallecidos, y 17 desaparecidos. Económicamente, la desdicha no es menor. Según 
la Cámara de Comercio de Valencia, hay 5,228 negocios afectados (3,500 de for-
ma grave).6 Se estima que, el 40% de ellos, no volverá a operar. Los civiles hacen 
un esfuerzo sobrehumano para apoyarse mutuamente: se han formado brigadas 
de auxilio, donación de víveres y productos de primera necesidad. En platafor-
mas como Instagram, Facebook y X, los hashtags invitan —entre otras cosas— a 
#AdoptarComercios.

La actuación del gobierno español ha sido cuestionable y muy criticada. Desde La 
Moncloa, se suben diariamente a la internet las estadísticas de ayuda y atención a 
los damnificados, y se expidió el Real Decreto-Ley 7/2024.

Real Decreto-Ley 7/2024

Publicado en el Boletín Oficial del Estado, el martes 12 de noviembre, el Real Decre-
to-Ley 7/2024 de 11 de noviembre, por el que se adoptan medidas urgentes para el 
impulso del Plan de Respuesta Inmediata, Reconstrucción y Relanzamiento frente 
a los Daños por la Depresión Aislada en Niveles Altos (DANA) en diferentes muni-
cipios entre el 28 de octubre y el 4 de noviembre de 2024,7 es un documento que 
cuenta con 106 páginas. “La norma consta de una parte expositiva y de una parte 
dispositiva estructurada en doce títulos, 89 artículos, trece disposiciones adiciona-
les, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria, y catorce disposicio-
nes finales”.8

El título I, contempla el objeto y ámbito de aplicación de la norma (artículo 1o.); 
también se establecen medidas en materia energética (artículo 2o. al 9o.), tributaria 
y de apoyo a la actividad comercial e industrial (artículo 10 al 22), agraria (artículo 
23 al 30) y de vivienda (artículo 31 al 40). El título VI, indica las medidas en materia de 
empleo (artículo 41 al 49), complementados con el título VII, sobre medidas en ma-
teria de seguridad social (artículo 50 al 55). También incluye medidas en materia de 

4   13 de noviembre de 2024. 
5   La Moncloa, Actualización de datos del Gobierno de España. https://www.lamoncloa.gob.es/info-dana/Pagi-

nas/2024/131124-datos-seguimiento-actuaciones-gobierno.aspx 
6   Vázquez, Juanma, “El impacto económico de la DANA en el comercio rondará los 1843 millones de euros, Levante. 

El mercantil valenciano, España, 12 de noviembre de 2024. https://www.levante-emv.com/economia/2024/11/12/
dana-valencia-impacto-economico-comercio-111620058.html 

7   Gobierno de España, “Real Decreto-ley 7/2024, de 11 de noviembre, por el que se adoptan medidas urgentes 
para el impulso del Plan de respuesta inmediata, reconstrucción y relanzamiento frente a los daños causados por 
la Depresión Aislada en Niveles Altos (DANA) en diferentes municipios entre el 28 de octubre y el 4 de noviembre 
de 2024”, Boletín Oficial del Estado, España, núm. 273, 12 de noviembre de 2024, p. 143759. https://www.boe.es/
boe/dias/2024/11/12/pdfs/BOE-A-2024-23422.pdf  

8   Ibidem, p. 4.



2 3

abastecimiento, saneamiento y depuración (artículo 56 al 60), educativas (artículo 
61 al 68), cultura (artículo 69 al 73), transporte (artículo 74 al 76) y apoyo a colec-
tivos vulnerables (artículo 77 al 87).

Medidas laborales del Decreto

La protección al empleo comienza desde el artículo 1.2, donde explica expresa-
mente que, el alcance de la norma incluye, además de los municipios previstos en 
el RDL 6/2024,9 cualquier otra localidad, si la consecuencia del siniestro causado 
por DANA afecta indirectamente a personas físicas, empresas o trabajadores autó-
nomos fuera de la zona de protección; es decir, es una ley de protección ampliada.

El artículo 41 del Decreto-Ley conceptualiza a la DANA como una situación de 
riesgo grave e inminente,10 por la cual es posible interrumpir el trabajo. El precep-
to no exige ni la acreditación del iuris vinculum entre la riada y el riesgo per se, ni una 
graduación de lo que debe entenderse por riesgo.11 Esta ambigüedad —a mi juicio— 
puede prestarse a malinterpretaciones por los sujetos del trabajo.

A partir del artículo 42, concede al trabajador los siguientes derechos: permiso para 
faltar, con goce de sueldo, cuando sea imposible acceder al centro de trabajo (y no 
sea a distancia); cuando deba hacer labores para tener una habitación estable y tra-
mitar documentos; permiso de búsqueda y atención de familiares desaparecidos o 
fallecidos y labores de cuidado por causa de la DANA, y cuando sea por razones 
prexistentes, concede modificación a la jornada. Este derecho es retroactivo has-
ta el inicio de DANA y, cualquier acción en contrario, es nula (artículo 42). Tam-
bién obliga al trabajo a distancia, si las redes de comunicación y el tipo de trabajo 
lo permiten (artículo 43). Se autoriza el procedimiento ERTE12 (artículo 44 y 45). 
Si una empresa es beneficiaria de ayuda o inició un ERTE, no puede despedir por 
ETOP13 a sus trabajadores. La violación de esta disposición obliga al centro de tra-
bajo a reintegrar el monto de ayuda y convierte al despido en nulo (artículo 46). Se 
interrumpe el cómputo de la duración máxima de los contratos temporales (artícu-
lo 47).

El artículo 48 especifica las normas especiales en materia de desempleo, como 
las siguientes: las prestaciones contributivas por desempleo, en procedimiento de 

9   Gobierno de España, “Real Decreto-ley 6/2024, de 5 de noviembre, por el que se adoptan medidas urgentes de 
respuesta ante los daños causados por la Depresión Aislada en Niveles Altos (DANA) en diferentes municipios en-
tre el 28 de octubre y el 4 de noviembre de 2024”, Boletín Oficial del Estado, España, núm. 268, 6 de noviembre de 
2024, p. 141117. https://www.boe.es/boe/dias/2024/11/06/pdfs/BOE-A-2024-22928.pdf. El anexo establece 
un listado de 78 municipios que comienza con Alaquás y termina con Xúquer (pp. 47-49).

10   De acuerdo con el artículo 21.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales. Go-
bierno de España, “Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales”, Boletín Oficial del Estado, 
España, núm. 269, 10 de noviembre de 1995. https://www.boe.es/buscar/pdf/1995/BOE-A-1995-24292-con-
solidado.pdf  

11   La Ley 31/1995 de referencia tampoco define los conceptos “riesgo”, “grave” o “inminente” o prevé una gra-
duación de este. 

12   Expediente de Regulación Temporal de Empleo. Es un procedimiento administrativo que permite a la empresa 
suspender o modificar las condiciones generales de trabajo (artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores). Gobier-
no de España, Estatuto de los trabajadores, España, Boletín Oficial del Estado, 2024, pp. 83-88. 

13   Causa objetiva de despido en España. Es un acrónimo para Económicas, Técnicas, Organizativas y de Produc-
ción. Ibidem, artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores. 
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ERTE, deben solicitarse de forma colectiva. Para el caso de personas trabajadoras 
del hogar, puede ser individual. Si al momento de tramitarla, el trabajador estaba 
en algún supuesto diferente al ERTE (por ejemplo, una suspensión), puede hacer su 
solicitud en tanto termine ese periodo. El monto de la prestación será del 70% de 
los ingresos base de cotización de los últimos 180 días.

Finalmente, el artículo 49 establece el Plan de Empleo para Contratación de Des-
empleados en las Zonas Afectadas por DANA, a través del modelo de subvención.

Medidas comparadas en México

De acuerdo con el Atlas Nacional de Riesgos, en nuestro país, los desastres natura-
les más frecuentes son los sismos y los huracanes; sin embargo, a pesar de este dato 
duro,14 la Ley Federal del Trabajo (LFT) no ha sido reformada en atención a las 
numerosas catástrofes ocurridas durante el tiempo de su vigencia.15 Por otro lado, 
las epidemias sí ocupan un lugar más o menos privilegiado en materia de atención 
gubernamental. El 17 de marzo de 2009, la Gripe H1N1 nos arrebató a 398 mexi-
canos —según cifras oficiales— y casi 70 mil resultaron contagiadas. Es hasta el 26 
de abril que, la STPS, emitió el Boletín 046, con recomendaciones para atender la 
contingencia.16 Y fue el 30 de noviembre de 2012 —tres años después— que se rea-
lizó una reforma que protegía al trabajador, en caso de una declaratoria de contin-
gencia sanitaria.17 

Las medidas finalmente no fueron útiles porque, cuando el COVID-19 se apoderó 
del mundo, en México se declaró una emergencia;18 y así, con sólo el cambio de una 
palabra, se afectaron los derechos de millones de trabajadores, a quienes no se les 
reconoció el COVID-19 como riesgo de trabajo, ni siquiera para el personal médi-
co. Eso sí, la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje anunció, en su Boletín del 7 
de abril de 2020 que, aun cuando la actividad judicial y de conciliación estaba de-
tenida, se proveería “lo necesario para atender la celebración de convenios”. Otra 
reforma que también tardó fue la de teletrabajo; era necesaria en 2020 y apareció 
en la Ley Federal del Trabajo hasta el 11 de enero de 2021, y sin medidas de segu-
ridad social.

Reflexiones finales

Reconstruir la vida ante la destrucción requiere gallardía, entrega y solidaridad; 
aplomo para asimilar las pérdidas, y optimismo para saber que es posible resurgir 
de las cenizas. Las lágrimas del pueblo valenciano serán tan sanadoras, como las 

14   Dato cuantitativo que es posible medir, verificar y expresarse numéricamente. 
15   Por ejemplo, el terremoto de 8.1 grados Richter de 1985, o el de 7.1 grados Richter, de 2017, ambos en Ciudad 

de México. Tampoco ocurrió así con los huracanes Otis (2023). o John (2024), al sur de nuestro país; principal-
mente, Guerrero.

16   STPS, Boletín 046, 26 de abril de 2009. https://www.stps.gob.mx/saladeprensa/boletines_2009/abril_09/b046_
abril_stps.htm 

17   Artículos 42 bis, 132-XIX bis, 168, 175, 427-VII, 432 y 512-D ter, Ley Federal del Trabajo. https://www.dof.gob.
mx/nota_detalle.php?codigo=5280815&fecha=30/11/2012#gsc.tab=0 

18   Diario Oficial de la Federación, 30 de marzo de 2020. https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5590745&-
fecha=30/03/2020#gsc.tab=0 
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del ave fénix al que deberán emular. El derecho —y en específico, el laboral—, como 
producto de la realidad social responde —a veces a las prisas— a circunstancias 
cambiantes, pero siempre con una excelsa misión –en términos de Mario de la Cue-
va-, “porque su idea es la justicia y todo lo que se entregue al trabajo será la entrega 
de una parte de lo que habrá de corresponderle en el mundo del mañana”.19

Espero de corazón que, la efectiva aplicación de este Real-Decreto, sirva para aten-
der el malestar y las necesidades de la población afectada, porque “la justicia tendrá 
[siempre] que ser una conquista de quienes sufren injusticia”.20
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El asbesto. Sus riesgos para la salud y el medioambiente

El asbesto es un mineral muy conocido, tanto por sus bondades como —y por 
sobre todo— por sus efectos perniciosos para la salud y el medioambiente. 
El asbesto, cuyo término proveniente del griego, significa inextinguible, y 
su sinónimo, amianto —que significa incorruptible— es un concepto que 
engloba seis minerales que poseen un alto grado de resistencia a las altas y 
bajas temperaturas.

Por ello, dichas fibras fueron —y son— utilizadas, por ejemplo, en la industria au-
tomotriz, naval, aeronáutica y ferroviaria (fricción y aislación), en la industria del 
petróleo (aislación) y petroquímica (celdas para electrólisis), en centrales eléctricas 
(aislación), en electrodomésticos (aislación contra calor), en la industria del caucho, 
plástico, cartón y acero, en la industria farmacéutica (talco para bebés), de bebidas y 
de alimentación (filtros), en la industria textil (aislación contra fuego y calor), y en la 
industria de la construcción (fibrocemento).

Estas fibras han sido comercializadas masivamente y utilizadas en todo el mundo, a 
partir de los primeros años del siglo XX. La variabilidad en sus propiedades fisico-
químicas, su versatilidad, afinidad con otros materiales —que permiten aglutinarlas 
o tejerlas— y su bajo costo en el mercado, extendieron su uso a una amplia gama de 
insumos industriales. 

Una de las características más salientes del asbesto es que sus fibras son pequeñas y 
fuertes, similares a una aguja y se descomponen con facilidad, sin perjuicio de su to-
lerancia a las altas y bajas temperaturas. 

Por su elasticidad, la unión de dichas fibras no presenta mayores dificultades; pero 
si se rompen o se desprenden, su presencia en el aire puede generar daños graves al 
medioambiente; sobre todo, a partir de su inhalación por parte de los humanos, que 
puede generar patologías en los pulmones, desde el engrosamiento de pleura, neu-
moconiosis, placas pleurales y asbestosis, hasta cáncer de pulmón y mesotelioma de 

1   Doctor en Derecho del Trabajo, Universidad de Buenos Aires (UBA/CONICET). Programa de Becas Posdoctora-
les en la UNAM, Becario del Instituto de Investigaciones Jurídicas, asesorado por el Dr. Enrique Mauricio Padrón 
Innamorato. Correo electrónico: jorge.afarian@gmail.com

De Barrientos al mundo: 
el proyecto de Ley General 

de Erradicación del Asbesto
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diversa índole y gravedad. A ello se suman otros tipos de cáncer, como el de ovario, 
laringe y testículo. El mesotelioma es de las enfermedades más complejas de tratar, 
y el porcentaje de sobrevivencia no sólo es extremadamente bajo, sino prácticamen-
te nulo (Selikoff y Lee, 1978; Mossman y Gee, 1989).

Las enfermedades relacionadas con el asbesto ocasionan un promedio de 255,000 
muertes al año en todo el mundo, de estas, 233,000 se encuentran relacionadas con 
exposiciones laborales (Furuya, Chimed-Ochir, Takahashi, David y Takala, 2018). 
Debido al largo periodo de latencia de estas enfermedades —de hasta 40 años—, 
aunque se suprimiera su utilización de inmediato, el número de muertes que provo-
ca sólo comenzaría a disminuir después de varios decenios.

Por todas estas características, es más que urgente la prohibición total de este mi-
neral. Si bien México cuenta con normativas relativas al manejo y disposición del 
asbesto,2 en la actualidad no hallamos una norma de prohibición general en el país.

San Pedro Barrientos y la iniciativa de ley

La iniciativa es el producto de un trabajo de investigación colaborativo realizado en 
San Pedro Barrientos, en el marco del proyecto Abordaje Transdisciplinario de la 
Epidemia de Mesotelioma Maligno Pleural.3 En el marco de ese proyecto de inves-
tigación, se obtuvieron los resultados que dieron lugar a la redacción de la propues-
ta legal. Es por ello que allí intervinieron los más variados conocimientos, como el 
de juristas, sociólogos, antropólogos, geólogos, médicos, enfermeras y trabajadores 
sociales, entre muchos otros. 

La comunidad de San Pedro Barrientos, ubicada en Tlalnepantla de Baz, Estado de 
México, ha sido una de las más afectadas por la contaminación de asbesto, puesto 
allí se han desarrollado industrias de aquél mineral por más de medio siglo. En este 
aspecto, la más importante empresa —y la más dañina— fue Asbestos de México, 
que cerró sus puertas en el año 1998; es decir, hace más de 25 años. 

Como parte de las acciones del proyecto, se tomaron muestras de la superficie del 
suelo de los alrededores de la mencionada fábrica, incluyendo banquetas, parques, 
terrenos baldíos, canchas de fútbol, viviendas, cocheras, zonas de juegos infantiles, 
entre muchos otros espacios. 

Los resultados arrojaron valores muy altos de presencia del material en el ambien-
te, junto con su dispersión en zonas poblacionales más alejadas. Estos resultados, 
a la par de numerosos casos mesotelioma pleural, cáncer de pulmón y muertes de 

2   Siendo las más importantes: la Ley General de Salud, la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Medio Ambiente, y la NOM-125-SSA1-2016. Todo ello, junto con las previsiones constitucionales sobre dere-
cho a la salud y medioambiente, y las disposiciones de derecho internacional, así como las recomendaciones de la 
OMS o los convenios de la OIT. 

3   Proyecto de investigación No. 319014. Dentro de la convocatoria de los programas nacionales estra-
tégicos FORDECYT 2020-21: “Proyectos nacionales de investigación e incidencia sobre procesos 
contaminantes, daño tóxico y sus impactos socioambientales asociados con fuentes de origen natural 
y antropogénico”, del Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias y Tecnologías (CONAHCYT).
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personas de la comunidad —trabajadores, vecinos y familiares de personas que han 
manipulado el asbesto—, dieron lugar a la puesta en marcha de la iniciativa de ley.

La experiencia es más que interesante, ya que reflejó un trabajo interdisciplinario, 
que incluyó acciones de incidencia y concientización hacia dentro de la comuni-
dad; pero que, al mismo tiempo, dieron impulso a la presentación de esta iniciativa 
por parte del mismo colectivo. Esta característica le da una importancia particular 
al proyecto, puesto que es producto de un diálogo constante entre la academia y la 
comunidad.

De este modo, el caso es un claro ejemplo del impacto que la investigación puede 
tener en las políticas públicas y en el planteamiento de mejoras para la calidad de 
vida de las personas.

El proyecto

Entre las características más salientes del proyecto, es posible señalar las siguientes:

1. Garantizar la salud pública, y un medio ambiente sano y de calidad en todo el 
territorio mexicano.

2. Prohibición de las exportaciones e importaciones, como materia prima y/o pro-
ductos manufacturados con asbesto.

3. Prohibición del uso, obtención, elaboración, fabricación, conservación, mezcla-
do, acondicionamiento, envasado, manipulación, transporte, distribución, almace-
namiento y expendio o suministro de asbesto.

4. Prohibición de la comercialización, empaquetado o reempaquetado, venta, dis-
tribución y suministro, aun gratuitamente, del asbesto en fibra o en roca, polvo o 
capas, desperdicio o desecho del asbesto y productos derivados. 

5. Obligación del establecimiento de procesos de remoción, demolición, repara-
ción, mantenimiento y sustitución del asbesto o de los materiales que contienen 
asbesto.

6. Obligación de vigilancia en salud y epidemiológica a cargo del Estado.

7. La posibilidad de que cualquier persona pueda presentar, ante la autoridad co-
rrespondiente, una denuncia, en caso de observar el incumplimiento de las obliga-
ciones de la futura ley.

8. Establecimiento de sanciones administrativas a los responsables, como amones-
taciones con apercibimientos, multa, clausura temporal o definitiva y/o parcial o 
total y arresto por hasta treinta y seis horas.

9. Condenas, desde uno a nueve años de prisión, a las personas que infrinjan las 
disposiciones de la ley. 
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Conclusiones

La experiencia que brevemente relaté sintetiza las relaciones intrínsecas entre el 
derecho y los hechos. La iniciativa, producto de una investigación aplicada y de in-
cidencia, no sólo contó con la colaboración de profesionales, sino que también im-
plicó la participación de la comunidad; de tomar el “problema en sus manos”, con 
el fin de denunciar el flagelo del asbesto en México; sobre todo, como estrategia de 
cuidado colectivo, tanto para las generaciones presentes como para las futuras. De 
este modo, el derecho se encuentra empapado de las circunstancias sociales que lo 
inspiraron, con la colaboración activa de los/as destinatarios/as.

La iniciativa de ley, sea —o no— aprobada en esta oportunidad, es un legado tanto 
para los y las habitantes de México, como para los países que aún no han prohibido 
el asbesto en su territorio. Si bien el asbesto ha sido prohibido en numerosos países,4 
el número dista de ser mayoritario.5 La experiencia de San Pedro Barrientos puede 
ser de gran utilidad para concientizar a otras comunidades de México y del resto 
del mundo, y así, incentivar su participación activa en materia de políticas públicas 
y normativa general. Las comunidades no son sólo víctimas de la contaminación 
ambiental, sino que también pueden ser agentes de cambio de su propio presente 
y futuro. 
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Quince años han pasado de la sentencia del Caso González y otras vs. 
México, misma que sigue en estado de cumplimiento. La investigación 
continúa abierta y los responsables fuera de la acción de la justicia.

En el balance, se pueden señalar dos grandes aspectos sustanciales que se vieron trans-
formados en el contexto de su resolución: el andamiaje jurídico y la política pública.

El andamiaje jurídico

Es preciso mencionar que, en el contexto de la sentencia, se produce la consolida-
ción de un consistente marco normativo para la protección de los derechos de las muje-
res. Entre los cambios, debe destacarse la expedición de la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), publicada el 1o. de febrero 
de 2007, así como su reglamento, publicado en marzo de 2008. Es decir, estos textos 
normativos se publicaron justo en el proceso de conocimiento del Caso González y 
otras vs. México; para el momento de la emisión de su resolución, tenían dos y un 
año, respectivamente, de haber entrado en vigor.

Si bien es preciso considerar que, con antelación a la expedición de dichas normas, 
el sistema jurídico mexicano se había ido transformando constantemente, e incluso, 
se habían incorporado leyes específicas en el tema; esto es, la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres (2001), así como la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres (2006), es necesario señalar que su aplicación apenas dejó sentir sus efectos 
en el ámbito jurídico nacional.

Esta situación ha sido común en el tema. Las constantes transformaciones que ha te-
nido el sistema jurídico mexicano para promover cambios en torno a la situación de 
las mujeres en el país, así lo han dejado ver, y ha sido una de las constantes denun-
cias del movimiento de mujeres, expresado hoy en una de esas tantas consignas que 
se escuchan en las —hoy multitudinarias— manifestaciones de mujeres: “[e]l Estado 
no me cuida, me cuidan mis amigas”. Y es que, hay que reconocer la gran deuda que 
sigue teniendo el sistema hacia las mujeres.

Entre los factores que, considero, han venido operando en contra de los contenidos 
normativos para la protección de las mujeres, se pueden señalar los siguientes: una 

Caso González y otras vs. México. 
Quince años de Campo algodonero, 

la sentencia que visibilizó el feminicidio 
en México

R o s a  M a r í a  Á l v a r e z  G o n z á l e z

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/ralvarezg
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escasa cultura de la legalidad y de la constitucionalidad, la constante resistencia que 
han enfrentado estos derechos en lo social e institucional, así como la ausencia de 
metodologías que permitieran avanzar desde la agenda —y sin olvidarse de ella— 
hacia el cumplimiento de los contenidos de estos derechos que, de tan  innovadores,1 
el sistema de justicia no ha logrado proteger, terminando por representar sólo una 
adenda más en el sistema jurídico.

Si bien la expedición de la ley marco en materia de violencia contra las mujeres se 
hacía necesaria, a quince años, es necesario observar cómo sigue siendo una nor-
ma que apenas se conoce; y no se hable de la comprensión de lo que sus contenidos 
han pretendido. 

Aunado a esta importante transformación jurídica, está justamente la introducción 
del delito de feminicidio, tanto en la mencionada LGAMVLV como en los códigos 
penales y la paulatina armonización, lo cual no sucedido sin la mencionada resis-
tencia; ya que, incluso, la misma Corte tuvo que resolver en torno a su tipificación.

Políticas públicas

Al ser una ley marco, sus contenidos proveyeron de todo un entramado para pre-
venir, atender, sancionar y erradicar la violencia. Se crearon así los modelos para 
cumplir estos objetivos contra la violencia contra las mujeres, y se conformó todo 
un sistema y un programa para su implementación y seguimiento. No obstante, 
hasta hoy sigue existiendo una aguda problemática por la falta de participación, la 
coordinación entre estos mecanismos y las diversas autoridades, así como la falta 
de recursos.

En el análisis de la situación de la garantía del derecho a una vida libre de vio-
lencia para las mujeres, la Auditoría Superior de la Federación reportó que los 
mecanismos de evaluación, diseñados por los entes responsables de la política pú-
blica, no permiten conocer el impacto de su implementación en la erradicación 
de la violencia contra las mujeres, al no ser consistentes con el diseño normativo y 
programático.2

Lo anterior, debido a que la LGAMVLV tiene por objeto establecer la coordinación 
entre la federación, las entidades federativas, y los municipios para prevenir, san-
cionar y erradicar la violencia contra las mujeres, y en los programas de mediano 
plazo se definieron objetivos, estrategias y líneas de acción que no contaron con los 
indicadores suficientes —ni adecuados— para medir los avances, pues, en su ma-
yoría, miden las acciones relacionadas con la prevención y atención de la violencia 
contra las mujeres, sin considerar, aspectos de la operación. Asimismo, se identifi-
caron inconsistencias con el diseño institucional, presupuestario y de procesos, de-
bido a que las métricas definidas son insuficientes para evaluar todos los procesos y 
subprocesos que se ejecutan en los componentes de la política.

1   Se resalta como crítica a la resistencia de considerar a las mujeres como sujeto de derechos y a una tutela efectiva 
del Estado. El escenario más extremo es, precisamente, el feminicidio.

2   Para la revisión del estado de la garantía del derecho a una vida libre de violencia, véase: Auditoría Superior de la 
Federación, Política de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia. Evaluación núm. 1369-GB., 2019.
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De esta manera, la política pública para el acceso de las mujeres a una vida libre de 
violencia se vio limitada en su contribución para la atención del problema público, 
ya que, a 2019, en ninguna de las 32 entidades federativas se lograron establecer los 
34 elementos base para generar, a nivel local, las condiciones mínimas para contri-
buir a garantizar a las mujeres una vida libre de violencia.

La Auditoría estimó que, de continuar en esas condiciones, seguirá la tendencia al 
alza en los registros y las cifras de mujeres víctimas de feminicidios en el país; tales 
conductas se incrementaron a un ritmo de 14.2 % en promedio anual, y en 2030, 
los feminicidios tendrían una tasa media de crecimiento anual de 9.0 %, lo que evi-
dencia la necesidad de reforzar el trabajo coordinado entre los actores institucio-
nales, y fomentar el registro oficial y adecuado de la incidencia y prevalencia de la 
violencia contra la mujer en todos sus tipos y modalidades, así como los cambios 
logrados en ese problema, con base en la implementación de los ejes de prevención, 
atención y sanción y erradicación de la violencia contra la mujer.

Reflexiones finales

Los avances son formales, pero deben ser acompañados por un cumplimiento serio 
de los contenidos sustanciales de los derechos de las mujeres. Para ello, es preciso 
que este andamiaje sea conocido y comprendido para ser aplicado a cabalidad, sin 
cortapisas. 

La reproducción sistemática de la discriminación y la violencia contra las mujeres 
es un lastre que debe ser eliminado de la sociedad, no sólo en México, sino en el 
mundo entero.

Los escenarios de resistencia y de falta de comprensión del significado de lo que son 
los derechos de las mujeres, es abrumadoramente más visible que en otros tiempos.

La comunidad internacional —incluido, por supuesto, México— tiene un deber 
hacia más de la mitad de la población mundial; el llamado a cumplir con los con-
tenidos mínimos dispuestos en el andamiaje normativo que protege a las mujeres 
debe ser firme.
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Lo que parecía insuperable, en la connotación constitucional negativa, fue 
superado: el órgano reformador de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (en adelante el órgano reformador y la Constitución, 
respectivamente) está a punto de reformarla de nuevo, concretamente en 
sus artículos 105 y 107, para hacer inimpugnables las adiciones y reformas 
de aquella a través de vetar expresamente su combate por las controversias 
constitucionales, las acciones de inconstitucionalidad y el juicio de 
amparo. El hipersurrealismo jurídico y político continúa destruyendo al 
constitucionalismo mexicano.

Se invoca a esa continua destrucción en vista de que siguen los juzgadores de ampa-
ro, pretendiendo suspender la implementación de la reforma judicial, sin tener compe-
tencia y sustento procesal debido para ello (obsérvese que el ministro Javier Laynez 
Potisek ha dicho públicamente, en más de una ocasión, que el juicio de amparo es im-
procedente en contra de las reformas constitucionales); y por el otro extremo, aún más 
grave en cuanto a sus consecuencias, los poderes Ejecutivo y Legislativo federales se 
ufanan de que no van hacerle caso a dichas medidas cautelares y que además van a 
proceder, legalmente, en contra de quienes las dictaron. 

No obstante que aquellas autoridades, al negarse a cumplirlas sin recurrirlas como es 
debido, habrían cometido el ilícito contemplado en la fracción III del ordinal 262 de 
la Ley de Amparo. Y en medio de ambos bandos, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (en adelante la Corte) y la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, los dos tribunales más importantes del país, ad-
mitiendo y resolviendo recursos relacionados con dicha reforma donde se les pidió 
su opinión, a pesar de también ser muy cuestionable su competencia en la materia, así 
como la vía en que se hicieron valer y la resolución final dictada en estos asuntos. 
Caos jurídico y político contentivo de lo que se llama crisis constitucional.

Tampoco es poca cosa que, antes de que se dicte sentencia definitiva alguna en las 
controversias, acciones y amparos que se han admitido en contra de la reforma judicial, 
ministros de la Corte se han posicionado públicamente sobre ella y, al menos indi-
ciariamente, han manifestado su postura acerca de la viabilidad de su combate juris-
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cana de Derecho Constitucional, del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.
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diccional y hasta de su inconstitucionalidad; dejando atrás el imperativo judicial de 
mandata que el juez debe abstenerse de prejuzgar acerca de los asuntos que tendrá 
que resolver. 

Crisis, crisis, crisis…

A pesar de dicho panorama, adelantamos que el hecho de que no se haya tocado 
el ordinal 1o. de la Constitución y de que se haya suprimido —se dice— el artícu-
lo cuarto transitorio de la nueva reforma, que pretendía su aplicación retroactiva 
hacia los procedimientos que a la fecha de su entrada en vigor se estuvieran sus-
tanciando (y así, dejarlos sin materia y/o sin posibilidades de darles efectos), deja 
intocado el espíritu garantista y respetuoso de la unidad indisoluble de la Consti-
tución, en armonía con los sistemas universal y americano de derechos humanos. 
Cabe puntualizar que, aun y cuando la actual reforma hubiera modificado a tales 
artículos sustantivo y transitorio, dichos postulados constitucionales, por su esencia 
misma, podrían ser considerados, por la Corte, como imborrables por el órgano 
reformador. 

Así las cosas, la clave sigue siendo que la Corte estime que tiene la competen-
cia constitucional para analizar los actos y omisiones del órgano reformador. Si 
la mayoría calificada de sus integrantes estima que sí, lo de menos será considerar 
como inconstitucional tanto la reforma judicial como la actual sobre la supremacía 
constitucional.

Antes de centrarnos en ese problema —la competencia de la Corte— y en otro aún 
más complicado de sortear, conviene mencionar cómo es que, con el espíritu de los 
primeros tres parágrafos del artículo 1o. de la Constitución, la Corte puede echar 
abajo, al menos en su procedimiento, las actuaciones del órgano reformador. Aquí 
su contenido:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los dere-
chos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones 
que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con 
esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En con-
secuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los 
derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Si la Corte considera que la porción “…las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece”, del primer párrafo del artículo 1o. es una cláusula pétrea, 
por cuanto contiene una derecho o principio inviable de modificarse, reformarse y 
menos revocarse por el órgano reformador, y a la par la interpreta en consonancia 
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con otra de la misma especie, la inserta en el segundo párrafo del ordinal 29 que 
refiere que

…no podrá restringirse ni suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discrimina-
ción, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, 
a la protección a la familia, al nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los 
derechos políticos; las libertades de pensamiento, conciencia y de profesar creencia re-
ligiosa alguna; el principio de legalidad y retroactividad; la prohibición de la pena de 
muerte; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la desapa-
rición forzada y la tortura; ni las garantías judiciales indispensables para la protección de tales 
derechos.

Análisis tenido bajo el prisma del apotegma de la favorabilidad más amplia a la 
persona plasmado expresamente en el segundo párrafo del artículo 1o., más co-
nocido como el principio pro persona o pro homine, entonces a la Corte le bastaría ci-
tar sus propios criterios —como, por ejemplo, el número 1a. CCLXXXVII/2014 
(10a.— para, primero, definir que dentro del concepto amplio de garantías indefec-
tiblemente se incluyen a las propiamente constitucionales, como las controversias 
constitucionales, acciones de inconstitucionalidad y el juicio de amparo, y segun-
do, que por mandato expreso de la Constitución, su ejercicio no puede ser restringido, 
suspendido y, menos aún, cancelado por autoridad o persona alguna. Determina-
ción que, siguiendo el parámetro constitucional propio del ordinal 1º (Tesis: P./J. 
20/2014 (10a.), 2014), también aplicaría al órgano reformador.

Conclusión de inconstitucionalidad respecto de la reforma en materia de supre-
macía constitucional que se reforzaría con base en la vertiente de no regresividad del 
principio de progresividad de los derechos humanos a que hace alusión el tercer 
parágrafo del ordinal 1o. y que obliga a la persona juzgadora 

“a que realice un ejercicio interpretativo cuidadoso de los contenidos normativos 
para poder determinar si las autoridades incurrieron en una regresión injustificada 
del nivel de protección jurídica que garantizaba el ejercicio de un derecho humano. 
(Tesis: 1a./J. 150/2024 (11a.), 2024)”.

Como argumento ilustrativo y sólido por su fuente, se cita lo manifestado por el mi-
nistro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en su voto particular emitido en el Recurso 
de Reclamación 8/2016, derivado de la Acción de Inconstitucionalidad 15/2016 
interpuesta por Movimiento Ciudadano:

…al margen de que hagan valer o no vicios formales, mi posición sobre la procedencia 
de los medios de control constitucional respecto de reformas a la Norma Fundamental 
ha evolucionado con motivo de la reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos de 10 junio de 2011. Con esta reforma se generó un nuevo paradigma que tiene 
como punto central el respeto a los derechos humanos a través de diversos mecanismos 
con los que, a mi juicio, la propia Constitución abre la puerta para la impugnación ma-
terial de reformas constitucionales, al menos en ciertos casos, por varios motivos:
En primer lugar, porque las atribuciones de la Suprema Corte en materia de control constitu-
cional deben entenderse redefinidas a la luz del artículo 1° constitucional (nota omitida). Dicho 
precepto establece que todas las autoridades estamos obligadas en el ámbito de nues-
tra competencia, a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
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conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad, lo que modaliza el ejercicio de todas las competencias constitucionales. 
El artículo 1° es, en cierta forma, un prisma a través del cual debe interpretarse toda 
la Constitución.
[…]
Además, los jueces constitucionales estamos obligados a velar por el cumplimiento de 
los principios enunciados en el artículo 1º constitucional, entre ellos el de progresividad 
y su correlativo de no regresividad, conforme al cual una vez reconocido un derecho 
humano, en principio, no puede haber retroceso, de manera que los derechos humanos 
previstos tanto en al Constitución como en los tratados internacionales gozan de una 
rigidez reforzada por virtud de la cual, para suprimirlos o restringirlos, deben darse ra-
zones sumamente robustas.
Así, es claro que el Estado Mexicano, a través del medio legítimo para hacerlo —el po-
der reformador de la Constitución— se autolimitó al insertar en el sistema constitucio-
nal toda una serie de derechos humanos que ya no le son disponibles, por lo que una 
reforma constitucional que los restringiera  de manera grave tendría que ser invalidada 
por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de los mecanismos de control 
constitucional de su competencia, los cuales deben servir para preservar y defender los 
derechos humanos como lo ordena la Constitución.
En suma, me parece que en la interpretación del artículo 105 no debe perderse de vis-
ta que los artículos 1º y 135 de la Constitución nos obligan a velar por que los poderes 
constituidos cumplan con los requisitos procedimentales previstos en este último artí-
culo, así como a controlar que los órganos que llevan a cabo las reformas constitucio-
nales no violen derechos humanos previstos en la propia Constitución y en los tratados 
internacionales, al menos en los supuestos graves que tendrían que ir definiéndose caso 
por caso, lo que desde luego requeriría, como mínimo, admitir y tramitar los medios de 
control respectivos.

Así, el expresidente de la Corte y muy respetable constitucionalista nos daría a en-
tender que la acción de inconstitucionalidad, como garantía constitucional, es idó-
nea para combatir el proceso; y en su caso el fondo, de los actos realizados por el 
órgano reformador con motivo del artículo 135 constitucional. Mecanismo de con-
trol, como sus pares de la controversia constitucional y el juicio de amparo, cuya 
expulsión del orden constitucional mexicano estaría tajantemente proscrita por la 
reforma de 2011.

A dichos argumentos en sede constitucional se les unirían las voces positivas — que 
tienden a avalar que un tribunal califique de inconstitucional a una o más partes 
de una constitución— que se basan, sustancialmente, en la idea de que los dere-
chos humanos, en especial los fundamentales —esto por estar reconocidos como tal 
en las constituciones, tratados y jurisprudencia internacionales, sinergia conocida 
como referido parámetro de regularidad constitucional— constituyen lo que Luigi 
Ferrajoli señala como la esfera de lo indecidible; el territorio de lo inviolable, según Nor-
berto Bobbio, o bien el coto vedado en la opinión de Ernesto Garzón Valdés. De ahí 
que esa corriente de filosofía jurídica deduzca que es posible que, frente a las razones 
mayoritarias, en este caso las tomadas por las mayorías parlamentarias a que alude 
el varias veces invocado artículo 135, un tribunal constitucional, como la Corte 
mexicana, invoque tal parámetro referido en el segundo párrafo del numeral 1o. 
de la Constitución para expulsar, en todo o en parte, incluso las reformas constitu-
cionales como la judicial y la de supremacía constitucional que nos atañen. Dere-
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chos humanos esgrimidos como cartas del triunfo, completando la paráfrasis a Ronald 
Dworkin.

Listo. Jugando a ser la Corte y previamente definida su competencia para controlar 
constitucionalmente los actos y omisiones efectuados en los términos del artículo 
135, de forma pronta y expedita se echaría para abajo la actual reforma de la su-
premacía constitucional.

No obstante, reiteramos que el primer problema —el jurídico— será sortear dicho 
tema competencial. Se abunda a continuación.

Para que un tribunal constitucional, como el Pleno de nuestra Corte pueda estar, democrática y 
jurídicamente, habilitado para interpretar al grado de expulsar de la propia ley fundamental a una 
o más de sus disposiciones, lo debido es que tal actuación esté expresamente permitida en la propia 
Constitución; es decir, la necesidad de que dicha legitimación de tal poder constitucional constitui-
do —el judicial— para el efecto de que esté habilitado para juzgar y en su caso echar para abajo 
lo efectuado por el órgano constituido por el artículo 135 (llamado por varios como el poder refor-
mador de la Constitución), debe constar expresamente en la propia Constitución; pues, siguiendo 
el pensamiento de juristas de la talla de Luigi Ferrajoli, Jorge Carpizo McGregor, Diego 
Valadés, Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, entre otros, sólo así sería factible que un órgano 
constitucional constituido o derivado de la propia Constitución pueda entrometerse en los quehaceres 
de otro, máxime tratándose de los propios y exclusivos de las adiciones o reformas constitucionales.

Dicha delimitación competencial se realza si observamos que, en lo general, el propio artículo 1o., 
párrafo tercero, indica que, si bien, todas las autoridades están obligadas a promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los prin-
cipios ahí consagrados, esto en modo alguno puede rebasar el ámbito de sus competen-
cias. Esta acotación, derivada de la autoridad sólo puede hacer lo que expresamente le está 
permitido, principio general de derecho, internacionalizado en el artículo 3o. de la 
Constitución Francesa de 1791 (de cuyo preámbulo proviene La Declaración de los 
Derechos del Hombre y Ciudadano, fuente toral del sistema universal de derechos 
humanos), tiene aún más arraigo en el ordinal 16 de la Constitución Mexicana; dispositivo que 
indica que, para que un acto de autoridad pueda tenerse como tal, esta debe tener la competencia 
emitirlo.

En esa sintonía, es ilustrativo cómo desde el citado artículo francés se estipuló que la soberanía 
reside esencialmente en “la Nación”, la cual, se interpreta, es la única de la que podría derivar, 
expresamente, la autoridad (pública). Extrapolando aquello, bajo la clara sustitución del vocablo 
“Nación” por el de “pueblo”, tenemos que en los artículos 39 y 41 de la actual Consti-
tución Mexicana, se señala, expresamente, que 

“La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder 
público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo 
tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno”.

Siendo esta expresión de su soberanía sólo podrá hacerse valer

“por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los 
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Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los tér-
minos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de 
cada Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir 
las estipulaciones del Pacto Federal”.

De entrada, se puede entrever que se complica la eventualidad de delimitar la exis-
tencia y más la exacta identificación de las cláusulas pétreas en la Constitución, pues 
dichos ordinales 39 y 41 sientan la factibilidad, en todo tiempo y de forma inaliena-
ble, de que sus poderes de la Unión alteren o modifiquen su forma de gobierno; 
en consecuencia, tenemos que la soberanía popular, de la que dimana la propia 
Constitución, faculta a sus poderes federales constituidos para actuar en los términos 
respectivamente establecidos por la presente Constitución federal.

Por ende, refrendamos que, para estar en igualdad de circunstancias constituciona-
les que el órgano reformador y con ello en aptitud de tumbar el proceso legislativo 
extraordinario o agravado derivado del multicitado ordinal 135, máxime por lo que 
atañe a su producto final, la Corte requeriría de, por lo menos, la determinación 
constitucional, también expresa, de estar habilitado para analizar los actos del di-
cho ente político aludido; determinación que obedece a que los integrantes de este 
último poder constituido —es decir diputados y senadores— fueron electos a través 
de la soberanía popular manifestada a través de las elecciones efectuadas en los tér-
minos del propio ordinal 41 y que actuaron, salvo prueba en contrario, con base en 
la facultad constitucional expresa que les otorga el 135.

Atento lo anterior, a diferencia de lo que ocurre con el órgano reformador, es dable 
pensar que la Corte no tendría competencia constitucional expresa para acceder al procedi-
miento estatuido en el ordinal 135; habilitación competencial que no se halla, con 
la nitidez debida, en los artículos 1o., 14, 16,17, 29, 94, 100, 103, 105, 107, 135, 
136 ni en ningún otro de la Constitución.

A la opinión del suscrito podría sumársele lo dicho por los ministros Pardo Rebo-
lledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Piña Hernández en el engrose del voto mayo-
ritario del citado Recurso de Reclamación 8/2016, de importancia trascendental 
para una eventual resolución de la presente crisis constitucional:

Sostuvieron que, ni al establecer dicho mecanismo de control (la acción de inconstitu-
cionalidad), ni en las sucesivas reformas que ha introducido el Constituyente Perma-
nente al artículo 105, se contempló la posibilidad de que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación pudiera ejercer un control jurisdiccional constitucional sobre el procedi-
miento de reforma previsto en el artículo 135 de la Carta Magna, mucho menos que 
pudiera hacerlo sobre la constitucionalidad del contenido de esas reformas. (Recurso de 
Reclamación [RR] núm. 8/2016, párr. 83)

Sobre tal contundente aceptación expresa de su falta de competencia en la materia, 
dichos ministros en funciones abundaron al decir que 

…al no haber sido previsto por el Constituyente Originario o Permanente la posibili-
dad de ese control, resulta claro que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación no 
puede prorrogar la competencia constitucional que expresa y limitativamente le fue 
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conferida conforme lo dispone el quinto párrafo del artículo 94 de la Constitución (nota 
omitida), tal y como lo sostuvo el Tribunal Pleno en sesión de seis de septiembre de dos 
mil dos, al resolver la controversia constitucional 82/2001, que dio origen a la juris-
prudencia: “PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTI-
TUCIÓN FEDERAL. NO ES SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL. 
(RR núm. 8/2016, párr. 86)

Sin que sea óbice mencionar que tales altos jueces no pasaron por alto el paráme-
tro de regularidad constitucional derivado del artículo 1o., pues así reforzaron su 
incompetencia de marras:

…la reforma constitucional no implica en modo alguno que los órganos jurisdiccionales 
puedan, al margen de sus competencias constitucionales, admitir medios de defensa no-
toriamente improcedentes. En efecto, el propio artículo 1º constitucional establece que 
el deber de todas las autoridades del país de proteger, respetar, garantizar y promover 
los derechos humanos, debe cumplirse en el ámbito de sus respectivas competencias, y 
la competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer de con-
troversias constitucionales (sic), en lo que interesa, no se modificó a partir de esa refor-
ma, pues el artículo 105, fracción II, inciso f), constitucional vigente, como se ha visto, 
limita el objeto de la acción de inconstitucionalidad al control de normas generales 
inferiores a la propia Constitución, en concreto, a leyes federales o locales en materia 
electoral. (RR núm. 8/2016, párrs. 93 y 94)

A lo anterior habría que precisar que, para el caso de las acciones de inconstitucio-
nalidad interpuestas por los partidos políticos, incluido el propio Movimiento Ciu-
dadano que interpuso la de la cual deriva dicha reclamación, el Pleno de la Corte 
sentó este criterio: “… ni la Constitución mexicana ni la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos establecen a su favor el derecho específico a que, a través 
de la acción de inconstitucionalidad, se controlen las reformas a la Constitución 
Federal” (párr. 112).

No obstante lo demoledor de los argumentos antes expuestos, el voto mayoritario 
abundó en justificar, frente a la reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos de 2011 y la resolución del paradigmático caso Radilla Pacheco analizado 
en el Expediente Varios 912/2010, que la actuación de las autoridades debe

satisfacerse en el ámbito de sus respectivas competencias y de manera congruente con 
la arquitectura constitucional del Estado mexicano; por lo que el hecho de que se aduz-
ca que una reforma constitucional viola derechos humanos, por sí mismo, no justifica 
en absoluto que un mecanismo como la acción de inconstitucionalidad sea procedente, 
puesto que, como ya se mencionó, ese medio de control constitucional no tiene como 
objeto el revisar reformas constitucionales.

En ese tenor, reiteramos que en estricto acatamiento de los artículos 1o., 16, 39, 41, 94, 103, 
105, 135 y 136 constitucionales, la Corte, para abocarse en el análisis sancionato-
rio de toda modificación al texto constitucional, requiere de una competencia constitu-
cional expresa, como la que el ordinal 135 sí le otorga al órgano reformador. Aquí la 
opinión del exconsejero presidente del Instituto Nacional Electoral, doctor Lorenzo 
Córdova Vianello:
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Pero en México tenemos un problema adicional, la Constitución no faculta expresamente a 
los órganos del Poder Judicial, ni a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en específico, a ejercer 
el control de constitucionalidad de las reformas constitucionales de manera expresa como lo supondría 
el principio de legalidad que subyace al Estado constitucional moderno y que debe alcanzar a todos los 
poderes constituidos, incluyendo al poder de control de constitucionalidad. Ello implica que la deter-
minación de ejercer ese control por parte de la SCJN constituiría una autoarrogación 
de una facultad que difícilmente puede sostenerse si se piensa que la discrecionalidad 
del poder —de cualquier poder— es contraria a la lógica del constitucionalismo (Córdova Via-
nello, 2011, p. 223). 

Luego, si el que para muchos es considerado el medio —más— idóneo para, teóricamente, comba-
tir las adiciones y reformas constitucionales, es decir la acción de inconstitucionalidad, fue excluido 
como tal por cuatro de los once ministros que integran el actual tribunal constitucional del país, se 
terminaría de confirmar aquel tremendo problema constitucional.

Y qué decir del —¿probable? — cambio radical de criterio que tendrían que sostener dichos mi-
nistros para, entonces, aceptar que si tienen la competencia constitucional para juzgar los aludidos 
actos derivados del numeral 135. 

Si se da la ya conocida en el foro jurídico como “una nueva reflexión”, y que no es otra cosa que 
desdecirse de un criterio o jurisprudencia para constituir una nueva en sentido contrario, entonces 
la crisis constitucional se ahondará a raíz de un problema aun mayor: el político. Si, el que, todo 
indica, vendría cuando las autoridades ejecutivas y legislativas se nieguen, como ha pasado antes, 
a acatar una sentencia de la Corte, en este caso en el sentido de declarar inconstitucional una o más 
reformas constitucionales.

¿O cómo entender al presidente del Senado, Gerardo Fernández Noroña, cuando aseguró a los cua-
tro vientos que “Ni Dios Padre encarnado puede revisar y detener esto [la reforma judicial]”? Sin 
duda, más crisis constitucional se atisbaría.
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Cada año, en el marco de los festejos por el aniversario de la Revolución 
Mexicana, el Senado de la República asume la responsabilidad legal de 
ratificar, antes del 20 de noviembre, los ascensos a los grados superiores 
del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos, designados por el titular del Poder 
Ejecutivo federal. Este proceso, aunque relevante en su propósito formal, 
evidencia las limitaciones estructurales y operativas que enfrenta el Senado 
para ejercer un control efectivo sobre las decisiones de promoción en el 
ámbito militar.

La ratificación de ascensos militares es una de las facultades constitucionales del Po-
der Legislativo federal; en los hechos, es una facultad exclusiva del Senado, ya que, 
aunque la Comisión Permanente del Congreso de la Unión también cuenta con di-
cha atribución, esta es inviable. Esto se debe a que los ascensos se llevan a cabo siem-
pre en el mes de noviembre, cuando ambas cámaras del Congreso están en período 
de sesiones ordinarias.

En teoría, la facultad del Senado para ratificar grados militares funciona como un 
mecanismo de revisión y contrapeso frente al Poder Ejecutivo, cuyo titular ostenta el 
mando supremo de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, en la práctica, esta facultad 
se ha convertido en una formalidad. La falta de tiempo, el carácter especializado del 
proceso y la naturaleza civil del Senado limitan de manera significativa su capacidad 
para analizar y evaluar exhaustivamente las propuestas de ascenso.

Marco jurídico del proceso de ratificación

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la facultad del 
Senado de ratificar los ascensos de coroneles y demás oficiales superiores del Ejérci-
to, Fuerza Aérea, Armada y Guardia Nacional (artículo 76, fracción II). Por su par-
te, la Presidencia de la República tiene la autoridad para designar a estos oficiales 
en grados superiores (artículo 89, fracción IV). Este mandato constitucional se com-
plementa con leyes secundarias, como la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea 
Mexicanos, y la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-

1  Doctorando en la Facultad de Derecho de la UNAM (México), y de la Universidad Complutense de Madrid (Espa-
ña). Secretario técnico en el Senado de la República. Correo electrónico: michaeln@ucm.es 
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nos junto con su reglamento. Estas normas detallan los requisitos y procedimientos 
específicos para los ascensos en los altos mandos.

Aunque este marco legal establece claramente las atribuciones del Senado, en la 
práctica no garantiza una revisión sustantiva, especialmente considerando las con-
diciones bajo las cuales  se ejerce esta facultad.

El procedimiento de evaluación previo a la ratificación

La Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos estipula 
un proceso riguroso para los ascensos a grados superiores, el cual incluye criterios 
específicos de tiempo de servicio, antigüedad, conducta militar y civil, aptitud física 
y profesional, entre otros. La Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA) con-
forma una Comisión de Evaluación de la Promoción Superior, integrada por altos 
mandos militares, encargada de reunir y revisar los expedientes de los candidatos. 
Esta comisión evalúa el desempeño, liderazgo y conducta de los aspirantes y pre-
senta una recomendación de ascensos al Ejecutivo, quien emite el nombramiento 
formal.

Una vez aprobados los ascensos por el Ejecutivo, la SEDENA envía la lista de los 
nombramientos a la Secretaría de Gobernación (SEGOB), que a su vez remite los 
expedientes al Senado para iniciar el proceso de ratificación. Es en este punto don-
de se evidencian las limitaciones del Senado, tanto en términos de tiempo como de 
capacidad para realizar un análisis exhaustivo.

Limitaciones del Senado en la ratificación

El procedimiento parlamentario en el Senado comienza con la recepción de la co-
municación de la SEGOB por parte de la Mesa Directiva, que turna el expediente 
completo a la Comisión de Defensa Nacional para su dictaminación. Este expe-
diente suele incluir más de dos centenares de ascensos y, por lo general, se presen-
ta al Senado con escasa antelación al plazo legal del 20 de noviembre. Debido a la 
magnitud de los documentos y al tiempo limitado para su revisión, los integrantes 
de la Comisión de Defensa Nacional enfrentan grandes dificultades para realizar 
un análisis detallado y exhaustivo de cada caso.

En la práctica, esta premura obliga al Senado a realizar una revisión superficial, en 
un acto de deferencia al Poder Ejecutivo, sin cuestionar o verificar a fondo los mé-
ritos de cada ascenso. Así, la Comisión de Defensa Nacional suele aprobar un dic-
tamen en sentido positivo para la ratificación de los nombramientos, sin un análisis 
profundo de los antecedentes y competencias de los militares propuestos. Posterior-
mente, este dictamen es sometido al Pleno del Senado, donde se puede aprobar por 
mayoría simple.

¿Control democrático o formalidad?

Si bien la ratificación de ascensos debería ser un ejercicio de transparencia y con-
trol democrático que refuerce la confianza en las instituciones militares, la falta de 
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tiempo y de capacidad técnica para evaluar exhaustivamente cada ascenso limita el 
papel del Senado a una validación formal de las decisiones tomadas por el Ejecuti-
vo. En lugar de cumplir plenamente su función como contrapeso, el Senado opera 
en este caso más como una instancia de refrendo que como un órgano de ratifica-
ción con verdadera capacidad de revisión crítica.

Buena parte del problema radica en los tiempos en los que la SEDENA lleva a cabo 
el proceso interno de documentación y evaluación. Es completamente viable que 
la entrega del expediente para ratificación se haga con antelación razonable al 20 
de noviembre, permitiendo al Senado la oportunidad de realizar un verdadero pro-
cedimiento de escrutinio, similar al que lleva a cabo con otros nombramientos de 
altos cargos de la Federación. Incluso, el artículo 242 del Reglamento del Senado 
faculta a la Comisión de Defensa Nacional para citar a comparecer a las personas 
cuyos nombramientos han sido sometidos a ratificación, a fin de allegarse mayores 
elementos de juicio para la elaboración del dictamen correspondiente.

Conclusión

El proceso de ratificación de ascensos en el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos ex-
pone una tensión entre el mandato constitucional y la realidad operativa del Sena-
do. Si bien el marco legal establece la obligación de ratificar los ascensos como un 
mecanismo de control, las limitaciones prácticas —principalmente la falta de tiem-
po y el carácter técnico del proceso— reducen este procedimiento a una formalidad.

Además, este mismo trámite se extiende a los ascensos en la Armada de México y, 
recientemente, se ha ampliado también al personal de la Guardia Nacional, tras la 
reforma al artículo 76, fracción II de la Constitución. Este contexto plantea la ne-
cesidad de reconsiderar los mecanismos de supervisión y control parlamentario, de 
modo que la ratificación de ascensos en las Fuerzas Armadas no sea sólo un acto 
simbólico, sino un ejercicio efectivo de contrapeso que reafirme el control de la au-
toridad civil sobre la militar.
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Desarrollo

Como punto de partida, sentamos las bases del conocimiento a través de 
Scheler (citado por Rozitchner, 2013, p. 61), al mencionar que su sustento 
se basa en: a) el amor de toda persona espiritual al valor y al ser absoluto; 
b) la humillación del yo y el ego natural, y c) el autodominio y, por su 
medio, la objetivación posible de los impulsos instintivos que condicionan 
siempre, necesariamente, la percepción sensorial natural de la vida dada 
somáticamente y vivida sobre base somática. En este orden, es pertinente 
acercarnos a la idea —de orden propedéutico— de investigación como una 
“indagación o examen cuidadoso o crítico en la búsqueda de todos los 
principios; una diligente pesquisa para averiguar algo” (Ander-Egg, 1979).

Es de resaltar que el saber, en Fedón,2 es descrito como la concentración del alma —uno 
de los aspectos psicológicos inmortales de Platón—, por medio de la cual se sobrepo-
ne a la dispersión de los sentidos, que la impulsaban siempre hacia el mundo exterior, 
para concentrarse en su más genuina actividad interior. En esta obra encuentra su 
expresión el antagonismo entre la naturaleza espiritual y sensorial del hombre.

En este camino conducente, citamos sumariamente una arquitectura innovadora 
cognoscente del sistema conceptual educativo holístico, a través del Hexaedro del 
Conocimiento Educativo (HeCoE), constituido por: a) formación ética en el ámbito 
de la educación (filosofía moral); b) la calidad educativa (calidad del docente, de los 
aprendizajes, de los procesos); c) el ciclo docente (planeamiento, orientación y con-
trol); d) la importancia de la propedéutica (saberes preparatorios para el estudio de 
ciencias y disciplinas); e) la pedagogía estructurada (explicación, orientación y prácti-
ca docente en armonía con el percibir, interpretar, crear y desarrollar del educando), 
y f) la didáctica (proceso de enseñanza y aprendizaje) (citado por Fernández, 2024).

En este escalonamiento de pensamiento emerge el estudio de la acción social, como 
Weber lo establecía, requiriéndose el método del tipo ideal o puro, siendo una cons-
trucción mental. Ello es posible, por intermedio de la exageración o acentuación de 
rasgos o elementos integrativos en la realidad, de tal manera que, el tipo así construi-

1   Periodista ciudadano
2   63 Fedón, 67 C, 83 A.
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do, puede denominarse ideal porque existe como idea (Timasheff, 1980, p. 225).    

En este marco, habíamos establecido —como cosmovisión y desarrollo próspero de 
la vida humana— que Aristóteles (citado por Fernández, 2024) identificaba, en su 
Ética a Nicómaco, al hombre magnánimo, término medio entre la dignidad y la indig-
nidad; es decir, aquel consciente de su dignidad y con razón, al cual contrapone con 
aquel que existe con mayor dignidad y, en realidad, no lo es —vana hinchazón—, 
y con aquel que amerita mayor reconocimiento, pero no aspira a más. La magna-
nimidad implica, entre otras virtudes, grandeza y honor; es “como un ornato de las 
virtudes, pues la realza y no se da sin ellas”.

En el camino conducente, esclarecemos el Estado de bienestar (Bachoff, citado 
por Gordillo, 2009) o el Estado social de derecho (Bonavides, citado por Gordillo, 
2009), como concluye Treves (citado por Gordillo, 2009) al consignar que es aque-
lla forma de Estado que interviene activamente en favor de los ciudadanos y espe-
cialmente de los menos pudientes, quienes más necesitan de su ayuda; asimismo, se 
acuñó el concepto de “libertad de la necesidad”. 

En esta inteligencia, orientamos toda aproximación al discurso del poder, el discur-
so de las obligaciones a través de las cuales el poder somete; es el discurso por me-
dio del cual el poder fascina, aterroriza, inmoviliza (Foucault, 2000). 

Se recuerda que, la rotura del fenómeno moral elemental, se configura en dos uni-
lateralidades simétricas que exhibe el complejo aspecto individuo-comunidad que 
se observa entre la tensión, por un lado, de la idea de “hacer valer la inviolabilidad 
de los individuos exigiendo igual respeto por la dignidad de cada uno de ellos”, y, 
por el otro, del pensamiento de protección a “las relaciones intersubjetivas de re-
conocimiento recíproco en virtud de las cuales los individuos se mantienen como 
pertenecientes a una comunidad” (Habermas, 2000, p. 20). De acuerdo con Ha-
bermas, ello es, en la materialidad, una tensión entre autonomía privada y pública. 
Cabe señalar que el maestro vestfaliano nos ilustra que el derecho presta soporte al 
poder político, y este auxilio es en virtud de que el derecho “no se agota en normas 
rectoras del comportamiento”, sino que asimismo “genera instituciones estatales, 
procedimientos y competencias”. Dicho de otro modo, el derecho pone las reglas y 
el poder político la materialización (Habermas, 2005, p. 212).

Expresadas estas líneas directrices, nos detenemos sobre algunas consideraciones 
internacionales sobre la democracia y la materialización del odio. A la luz de lo 
mencionado, un constitucionalismo para tiempos de emergencia, concluye Saba (2024), es 
que algunas mayorías creen que pueden vulnerar las protecciones constituciona-
les en tiempos excepcionales. Debe haber obediencia constitucional para personas 
elegidas por el pueblo; por ende, la constitución es un límite para el autogobierno.

Es así como, la doctrina de la constitución viviente que afirma Sagüés (1998, p. 34), le 
asigna al intérprete operador un trabajo más complejo de “construcción jurídica”. 
No podrá, por supuesto, ignorar el texto constitucional, pero tendrá que recurrir a 
más elementos para estructurar una respuesta hermenéutica. Deberá estar al día en 
el significado de las palabras de la Constitución, indagar los requisitos sociales exis-
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tentes, construir y compensar los valores en juego. Todo esto le exige —al juez— un 
activismo en su quehacer que será un artífice.

Así las ideas, seguimos con Bobbio (1985, p. 21) al subrayar que, un régimen democrá-
tico consiste, ante todo, en “un conjunto de reglas de procedimiento para la forma-
ción de decisiones colectivas, en las cuales está prevista y facilitada la participación 
más amplia posible de los interesados”. Lo que caracteriza a la democracia —resal-
ta Bobbio— es que “la atribución para “decidir” le sea asignada a un número muy 
alto de miembros del grupo”.

En tal orden, progresivamente se forja en las Américas un verdadero sistema jurídi-
co de seguridad colectiva de la democracia —primero de orden jurisdiccional y en 
adición de carácter político y diplomático, ajeno a la fuerza o, mejor aún, fundado 
en la fuerza del derecho— que encuentra sus manifestaciones más actuales en la 
Convención Americana de Derechos Humanos (1969) y en la Carta Democrática 
Interamericana (2001).

Es de vislumbrar que, la tutela judicial efectiva de los derechos humanos, no es se-
parable del derecho a las garantías judiciales, de donde las normas de los artículos 
25 y 8o. de la Convención han de ser interpretadas de conjunto y a la luz del artícu-
lo 29, que limita toda interpretación del Pacto al aseguramiento de otros derechos 
inherentes a la persona humana o “que se derivan de la forma democrática repre-
sentativa de gobierno” (Aguiar, 2012, párrs. 96, 101 y 102).3

En cuanto a un factor fundacional de la democracia y los derechos humanos, es 
sin lugar a duda la “libertad de expresión” —muchas veces denigrada y agredida 
por los gobiernos antidemocráticos: anarcocapitalista, neocolonialista, autocrático, 
neofascista con sesgos de absolutismo monárquico—. En este orden, la jurispru-
dencia constitucional española, a la que adhiere en partes el criterio de Gregorio 
Badeni (citado por Aguiar, 2012),  dice bien que la protección especial de que es ob-
jeto esta libertad no está dictada en beneficio de los periodistas y comunicadores en 
general sino de la misma democracia; porque la formación de la opinión pública, 
que se alcanza con la libertad de expresión y de prensa, “es una función constitucio-
nal, que forma parte del sistema de pesos y de contrapesos de la democracia” (STC 
176/95, citado por Aguiar, 2012), según el criterio del juzgador hispano. No es un 
accidente que la antigua libertad de imprenta esté situada en los orígenes mismos 
de la República y del Estado moderno democrático como de su secularización y sea 
el centro neurálgico, como objeto de debate, de las Revoluciones francesa, ameri-
cana y Gaditana (Aguiar, 2002, citado por Aguiar, 2012).

En esta hermenéutica, en el Convenio de Roma, el vínculo entre democracia y de-
rechos humanos es muy evidente (Saiz Arnaiz, 2018).4 Así, resulta fundamental-
mente del preámbulo, en el que se establece la relación entre “un régimen político 
verdaderamente democrático”, el respeto “de los derechos humanos” y “la prima-

3   En el mismo sentido Serie C, nº140, párrs. 49, 58.
4   Citando el Convenio, se elabora en el seno del Consejo de Europa, cuyo documento fundacional, el Estatuto de 

Londres, de mayo de 1949, proclama en su preámbulo que toda “auténtica democracia” se basa en “la libertad 
individual, la libertad política y el imperio del Derecho”.
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cía del Derecho” (Saiz Arnaiz, 2018)5. Y así, resulta también explícitamente de sus 
artículos 6.1 (proceso equitativo, en particular publicidad del proceso); 8o. (respeto 
a la vida privada y familiar), 9o. (libertad de pensamiento, de conciencia y de reli-
gión), 10 (libertad de expresión), y 11 (libertad de reunión y de asociación). En los 
artículos 8o. a 11, las eventuales injerencias, formalidades, condiciones, sanciones o 
restricciones que se impongan al ejercicio de estos derechos, se someten a la prueba 
de su necesidad en una “sociedad democrática” que, en gran medida, se ha conver-
tido por el TEDH en una prueba de proporcionalidad.

Ahora bien, un hecho arquetípico de la incompatibilidad democrática es la per-
manente lingüística del odio —caso muy exacerbado en la actual Argentina por 
la primera magistratura, con notorias exposiciones audiovisuales nacionales e in-
ternacionales— con una lingüística oprobiosa y ejercicio material de toda posible 
enajenación de los activos patrimoniales de la nación, y declarando venir a destruir 
al Estado, con la calamitosa realidad en la calidad de vida humanitaria, inter alia, 
subejecución de partidas presupuestarias en salud, educación, empleo, servicios so-
ciales, elevación geométrica de la pobreza e indigencia;6 asimismo, agravado por 
la pasividad y complacencia demostrada en la defensa irrestricta de los territorios 
continentales (por ejemplo, de las Islas Malvinas, Islas Georgias del Sur y Sándwich 
del Sur). 

En relación con la probable preocupación mental del responsable de la primera 
magistratura en Argentina, reconocidas psicólogas y psicoanalistas se han expedido 
verbalmente —respetuosamente, entre otras consideraciones del mundo psíquico— 
sobre el particular, observándose severas preocupaciones y explicitando brevemen-
te su parecer. En este sendero especializado, Fuentes Esparza (2024) manifestó que 
“la salud mental del presidente pone en riesgo a todos los argentinos”; asimismo 
concluyó que “en el mundo del presidente está dispuesto a cualquier cosa con tal 
de llegar al equilibrio fiscal”; “habla con un perro muerto que es muy preocupan-
te”, “la crueldad tiene debajo una desgraciada y peligrosa fragilidad”; “los ideales 
libertarios incluyen el odio, eliminar, matar […]”; “en la crueldad esta la jactancia 
del fascismo”. Por su parte, Merlín (2024) declaró que “es un presidente que le falta 
los límites”; también, “rasgos de crueldad que ocasiona una epidemia de angustia”. 
Cabe denotar sobre lo explicitado, que las fiscalías, judicaturas federales penales 
y la Corte Suprema de Justicia de la Nación, deberán intervenir prontamente en 
toda instrucción y evaluación de la salud emocional pertinente, habida cuenta de 
las notorias preocupaciones explicitadas de los especialistas, las presentaciones ju-
diciales sobre el particular y el lamentable, regresivo y agraviante debilitamiento de 
la calidad de vida humanitaria (negando la salud a los habitantes: morfina, drogas 
oncológicas, fármacos a adultos mayores y alimentos a los necesitados e indigen-
tes), privilegiando el equilibrio fiscal y pago de la deuda internacional, por sobre la 
subsistencia de la ciudadanía.

5   Citando el United Communist Party of  Turkey and Others v. Turkey, del 30 de enero de 1998, § 45, señala que 
el Tribunal afirmó, que, el preámbulo “establishes a very clear connection between the Convention and democ-
racy by stating that the maintenance and further realisation of  human rights and fundamental freedoms are best 
ensured on the one hand by an effective political democracy and on the other by a common understanding and 
observance of  human rights (see the Klass and Others judgment […]”.

6   Datos reales de la pobreza en el actual gobierno 2024 (Chequeado, INDEC): +13 %; indigencia: +19 % (más de 
9 millones de personas); incremento del 17 % de pobreza para mayores de 65 años. 
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En esta dirección, nos ocupamos introductoriamente sobre el aspecto de los no equi-
librados, de conformidad al distinguido Hubert (1965, p. 636 y 638) considerando 
que la falta de equilibrio mental puede provenir de trastornos en el desarrollo de la 
inteligencia, de la voluntad o de la afectividad. En este orden, asimismo, cabe se-
ñalar que el desequilibrio e inadaptación psíquica ejercen móviles afectivos, unidos 
todos ellos a la persistencia del egocentrismo, resaltando la malignidad y la perver-
sidad, y por encima de todo la vanidad.

En este contexto de direccionamiento y probable tipificación penal, es pertinente 
indagar sobre el bien jurídico protegido, conteste al distinguido Zaffaroni (2018),  
quien nos dice lo siguiente: “en síntesis, la exigencia de un bien jurídico lesionado 
es la versión penal (ofensividad penal) de la ofensividad jurídica general y constitu-
cional, como condición del estado de derecho y de su correspondiente antropología 
jurídica (todo ser humano es persona a la que es inherente su autonomía moral)”.

En esta asociación de ideas, incorporamos la definición del crimen internacional, de-
finido como “toda conducta que constituye una violación grave de los principios 
de ius cogens del Derecho Internacional”.7 En este temperamento —no alejado a 
la razón de este artículo (crimen de agresión)— citamos y señalamos, grosso modo, que 
constituiría una consecuencia de la violación del principio de prohibición del uso 
de la fuerza, consagrado en la Carta de la ONU.8

En este estado de cosas, y superada esta concepción preceptiva, entonces, emerge 
toda consideración de la apología del odio, que puede consignarse con un sesgo pre-
ocupante de perversión y crueldad. En relación con el discurso racista y xenófobo, 
procede señalar el Caso Brandenburg vs. Ohio (1969),  donde se adopta el que con-
tinúa siendo el criterio vigente para valorar la licitud del discurso del odio; esto es, 
el llamado test de la violencia clara e inminente, o estándar Brandenburg (caso del 
Ku Klux Klan).

A esta altura, cabe reseñar un aspecto paradigmático, el cual es el de la tortura y 
tratos degradantes de la dignidad humana. En tal inteligencia, observamos que la 
Convención de Naciones Unidas señala, en su artículo 1:1, que, para los efectos de 
dicha Convención, se entenderá por “tortura”

todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos 
graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero informa-
ción o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que 
ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier ra-
zón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos 
sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones 
públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. No se considera-
rán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones 
legítimas, o que sean inherentes o incidentales a estas.

7   Como la protección de los derechos humanos, la protección de las normas humanitarias (y del derecho de los con-
flictos armados), y el principio de prohibición del uso de la fuerza.

8   El artículo 2o., párrafo cuarto, establece la prohibición del uso o de la amenaza del uso de la fuerza.
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En relación con los severos sufrimientos físicos y mentales (Caso Bueno Alves 2007, párr. 
83) —tema que nos interesa consignar por su encuadramiento material, por ejem-
plo, en la represión ilegal a adultos mayores y niños con gases tóxicos lacrimógenos 
y otros actos de fuerza, incumplimiento de entrega de morfina y varios fármacos en 
tratamientos graves— resulta interesante destacar la forma en la que se preceptúan 
estos aspectos: 

[...] al apreciar la severidad del sufrimiento padecido, la Corte debe tomar en cuenta las 
circunstancias específicas de cada caso, teniendo en cuenta factores endógenos y exó-
genos. Los primeros se refieren a las características del trato, tales como la duración, 
el método utilizado o el modo en que fueron infligidos los padecimientos, así como los 
efectos físicos y mentales que estos tienden a causar. Los segundos remiten a las condi-
ciones de la persona que padece dichos sufrimientos, entre ellos la edad, el sexo, el es-
tado de salud, así como toda otra circunstancia personal.

Conclusiones

En este epítome podemos subrayar la importancia que posee toda diferenciación 
existente entre un gobierno democrático, inter alia, cumplimiento irrestricto de los 
derechos humanos, ausencia de toda propaganda del odio y el debido reconoci-
miento de los crímenes de lesa humanidad, no su negacionismo, por parte del go-
bierno oficialista; y por otro lado, un régimen incompatible con la democracia, 
sustentado en la materialización de actos y gestión que podemos señalar —por no-
torias exposiciones públicas de orden nacional e internacional (ante confesión de 
parte, relevo de pruebas)— como: anarcocapitalista, neofascista, oligárquica, neo-
colonialista, autocrática, con sesgos posibles de absolutismo monárquico. Ello se 
agrava por la observancia de probables aspectos emocionales en el poder ejecutivo 
que se deben determinar y subsanar con prontitud. 

En este orden de ideas, no es menor la problemática planteada por los permanentes 
y viables ataques al derecho de expresión, la constante negación alimentaria y de 
salud a la población (subejecución severa del presupuesto aprobado por el Congre-
so Nacional a los ministerios integrantes del Estado nacional). Asimismo, el perma-
nente ataque por parte del oficialismo a las voces independientes de la ciudadanía, 
del periodismo y a los representantes del pueblo —diputados y senadores— que 
reclaman el cumplimiento de la Constitución Nacional —unánimemente cuestio-
nado por los distinguidos constitucionalistas, por su carácter inconstitucional, al 
Decreto 70/23 y la Ley Ómnibus—, los instrumentos internacionales, lo que recep-
ta la Comisión IDH, la Corte IDH, la Comisión EDH y la Corte de Estrasburgo.

Finalmente, la aberrante posición del equilibrio fiscal para cumplir y pagar —so-
lamente— las deudas internacionales, despojando toda posibilidad a la ciudadanía 
de la obligatoria calidad de vida humanitaria, alejándose y contrariándose geomé-
tricamente del necesario Estado de bienestar y todo juzgamiento y sanción de la 
lingüística del odio.
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J e s s i c a  E s p i n o z a - E s p i n o z a 1

En Latinoamérica, en las últimas cuatro décadas, se han producido 
cambios jurídicos que nos han propuesto pensar algunos conceptos claves 
en relación con los cuidados, entendidos como necesidades básicas para la 
sostenibilidad de la vida humana, y como un derecho humano universal de 
todas las personas. Además de referentes jurisprudenciales en sentencias 
constitucionales que han marcado un hito importante, como es el caso de 
México (Amparo Directo 6/2023) y Ecuador (Acción de Protección 3-19 
JP/20), relacionando los cuidados con la interdependencia humana para 
el logro de la autonomía personal, desafiando la tradicional concepción 
liberal, entendida como independencia humana del sujeto liberal.

En el análisis crítico al sujeto histórico de justicia del liberalismo clásico, como parte 
de la deuda teórica con los derechos de las mujeres, concretamente, con las relaciones 
de los cuidados en la preservación de los vínculos entre los seres humanos, y de la 
confianza que sostiene a las personas con el mundo social, es importante profundizar 
desde la perspectiva filosófica, en un análisis ontológico, analizar la relación que exis-
te entre la independencia e interdependencia humana en el logro de la autonomía personal 
como máxima proclama de libertad contemporánea.

Para empezar, es fundamental reconocer que el sujeto de derechos neoliberal, ha sido 
concebido masculino, conformado como un ser alejado de los cuidados en su concep-
ción más humanista, entendido como independiente en términos competitivos, despro-
visto de afectos y relaciones e interrelaciones con otras personas.

El sujeto liberal tradicional, como ser humano independiente, es entendido como auto-
suficiente de los cuidados de las otras personas; algo que no es real por la vocación 
natural del ser humano como ser social y político por naturaleza en términos aristo-
télicos, en el zoon politikon. Sin duda, la vida está ligada a la interdependencia con otras 
personas y con toda la sociedad, incluido el Estado, como condición humana en una 
autonomía relacional inevitable en un mundo tramado por relaciones a lo largo de 
toda la vida, desde lo familiar y lo privado hasta lo público, tornándose fundamental 
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desmontar el ideario de este sujeto de ficción e irreal de la modernidad para recu-
perar la humanidad de los cuidados.

Esto se ha producido porque, desde una perspectiva más ortodoxa y tradicional, 
el neoliberalismo, como paradigma contemporáneo de occidente, es el productor 
no sólo de estructuras económicas, sino de subjetividades —superestructuras— re-
producidas en mandatos sociales de clase social y de género, que han conformado 
a las personas en sus formas de ser, deber ser, pensar y actuar en la sociedad, en 
la interacción con otras personas y consigo mismas. Este orden económico y cul-
tural trajo consigo la ontología individualista de los cuidados asociado al mandato de no 
intervención y neutralidad del Estado, ante las injusticias y asimetrías entre mujeres 
y hombres en el reparto de las tareas de los cuidados. Esto, con el objetivo de pre-
servar la libertad, la independencia y la autosuficiencia del sujeto liberal de referencia, 
garantizándole la libertad, comprendida como la ausencia de obstáculos, barreras 
o restricciones que impiden que actúe como sujeto pleno de derechos. En términos 
kantianos, la dicotomía entre personas independientes y dependientes implica no estar 
supeditado a la voluntad de otras personas, posicionada ante la supuesta autosuficien-
cia del sujeto masculino patriarcal. 

No obstante, más allá del ideario del sujeto liberal masculino, que en realidad de-
pende del vínculo material y afectivo para sostenerse como ciudadanos plenos pro-
porcionado por las mujeres en el ámbito familiar y doméstico, la libertad masculina 
ha sido sostenida por las mujeres mediante las tareas de los cuidados; es decir, una 
supuesta libertad —con expresiones de privilegio— que niega su origen en los vín-
culos humanos y sociales, sin los cuales no tendrían el mismo grado de disposición 
y participación en la esfera pública de la política, la economía, el mercado, etcétera.

De la misma forma, la ficción de este sujeto liberal masculino tiene expresión en el 
homo economicus, relacionado con la competencia, la productividad, el consumismo, 
el éxito, la desregulación de las finanzas, el libre comercio, de la centralidad de los 
mercados, la autosuficiencia como resultado del aislamiento de los vínculos fami-
liares, y el desfinanciamiento de los servicios y de los programas sociales estatales 
referidos a la salud, la educación y la cultura.

Esta pseudoindependencia, como parte del ideario de la libertad, ha sido concebida 
en términos de dominación, que busca dominar el propio cuerpo, los recursos y al 
tiempo mediante una vida competitiva y utilitaria. Un individuo que no necesita 
cuidar, ser cuidado, ni cuidarse a sí mismo, porque eso significaría estar asociado 
con valores ajenos a su mandato ontológico de género de la superestructura, y a su 
antinomia existencial: las mujeres, o todo aquello que se le parezca.

En ese sentido, es necesario pasar de la idea de la supuesta independencia —que ha 
desnaturalizado al ser humano de su razón ontológica real—, a la interdependencia 
humana, presente durante todo el ciclo de vida de las personas —en algunas situa-
ciones, con más intensidad que otras— de manera directa o indirecta, especializa-
da, más constante y frecuente, y que las encontramos en los ámbitos más cercanos 
de la convivencia y los vínculos de la reproducción social, comunitaria y familiar. 
Estas necesidades existen no sólo para los considerados dependientes, sino también en 
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los independientes, porque son parte del ciclo de la vida de las personas por el hecho 
de ser seres humanos; algo que, al mismo tiempo, los convierte en potenciales agen-
tes de cuidado, no sólo de recibir cuidados, sino de dar cuidados y de autocuidado 
—o cuidado propio— como potenciales sujetos cuidadores y del cuidado, por el 
hecho de ser personas en nuestra naturaleza social.

Con la definición universal de los cuidados, pasamos de reivindicar la independencia a 
la interdependencia humana de nuestro ser, en relación con otras personas, la sociedad 
y el propio Estado, al ser el principal garante de nuestros derechos para alcanzar 
la autonomía. La autonomía, en términos kantianos, entendida como la voluntad 
de autodeterminación personal, fundamentada en la dignidad de la naturaleza hu-
mana —y de toda naturaleza racional de las personas como principio supremo de 
la moralidad—, está fundamentada desde la individualidad con la comunidad, de 
la que todos somos partes, y donde, precisamente, está el sentido de los cuidados 
que nos sostienen a todos y entre todos; incluso en relación con la naturaleza como 
fuente y ambiente de los cuidados. Es decir, la necesidad de autonomía nos lleva de 
reconocernos desde la independencia a la interdependencia con otras personas y en socie-
dad, sin desconocer el propio grado de individualidad.

En esa relación, la conexión entre independencia, interdependencia y autonomía, viene 
mediada por la solidaridad que nos posiciona un estado superior de autonomía relacio-
nal, para superar el individualismo liberal que nos ha concebido desnaturalizados 
de nuestra vocación social y política, y de las dicotomías entre público/privado, su-
jeto/objeto, dependiente/independiente, normal/anormal, etcétera. Esto significa 
asumir que no existe una autonomía individualista que se pierde y/o se recupera, 
sino una autonomía que toma forma(s) en el trascurso del tiempo —y en los dife-
rentes contextos—, a través de las interacciones con los demás, donde la interde-
pendencia, como constitutiva del ser humano, no significa rechazar la idea de la 
autonomía en sí misma, sino considerar que, sin los demás, nunca podremos llegar 
a ser autónomos, porque nunca podremos llegar a individuarnos a nosotros mismos. 

Por tanto, somos seres humanos autónomos interdependientes, con nuestra propia indi-
vidualidad, mediante la reconocida independencia vivida en una dimensión social. 
La independencia en las dimensiones relaciones y colectivas pasa por el reconoci-
miento de la dependencia como condición humana, sin olvidar la interdependencia 
con connotación de autonomía; es decir, en la interdependencia se funda la autono-
mía relacional, que se produce por las redes vinculares, afectivas y materiales que 
sostienen la vida y la hacen posible.

Se trata de una autonomía en interdependencia, donde los sujetos, como interdependien-
tes, somos dependientes del vínculo social que no coarte libertades ni decisiones 
acerca de cómo vivir la propia vida en el libre desarrollo de la personalidad. Sino 
que se erige sobre las máximas de igualdad, no discriminación, derecho a una vida 
de toda libre de toda violencia.

Sin duda, los cambios jurídicos de las ultimas décadas, además de las reformas ne-
cesarias para actualizar la normativa de los derechos humanos, nos han propuesto 
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conceptos para repensar el derecho, aproximándonos a nuestra realidad vital más 
olvidada como personas: los cuidados.

En definitiva, somos seres humanos interdependientes de otros seres humanos; en el 
camino de alcanzar nuestra autonomía personal, propia en un contexto real de per-
manente interacción con nuestras necesidades. Algo que nos aclara conceptos para 
entender —y comprender— el transcurso de los distintos ciclos de vida, desde el 
nacimiento hasta la muerte de todos los seres humanos.
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